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Las sociedades modernas políticamente organizadas poseen unos vínculos 
disciplinarios más o menos estrechos entre el Estado y su población 
dependiente de él jurídicamente, conformada por dos grandes grupos: los 
particulares y los servidores públicos.  Las relaciones de sujeción como tal, 
adquieren la connotación de generales, cuando comprometen a todos, es 
decir, a cualquier ciudadano; y se consideran especiales, cuando insertan al 
administrado en forma duradera y efectiva a la organización administrativa.1 
 
Las relaciones especiales de sujeción se constituyen en una institución que 
inicialmente cumplía la función de explicar las relaciones del soberano con 
sus funcionarios y con los miembros del ejército, esencialmente, para 
justificar determinaciones de naturaleza discrecional del Estado sobre los 
cuerpos administrativos de lo civil y de lo militar. Los individuos sujetos de 
esta manera especial al Estado, por estas circunstancias, asumen unas 
cargas superiores y distintas a las del resto de individuos que integran la 
sociedad por lo que en oposición a las relaciones de sujeción especial fluyen 
                                                           
1
 FORERO SALCEDO, José Rory. Estado Constitucional, Potestad Disciplinaria y Relaciones 
Especiales de Sujeción. Procuraduría General de la Nación. Instituto de Estudios del Ministerio 
Público. Imprenta Nacional. Bogotá, diciembre de 2007. P.105. 
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las relaciones de sujeción general que se predican del resto de los 
ciudadanos que están vinculados negativamente a Derecho.2 
 
No puede predicarse relación de sujeción especial que no tenga sustento 
constitucional y, por supuesto, regulación legal y/o reglamentaria.  Este tipo 
de relaciones implica una restricción a los derechos fundamentales de las 
personas naturales y jurídicas sujetos de tal régimen, sin que ello implique el 
irrespeto del principio de la Dignidad Humana; contrario sensu, cualquier 
manifestación de relación de sujeción especial no puede ser discrecional y 
debe fundarse en los postulados que buscan la protección de principios y 
derechos constitucionales fundamentales como la Dignidad Humana y el 
Debido Proceso.  
 
En Colombia, en el sector educativo podemos vislumbrar especiales 
relaciones de sujeción en relación con los educandos y con los docentes. La 
educación tiene el carácter de servicio público, el cual debe  desarrollarse  
con un alto contenido de responsabilidad social; máxime cuando el 
constituyente de 1991, a través del artículo 67 de la Constitución Política, 
dejó en cabeza del Estado, la Sociedad y la Familia la responsabilidad de la 
educación;  e impuso al  Estado la obligación de  velar no solo por su calidad 
                                                           
2
 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. La Relación Especial de Sujeción como categoría dogmática 
superior del Derecho Disciplinario. Procuraduría General de la Nación. Instituto de Estudios del 





sino por el cumplimento de sus fines mediante el ejercicio de la inspección y 
vigilancia, a través de la implementación de mecanismos que permitan no 
solo acreditar su calidad sino, en especial, el cumplimiento de sus fines, que 
no son otros que propender por la formación moral, intelectual y física de los 
discentes,  y el respeto del querer del constituyente en toda su extensión. 
 
Los anteriores planteamientos nos permiten abordar el problema objeto de 
investigación, que se concreta en determinar la existencia de una relación 
especial de sujeción sobre un ciudadano particular, que en este caso asume 
el rol de docente universitario, generada de una relación laboral subordinada 
con una universidad de carácter privado; que le permite hacer uso de 
potestades disciplinarias. 
 
Ello deriva en una hipótesis que pretende demostrar si existe o no 
correspondencia entre el procedimiento disciplinario establecido para los 
docentes vinculados mediante una relación laboral subordinada con una 
Institución privada de educación superior denominada Corporación 
Universidad Libre, con el derecho constitucional fundamental al Debido 
Proceso consagrado en la Constitución Política de 1991. 
 
El objetivo general de este análisis investigativo se circunscribe a determinar 
la correspondencia o no, del procedimiento disciplinario establecido para los 
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profesores de la Universidad Libre  con preceptos supralegales como el 
Debido Proceso consagrado en la Constitución de 1991. 
 
La investigación se desarrolla a lo largo de cuatro capítulos. En el capítulo 1 
abordamos el tema partiendo del marco constitucional del Derecho 
disciplinario en Colombia, desde una perspectiva del servidor público como 
sujeto disciplinable. Resulta pertinente tal abordaje por cuanto consideramos 
que en la prestación del servicio de la educación en el país, se presentan 
unas relaciones de especial sujeción en relación con los docentes 
universitarios, así estos claustros académicos tengan el carácter de personas 
de Derecho privado.  
 
En el capítulo 2 nos ocuparemos del fundamento dogmático del Derecho 
disciplinario, el cual se ha construido sobre la base de la denominada “Teoría 
de las Relaciones Especiales de Sujeción”;  incluyendo subtemas que nos 
llevan a conocer su génesis y evolución histórica en el marco del Derecho 
comparado. 
 
Como quiera que la Carta Política de 1991 se erigió en una verdadera norma 
de normas y que la llamada a interpretarla jurídicamente con efectos 
vinculantes es la Corte Constitucional, en el capítulo 3 acudimos a hacer una 
revisión jurisprudencial en lo relativo a principios y derechos constitucionales 
como la Autonomía Universitaria y la Educación; así como el régimen 
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disciplinario en las instituciones educativas, observando que ésta es muy 
prolífica en lo atinente a la relación universidad–estudiante, al paso que 
resultó muy pobre y escasa en la relación universidad–docente.  
Consideramos que la importancia de este capítulo estriba en que contiene el 
fundamento constitucional y legal del Derecho disciplinario abordado desde 
la óptica de la Autonomía Universitaria, por cuanto sobre él descansa la 
potestad sancionadora disciplinaria que permite a las Universidades –
públicas o privadas- a través de normas internas imponer reglas de 
comportamiento a quienes hacen parte de su organización académico-
administrativa, las cuales, en el evento de ser infringidas, lo convierten en un 
sujeto disciplinable. 
 
En el capítulo 4 se tratarán temas tales como la naturaleza jurídica del 
procedimiento disciplinario de los docentes universitarios de nuestra Alma 
Mater; correspondencia entre los principios constitucionales y el 
procedimiento disciplinario establecido para los docentes; delimitación de los 
alcances de principios y derechos constitucionales como el de Autonomía 
Universitaria y Debido Proceso en relaciones de especial sujeción de 
naturaleza disciplinaria generadas respecto de los docentes vinculados 
mediante una  relación laboral subordinada en la Universidad Libre. 
 
Cualitativamente haremos un análisis a fin de establecer las actuales 
carencias y debilidades que presenta el estatuto docente que rige en la 
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Universidad, y que hacen injurídica su aplicabilidad. Avocamos el 
conocimiento y evaluación del actual estatuto docente de la Corporación 
Universidad Libre, detectando su ambigüedad tanto en lo sustancial como en 
lo procesal, haciendo que este sea un texto de difícil aplicabilidad y 
generador de situaciones de inoperatividad o de franca inconstitucionalidad.  
Las organizaciones modernas, cualquiera que ellas sean, incluidas las 
dedicadas a la educación superior, deben contar con reglamentos ágiles y 
expeditos que, por un lado, faciliten procedimientos ajustados al debido 
proceso a fin de evitar la violación de los principios constitucionales 
consagrados en la Carta Política;  y, por el otro, evitar la ambigüedad que 
favorezca la duda y, consiguientemente, la impunidad. 
 
Como producto de esta investigación se presenta una propuesta innovadora 
de estatuto docente disciplinario, la cual contempla un procedimiento 
ajustado a la realidad constitucional donde prime el respeto y la garantía del 
Debido Proceso, la cual consideramos ágil y versátil,  y esperamos conlleve a 
desarrollar de manera prudente el principio de pronta y cumplida justicia; no 
como ocurre en la actualidad, que lo ambiguo del procedimiento hace que en 
la práctica sea difícil de materializar dentro de la realidad disciplinaria en 
nuestro escenario académico nacional, dado que la Universidad Libre es un 
centro de educación superior con seccionales diseminadas a lo largo y ancho 




Por último, consideramos oportuno precisar que la  universidad Libre, como 
recreadora crítica de la conciencia de todas las época del país, no solo debe 
continuar haciendo realidad el sueño de sus fundadores, llevando una 
educación de alta calidad a las clases menos favorecidas; sino que, como 
claustro generador del conocimiento del Derecho a través de sus aulas, debe 
adoptar un estatuto disciplinario docente más justo y acorde con las nuevas 
reglas establecidas por el Derecho disciplinario, con la observancia de 
principios y derechos constitucionales, tan fundamental como  el Debido 
Proceso; del cual se desprenden otros de carácter procesal como el de 
contradicción y el de la oralidad, que fueron tenidos en cuenta en la 







1. MARCO CONSTITUCIONAL Y JURISPRUDENCIAL DEL DERECHO 
DISCIPLINARIO EN COLOMBIA 
 
 
1.1 NORMAS CONSTITUCIONALES EN QUE SE FUNDA EL DERECHO 
DISCIPLINARIO 
 
La regulación dispuesta por el ordenamiento constitucional en Colombia 
respecto de quiénes son los servidores públicos y quiénes como particulares 
pueden desempeñar funciones públicas, la encontramos en las normas 
siguientes: 
 
“Artículo 121. Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer 
funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley. 
 
“Articulo 123. Son servidores públicos los miembros de las 
corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado 
y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por 
servicios.  
 
Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la 
comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la 
Constitución, la ley y el reglamento.  
 
La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que 
temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su 
ejercicio.”3 
 
“Artículo 124. La ley determinará la responsabilidad de los 
servidores públicos y la manera de hacerla efectiva”. 
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 GÓMEZ SIERRA, Francisco. Constitución Política de Colombia. Editorial Leyer. Bogotá, D.C., 




“Artículo 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado 
son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre 
nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los 
demás que determine la ley”. 
 
 
El artículo 116 de la norma constitucional advierte que los particulares 
pueden ser investidos, de manera transitoria, de la función de administrar 
justicia. Los casos específicos son: En la condición de jurados en las causas 
criminales, conciliadores o árbitros habilitados por las partes para proferir 
fallos. 
 
En Colombia, por mandato constitucional, el poder disciplinario respecto de 
los servidores públicos, está asignado a la Procuraduría General de la 
Nación, quien tiene a su cargo la vigilancia de la conducta oficial de quienes 
desempeñan funciones públicas. 
 
“Artículo 118. El Ministerio Público será ejercido por el Procurador 
General de la Nación, por el Defensor del Pueblo, por los 
procuradores delegados y los agentes del ministerio público, ante 
las autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y 
por los demás funcionarios que determine la ley. Al Ministerio 
Público corresponde la guarda y promoción de los derechos 
humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la 
conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas”. 
 
“Artículo 277. El Procurador General de la Nación, por sí o por 
medio de sus delegados y agentes, tendrá las siguientes 
funciones: 
 
…6. Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes 
desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; 
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ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las 
investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas 
sanciones conforme a la ley…”4 
 
 
Igualmente, y por mandato constitucional previsto en el artículo 256-3, se 
estructuró una jurisdicción disciplinaria en relación con la conducta de los 
funcionarios de la rama judicial.5 
 
En este orden de ideas, están sometidos al régimen disciplinario quienes 
ostentan la condición de funcionarios públicos, esto es, quienes prestan sus 
servicios a la rama ejecutiva del poder público,  los servidores públicos de las 
otras ramas del poder, incluidos los miembros de las Corporaciones Públicas; 
así como los particulares que temporal o transitoriamente desempeñan 
funciones públicas. 
 
De acuerdo con el artículo 2º  de la Constitución,  el primero y uno de los 
más importantes fines del Estado Colombiano es el de servir a la comunidad; 
por tanto, esta disposición asegura que la administración pública y en 
general todos los servidores estatales deben estar comprometidos en servir a 
                                                           
4
 GÓMEZ SIERRA, Francisco. Constitución Política de Colombia. Op. Cit. Pág. 157 
5
 ARTICULO 256. Corresponden al Consejo Superior de la Judicatura o a los Consejos Seccionales, 
según el caso y de acuerdo a la ley, las siguientes atribuciones: 
(…) 
3. Examinar la conducta y sancionar las faltas de los funcionarios de la rama judicial, así como las de 




los asociados, bajo el entendido que deben poner a su disposición sus 
capacidades, su intelecto, sus saberes, conocimientos, eficiencia y eficacia. 
 
El Estado puede alcanzar este ideal constitucional “Por intermedio de sus 
funcionarios, porque es a través de cada uno de ellos que puede ejecutar sus 
designios. El Estado debe garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución, así como proteger a 
todas las personas residentes en Colombia y asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales, tanto del Estado, como de los particulares, conforme lo 
ordena el artículo 2”6. 
 
El constituyente se preocupó por dejar en claro que la función pública debe 
tener precisas y detalladas las funciones que debe desempeñar el servidor 
público, ya sea en la ley o por medio de un reglamento, tal y como lo 
consignó en el inciso 1º del artículo 122 superior. 
 
Conforme con el mandato constitucional, en el sistema jurídico colombiano 
las funciones de los servidores públicos pueden estar previstas en 
reglamentos, por tanto, en caso de inobservancia de sus normas, los 
funcionarios pueden ser objeto de examen disciplinario por la autoridad 
competente.   
                                                           
6
 GORDILLO, Agustín. Tratado de Derecho Administrativo. Biblioteca Jurídica Diké, Bogotá 1998, 1ª  
Edición Colombiana. Pág. 15 
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“Artículo 122. No habrá empleo público que no tenga funciones 
detalladas en ley o reglamento y para proveer los de carácter 
remunerado se requiere que estén contemplados en la respectiva 
planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto 
correspondiente.  
 
Ningún servidor público entrará a ejercer su cargo sin prestar 
juramento de cumplir y defender la Constitución y desempeñar los 
deberes que le incumben.  
 
Antes de tomar posesión del cargo, al retirarse del mismo o 
cuando autoridad competente se lo solicite deberá declarar, bajo 
juramento, el monto de sus bienes y rentas.  
 
Dicha declaración sólo podrá ser utilizada para los fines y 
propósitos de la aplicación de las normas del servidor público.”7  
 
 
El “prestar juramento” se trata en este caso más del cumplimiento de una 
ritualidad o de una formalidad por medio de la cual el servidor público 
adquiere la obligación de actuar conforme lo disponga la Constitución, la ley 
o el reglamento, para el ejercicio de la función pública o la prestación del 
servicio público al cual se compromete. Como consecuencia de ese 
compromiso, en desarrollo del principio de la legalidad, se le puede exigir la 
conformidad de sus actuaciones con el querer de la administración y  se le 
puede reprochar el incumplimiento. 
 
El artículo 209 de la Carta Política va más allá al reafirmar que la función 
Administrativa debe  estar al servicio de los intereses generales y establecer 
                                                           
7
 Ibídem. Pág. 17 
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los principios que deben regir su desarrollo: igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad.  
 
Conforme con lo dispuesto en esta norma, al momento de examinar las 
actuaciones de los funcionarios, sus actividades deben aparecer enmarcadas 
bajo estos principios, por tanto, en la medida en que los hayan desatendido, 
quienes así hayan actuado bien pueden ser objeto de reparo disciplinario. 
 
El profesor Parra Gutiérrez afirma que “se puede colegir, además, que una 
de las principales preocupaciones del Constituyente de 1991, fue hacer que 
la administración pública se tornara eficiente en el cumplimiento de sus 
cometidos, por lo tanto, bien se puede concluir que la falta de eficiencia 
también puede ser materia de reparo funcional. Vale destacar que el tema de 
la eficiencia es una preocupación central de la época moderna.”8 
 
El actuar del servidor público o del particular  en ejercicio de funciones 
públicas, puede ser objeto de reproche disciplinario; empero, en un Estado 
Social de Derecho como el establecido por la Carta Política de Colombia de 
1991, para que el Derecho disciplinario se ajuste a las preceptivas superiores 
se hace imperiosamente necesario que las categorías dogmáticas de 
                                                           
8
 PARRA, William R. Derecho Administrativo Disciplinario. Ediciones Librería Profesional. Tercera 
Edición. Bogotá, 2001, Pág. 35 
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tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad estén claramente definidas y 
determinadas.  
 
En ese orden de ideas, y como quiera que la relación del Estado frente a sus 
servidores se enmarca dentro de una relación de especial sujeción, el 
principio de tipicidad disciplinaria, como manifestación del de legalidad –lex 
scrita, lex previa y lex certa- consagrado en el artículo 29 de la Constitución 
colombiana, constituye sin duda uno de los pilares básicos del Estado Social 
y Democrático de Derecho. 9  Así las cosas, debe existir una ley escrita que 
describa la conducta reprochable disciplinariamente; esta ley debe ser 
anterior al hecho sancionado; y, la ley debe describir un supuesto de hecho 
estrictamente determinado. 
 
Por su parte, el elemento Antijuridicidad o ilicitud sustancial, tal y como afirma 
Forero Salcedo10 al tratar el tema de la teoría de las Relaciones Especiales 
de Sujeción como fundamento dogmático del poder disciplinario; al conectar 
de una manera determinante la falta disciplinaria con el incumplimiento del 
deber funcional, permite la elaboración de la llamada ilicitud sustancial en 
Colombia, recogida por el legislador en el artículo 5 de la Ley 734 de 2002 –
Código Único Disciplinario-, al preceptuar que “la falta será antijurídica 
                                                           
9
 FORERO SALCEDO, José Rory. Estado Constitucional, Potestad Disciplinaria y Relaciones 
Especiales de Sujeción. Procuraduría General de la Nación. Instituto de Estudios del Ministerio 





cuando afecte el deber funcional sin justificación alguna”.  En consecuencia, 
el núcleo de lo antijurídico en una relación general de sujeción es la 
vulneración de los derechos de los demás y el orden jurídico, en tanto que en 
una relación especial de sujeción lo es también el desconocimiento del deber 
funcional sin justificación alguna.11 
 
En cuanto al elemento Culpabilidad, resulta indispensable que el servidor 
público actúe con dolo o con culpa, de manera tal que no es posible predicar 
un Derecho disciplinario de autor, o, una responsabilidad objetiva. 
 
La Corte Constitucional se ha referido al tema en los siguientes términos: 
 
En el campo del derecho disciplinario, el artículo 18 del Código 
Disciplinario Único prevé que a dicho régimen le son aplicables 
los principios rectores del Código Penal, uno de los cuales 
erradica la responsabilidad objetiva del ámbito del derecho 
punitivo penal del Estado. La norma del estatuto penal señala que 
“Sólo se podrá imponer penas por conductas realizadas con 
culpabilidad. Queda erradicada toda forma de responsabilidad 
objetiva.”(Art. 12 del Nuevo Código Penal. Ley 599 de 2000). 
  
Del recuento normativo precedente es fácil deducir que en materia 
penal, al igual que en el campo del derecho disciplinario, la 
sanción imponible por la comisión de una conducta reprochable 
sólo tiene lugar en presencia de acciones dolosas o culposas. 
  
Ciertamente, la proscripción de la responsabilidad objetiva que 
acoge el régimen jurídico colombiano impone la restricción de 
sancionar la conducta por el sólo hecho de la ocurrencia del 
resultado y exige, en cambio, verificar la finalidad dolosa o 
culposa en la ejecución de la acción que se investiga. 






Ahora bien, la circunstancia de que las conductas que vulneran el 
régimen jurídico merezcan sanción sólo cuando se realizan de 
manera culposa o dolosa no significa que todas las infracciones 
admitan ser ejecutadas en ambas modalidades de conducta. La 
determinación de si un comportamiento puede ser ejecutado a 
título de dolo o culpa depende de la naturaleza misma del 
comportamiento. En otros términos, el dolo o la culpa son 
elementos constitutivos de la acción, son sus elementos 
subjetivos estructurales. De allí que sea la propia ontología de la 
falta la que determina si la acción puede ser cometida a título de 
dolo o de culpa o, lo que es lo mismo, que la estructura de la 




1.2 PROCESO DISCIPLINARIO, POTESTAD SANCIONADORA Y 
DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
El proceso disciplinario está ligado con el derecho constitucional fundamental 
del Debido Proceso que advierte la necesidad de la práctica y contradicción 
de pruebas dentro de él, a fin de preservar el derecho de Defensa, partiendo 
de la base que se es inocente hasta que se compruebe lo contrario. De ahí 
que el investigador en asuntos disciplinarios debe ser muy cauteloso a la 
hora de imponer una sanción, puesto que esta debe estar basada en la 
recolección, análisis y adecuada valoración de la prueba en contra del 
disciplinado, con la observancia del derecho de Contradicción que asiste al 
sujeto disciplinable. 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-181 de 12 de marzo 2002. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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El principio y derecho al Debido Proceso se guía por los principios y 
garantías propias del Derecho penal pues tanto en el proceso penal como en 
el administrativo disciplinario se aplican penas como mecanismo de coacción 
represiva.  
 
En torno al poder disciplinario y al Derecho disciplinario, ha dicho la Corte 
Constitucional que: 
 
“El derecho disciplinario que respalda este poder está compuesto 
por un conjunto de normas y principios jurídicos que permiten 
imponer sanciones a los servidores públicos cuando éstos violan 
sus deberes, obligaciones o incurren en vulneración de las 
prohibiciones e incompatibilidades que para ellos ha establecido 
la ley.  
 
“Este tipo de responsabilidad ha dado lugar a la formación de una 
rama del derecho administrativo llamada "derecho administrativo 
disciplinario". Un amplio sector de la doctrina, si bien admite la 
diferenciación entre la responsabilidad civil, penal y disciplinaria, 
encuentra que la sanción disciplinaria debe sujetarse a los 
principios y garantías propias del derecho penal. Según esta 
interpretación, el derecho disciplinario es una modalidad del 
derecho penal, y en su aplicación debe observarse las mismas 
garantías y  los mismos principios que informan el derecho penal. 
La naturaleza esencialmente sancionatoria de ambos derechos 
hace que las garantías del derecho más general (el penal) sean 
aplicables también a ese otro derecho, más especializado pero 
igualmente sancionatorio, que es el derecho disciplinario”13. 
 
 
Acerca de la naturaleza del poder disciplinario, la Corte constitucional ha 
expresado: 
                                                           
13
 Corte Constitucional. Sentencia T-438 del 1º de julio de 1992. Magistrado Ponente Doctor Eduardo 
Cifuentes Muñoz. Pág. 7 
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“Tal sistema obtiene entidad real y acorde con los cometidos 
estatales, mediante el ejercicio de la potestad disciplinaria del 
Estado, entendida esta como la facultad de sancionar a sus 
colaboradores, es decir a las personas naturales que ejercen 
funciones publicas a través de una relación legal y reglamentaria y 
aún en razón de la contractual, dentro de unos específicos límites 
constitucionales y legales que comportan la regulación de la 
responsabilidad legal de los particulares que desempeñan 
funciones públicas y de los servidores públicos, así como la forma 
de hacerla efectiva (C.P. art. 123, 124, 125, 150-23 y 277). 
 
“Reconocido este poder de corrección, el funcionario facultado y 
habilitado legalmente para ejercerlo, en la medida que encuentra 
que la función pública no se está ejecutando bajo los principios y 
disposiciones previstos en la Constitución, en la Ley, en los 
reglamentos, o que el servidor público desatiende los fines de la 
función pública o contraviene los propósitos perseguidos por el 
Estado, puede examinar tales actuaciones y si ello es necesario, 
imponer las respectivas sanciones. 
 
“La desatención de las responsabilidades, que se le atribuyen al 
funcionario infractor, puede consistir en el incumplimiento de los 
deberes, en la incursión en prohibiciones, en el quebranto de los 
impedimentos previstos, en la violación del régimen de 
inhabilidades o de incompatibilidades, en el desobedecimiento de 
las obligaciones establecidas, en el hecho de haber incurrido en 
un conflicto de intereses, o por haber realizado conductas 
catalogadas como faltas.”14 
 
 
En la misma línea se refiere la Corte sobre el Derecho disciplinario: 
 
“…un conjunto de normas y principios jurídicos que permiten 
imponer sanciones a los servidores públicos cuando estos violan 
sus deberes, obligaciones o incurren en vulneración de las 
prohibiciones e incompatibilidades que para ellos ha establecido 
la ley… 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-187 del 6 de mayo de 1998. Magistrado Ponente Doctor 
Hernando Herrera Vergara. Pág. 16 
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“No se debe dejar pasar por alto, además, que un principio que 
rige toda organización, sea ésta de naturaleza pública o privada, 
es el de la jerarquía. En virtud del cual existen unos sistemas de 
organización donde se encuadran claramente los responsables de 
dicha actividad, los superiores jerárquicos o funcionales, así como 
las prerrogativas propias para mantener el orden y el 
funcionamiento de la organización y para encauzarla hacia unas 
metas concretas. 
 
“En este principio de la subordinación descansa, en parte, la 
dinámica propia del régimen disciplinario, a través de la cual se 
puede entender la entrega de atribuciones a unos miembros de la 
organización para la que puedan dirigir, al facultad de corrección y 
la potestad que se le concede, para verificar el cumplimiento de 
los cometidos propuestos y para imponer las sanciones 
correspondientes, cuando se establezca que los funcionarios, con 
sus actuaciones, han quebrantado las normas y principios que 
rigen la organización.”15 
 
 
1.2.1 Autonomía y Disciplina Universitaria. El artículo 69 de la 
Constitución Política de Colombia garantiza la Autonomía Universitaria, 
norma que fue desarrollada por el artículo 28 de la Ley 30 de 1992, al 
prescribir que “La autonomía universitaria consagrada en la Constitución 
Política de Colombia y de conformidad con la presente Ley, reconoce a las 
universidades el derecho a darse y modificar sus estatutos, designar sus 
autoridades académicas y administrativas, crear, organizar y desarrollar sus 
programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, 
académicas, docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos 
correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos y 
adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus 
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 Corte Constitucional. Sentencia T-438 del 1º de julio de 1992. Magistrado Ponente Doctor Eduardo 
Cifuentes Muñoz. Pág. 7 
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recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función 
institucional”.16  
 
La jurisprudencia constitucional ha definido la autonomía universitaria como 
la capacidad de autorregulación filosófica y autodeterminación administrativa 
de la que gozan los centros de educación superior17 
 
La Corte ha precisado que, en ejercicio de la autonomía universitaria, las 
instituciones de educación superior tienen las siguientes facultades 
concretas:  
 
“(i) darse y modificar sus estatutos; (ii) establecer los mecanismos 
que faciliten la elección, designación y períodos de sus directivos 
y administradores (iii) desarrollar sus planes de estudio y sus 
programas académicos, formativos, docentes, científicos y 
culturales; (iv) seleccionar a sus profesores y admitir a sus 
alumnos; (v) asumir la elaboración y aprobación de sus 
presupuestos y (vi) administrar sus propios bienes y recursos”18 
 
 
Igualmente ha dicho la alta corporación que: 
 
“La autonomía universitaria se traduce en la facultad de producir 
acciones licitas no contrarias a la obligación esencial de la 
persona o institución (en el caso de la universidad la de formar y 
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 (Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-337-
96 del 1 de agosto de 1996, Magistrado Ponente Dr. Hernando Herrera Vergara). 
17
 Corte Constitucional. Sentencia T-310 de 1999. Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez 
Caballero. 
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educar en una profesión o disciplina), es la que subyace en 
nuestro ordenamiento jurídico: La Autonomía Universitaria 
entendida como la capacidad de auto determinación de un 
colectivo de pares, que coinciden en el ejercicio de un quehacer 




En ejercicio de la autonomía que el Constituyente otorgó a las instituciones 
de educación superior, a su interior pueden presentarse unas especiales 
relaciones de sujeción respecto de quienes conforman la comunidad 
académica, y aún administrativa, llegando a estructurarse un poder 
disciplinario al interior de ellas, configurándose así un Derecho disciplinario 
que, obviamente, debe nutrirse de los preceptos constitucionales, legales, 
reglamentarios y jurisprudenciales que han señalado el camino del aplicable 
en la administración pública. 
 
En este orden de ideas, si el legislador así lo permite, se pueden 
implementar regímenes disciplinarios o sancionadores aún al interior de 
entidades de carácter privado, como las Universidades; no obstante, estas 
competencias no pueden vulnerar los mandatos constitucionales y legales; 
de manera tal que tanto sus procedimientos como las sanciones deben 
respetar los principios y derechos constitucionales, en especial aquellos que 
ameritan una protección especial y que se inscriben dentro de los 
denominados derechos fundamentales. 






En la sentencia C- 341 / 96 M.P. Antonio Barrera Carbonell,  la Corte se 
refirió al Derecho disciplinario en los siguientes términos: 
  
"El derecho disciplinario comprende el conjunto de normas, 
sustanciales y procesales, en virtud de las cuales el Estado 
asegura la obediencia, la disciplina y el comportamiento ético, la 
moralidad y la eficiencia de los servidores públicos, con miras a 
asegurar el buen funcionamiento de los diferentes servicios a su 
cargo. Por consiguiente, el sistema normativo que configura dicho 
derecho regula: 
  
a) Las conductas -hechos positivos o negativos- que pueden 
configurar falta juzgable disciplinariamente. Es así, como la 
violación de los deberes, de las prohibiciones o de las 
inhabilidades o incompatibilidades, a que están sujetos los 
funcionarios y empleados públicos, es considerado por el 
respectivo estatuto disciplinario como falta disciplinaria". 
  
"b) Las sanciones en que pueden incurrir los sujetos disciplinados, 
según la naturaleza de la falta, las circunstancias bajo las cuales 
ocurrió su comisión y los antecedentes relativos al 
comportamiento laboral".   
  
"c) El proceso disciplinario, esto es, el conjunto de normas 
sustanciales y procesales que aseguran la garantía constitucional 
del debido proceso y regulan el procedimiento a través del cual se 
deduce la correspondiente responsabilidad disciplinaria".  
 
 
Así las cosas, y en ejercicio de la habilitación constitucional y legal, toda 
universidad puede expedir sus propios reglamentos disciplinarios, empero, 
estos deben ajustarse a las directrices trazadas por el alto tribunal 
constitucional en cuanto a que, mínimamente y de manera clara, se 
establezca la conducta o conductas que pueden ser objeto de juicio 
disciplinario; las sanciones a imponer, con observancia de los principios de 
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razonabilidad y proporcionalidad; y, el procedimiento a través del cual se 
deducirá la responsabilidad disciplinaria. 
 
 1.3 DESARROLLO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL DEL DERECHO 
DISCIPLINARIO 
 
El denominado Derecho disciplinario nació como una vertiente del Derecho 
penal; posteriormente se le calificó como parte del Derecho administrativo y 
actualmente se proyecta como una disciplina autónoma, con naturaleza 
jurídica propia. 20  
 
El Derecho disciplinario es el conjunto de normas, reglas, preceptos y 
principios que orientan y dirigen el recto y probo ejercicio de la función 
pública y en caso de ponerlas en peligro o lesionarlas permite sancionar a los 
responsables21. 
 
La jurisprudencia constitucional ha evolucionado en la consideración de la 
naturaleza del Derecho disciplinario; y si bien bajo las concepciones de la 
antigua Constitución de 1886 se entendió el Derecho disciplinario como una 
subespecie del Derecho sancionatorio, bajo las consideraciones de la nueva 
                                                           
20
  FORERO Salcedo, José Rory. Viscitudes del Proceso Disciplinario. Bogotá. Segunda Edición. 
Publicación de la Personería de Bogotá. 2001. Páginas. 35-43. 
21
 BULLA Romero, Jairo Enrique. Derecho Disciplinario. Librería Estrado Judicial. Bogotá. 2002. 
Páginas: 37 a 42. 
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Carta se aprecia que el Derecho público nutre una acepción del Derecho 
disciplinario según la cual, este aparece informado por las garantías 
principios y derechos que son comunes a todas las formas de expresión 
sancionadora del Estado de Derecho, mientras que el objeto de su 
regulación se dirige a integrar una herramienta jurídica que propenda al 
cumplimiento de los fines estatales en la medida en que la normatividad 
disciplinaria permite realizar los valores del orden institucional consagrados 
en la Carta Política.22 
 
Expresa el entonces Procurador General de la Nación, Maya Villazón, que:  
 
“Con la interpretación de la antigua Constitución se estableció sin 
mayor diferenciación la aplicación de los principios del Derecho 
Penal al Derecho Disciplinario debido a la necesidad de configurar 
un marco compartido de garantías básicas para aplicación de 
sanciones. Con posterioridad y bajo el imperio de la Constitución 
de 1991, la interpretación se amplió siguiendo una visión 
internacional en la que la noción de “debido proceso” enmarca no 
solo los aspectos de ritualidad y formalidad del procedimiento, 
sino verdaderas categorías sustanciales. Así, el ‘debido proceso” 
aplicado a actuaciones judiciales y administrativas incorporó en su 
inventario de aplicación los principios de tipicidad, antijuridicidad y 
culpabilidad, regla que fue reiterada en las sentencias C-195 de 
1993, C-280 de 1996, C-306 de 1996 y C-310 de 1997. 23 
 
 
En la exposición de motivos del actual Código Único Disciplinario –Ley 734 
de 2002-, se afirmó que:  
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 Libro Digital de la Procuraduría General de la Nación. Edgardo José Maya Villazón. Código 






“No obstante el gran avance que representó la Ley 200 del 28 de 
julio de 1995, en términos de unificar la dispersa legislación que 
existía en materia disciplinaria, al poco tiempo de su aprobación, 
cuando empezó a aplicarse a los procesos en curso y los 
iniciados bajo su vigencia, comenzaron a detectarse vacíos, 
deficiencias, inconsistencias y otros aspectos problemáticos cuyo 
lista ha ido aumentando a lo largo de los cuatro años que lleva 
rigiendo. Aunque algunas de estas dificultades se han 
solucionado gracias a la labor interpretativa, bien de la Corte 
Constitucional en las sentencias sobre exequibilidad o 
inexequibilidad de las normas del código que han sido 
demandadas, bien del Procurador General de la Nación en los 
fallos disciplinarios, aún existen varios problemas cuya solución 
excede los alcances de la interpretación y, esa medida, requieren 
necesariamente una reforma legal.”24 
 
 
La Procuraduría General de la Nación concluyó que:  
 
“Las actuaciones disciplinarias son, sin duda, actuaciones 
administrativas con características propias que conforman el 
llamado derecho administrativo disciplinario, que si bien tiene 
semejanzas con el derecho penal, en la medida en que ambos 
son manifestaciones de la potestad punitiva estatal, es un sistema 
autónomo e independiente, con objetivos y características 
propios, como la preservación de la organización y buen 
funcionamiento de las entidades, ramas y órganos del Estado y 
del correcto comportamiento de los individuos encargados de la 
prestación de la función pública. El derecho disciplinario se aplica 
en el marco de relaciones de subordinación entre el funcionario y 
el Estado, para exigir obediencia y disciplina en el ejercicio de la 
función administradora e imponer sanciones por la violación de los 
deberes, las obligaciones y la inobservancia de las prohibiciones e 
incompatibilidades que la ley establece para el ejercicio de la 
función pública. Como su nombre lo indica, el objetivo que 
persigue el derecho disciplinario consiste en mantener la 
disciplina al interior de la institución estatal, lo cual constituye un 
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objetivo político del Estado diferente al que busca garantizar 
mediante el derecho penal”25. 
 
 
El artículo 22 del actual Código Único Disciplinario -Ley 734 de 2002-, ordena 
al servidor público, en el desempeño de cargo o función, ejercer los 
derechos, cumplir los deberes, respetar las prohibiciones y someterse al 
régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de 
intereses, establecidos en la Constitución y en las leyes.  
 
En este mismo orden, el artículo 23 de la precitada ley indica como una falta 
disciplinaria el incumplimiento de los deberes, la extralimitación en el ejercicio 
de los derechos y funciones, el incurrir en prohibiciones o violar el régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses. 
 
Respecto de los deberes de los servidores públicos el artículo 34 enuncia 40 
previsiones; acompañado, a su vez, por las preceptivas del artículo 35 del 
mismo ordenamiento, que establece las prohibiciones, en otro extenso 
catálogo integrado por 35 mandamientos. Por su parte, el artículo 48 
establece las conductas catalogadas como faltas gravísimas, en una 
igualmente extensa relación de 65 ítems. 
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 Ibídem Op. Cit. 10 
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Por esta razón el servidor público (o el particular que temporal o 
transitoriamente desempeñe funciones públicas), en el ejercicio de sus 
funciones, está obligado a cumplir todas las disposiciones legales y 
reglamentarias; en caso de desatenderlas, quebranta su compromiso como 
funcionario, generando que su actuar pueda  ser objeto de investigación y 
eventual sanción disciplinaria. 
 
El Derecho disciplinario, como lo esgrime la Corte Constitucional, es una 
base fundamental para el desarrollo y funcionamiento del Estado, y 
“comprende el conjunto de normas substanciales y procesales en virtud de 
las cuales el Estado asegura la obediencia, la disciplina y el comportamiento 
ético, la moralidad y la eficiencia de los servidores públicos, con miras a 
asegurar el buen funcionamiento de los diferentes servicios a cargo de 
aquél”.26 
 
El Derecho disciplinario es, pues, consustancial a la organización política y 
tiene lugar preferente dentro del conjunto de las instituciones jurídicas.”27 
 
                                                           
26
 Corte Constitucional. Sentencia C-430 del 4 de septiembre de 1997. Magistrado Ponente Doctor 
Antonio Barrera Carbonell. 
27
 Corte Constitucional. Sentencia C-417 del 4 de octubre de 1993. Magistrado Ponente Doctor José 
Gregorio Hernández Galindo. Pág. 5 
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Es posible que la conducta objeto de reproche disciplinario también conlleve 
un reproche penal; no obstante, una y otra actuación son independientes.  Al 
respecto ha dicho la Corte Constitucional que:  
 
"Si bien es cierto que entre la acción penal y la disciplinaria 
existen ciertas similitudes puesto que las dos emanan de la 
potestad punitiva del Estado, se originan en la violación de 
normas que consagran conductas ilegales, buscan determinar la 
responsabilidad del imputado y demostrada ésta imponer la 
sanción respectiva, siguiendo los procedimientos previamente 
establecidos por el legislador, no es menos cierto que ellas no se 
identifican, ya que la acción disciplinaria se produce dentro de la 
relación de subordinación que existe  entre el funcionario y la 
Administración en el ámbito de la función pública y  se origina en 
el incumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o 
extralimitación en el ejercicio de las funciones, la violación del 
régimen de inhabilidades, incompatibilidades, etc., y su finalidad 
es la de garantizar el buen funcionamiento, moralidad y prestigio 
del organismo público respectivo. Dichas sanciones son 
impuestas por la autoridad administrativa competente o por la 
Procuraduría General de la Nación, ente que tiene a su cargo la 
vigilancia de la conducta oficial de los servidores estatales."28 
 
 
En Colombia, el máximo tribunal constitucional ha venido aplicando la teoría 
de las relaciones especiales de sujeción respecto de las facultades 
disciplinarias que le asisten al Estado por el actuar de sus funcionarios.  A 
propósito de los funcionarios, Forero Salcedo aludiendo a Gómez Pavajeau, 
relaciona en orden cronológico las sentencias de mayor relevancia: C-
417/93; C-244/96; C-280/96; C-286/96 y C-341/96; C-769/98; C-708/99; C-
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 Corte Constitucional. Sentencia C-244 de 30 de mayo de 1996. Magistrado Ponente Doctor Carlos 
Gaviria Díaz. Pág. 21 
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155/02; C-181/02;  C-948/02;  C-037/03; C-125/03;  C-252/03; C-893/03 y C-
014/04.29  
 
Algunos pronunciamientos del Tribunal Constitucional colombiano, en los 
cuales se vislumbra la fundamentación dogmática de las relaciones de 
especial sujeción que se generan entre el Estado y los servidores, son, entre 
otros, los siguientes: 
 
Sentencia C-244/96. M.P. Carlos Gaviria Díaz: 
 
“La acción disciplinaria se produce dentro de la relación de 
subordinación que existe entre el funcionario y la Administración 
en el ámbito de la función pública y se origina en el 
incumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o 
extralimitación en el ejercicio de las funciones, la violación del 
régimen de inhabilidades, incompatibilidades, etc., y su finalidad 
es la de garantizar el buen funcionamiento, moralidad y prestigio 
del organismo público respectivo”. 
 
 
Sentencias C-280/96 M.P. Alejandro Martínez Caballero: 
 
“ … en aquellos casos en los cuales existe una relación laboral de 
subordinación entre el Estado y una persona, se crea una relación 
de sujeción o supremacía especial debido a la situación particular 
en la cual se presenta el enlace entre la Administración y la 
aludida persona, surgiendo una serie de obligaciones especiales, 
puesto que el cumplimiento de funciones públicas implica la 
asunción de cargas especiales no exigibles a los particulares y si 
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 FORERO SALCEDO, José Rory. Estado Constitucional ……….. Ob. Cit. Pág. 184 
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Sentencia C-769/98 M.P. Antonio Barrera Carbonell:   
 
“… la especial sujeción frente al Estado en que se encuentra el 
servidor público, en razón de la relación jurídica que con éste surge 
al ser investido de la función pública, y de la idea de que dicha 
función adquiere un carácter instrumental en la medida en que 





“… un elemento esencial que define al destinatario de la potestad 
disciplinaria es la existencia de una subordinación del servidor 
público para con el Estado…..” 31 
 
 
Por su parte, reiteran la vigencia del concepto de relación especial de 
sujeción las Sentencia C-181/0232, y, C-125/0333 con ponencia del Dr. Marco 
Gerardo Monroy Cabra; y, las Sentencias C-252/0334 y C-014/0435, con 
ponencia del Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-280  de 25 de junio de 1996. Magistrado Ponente Doctor 
Alejandro Martínez Caballero. 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-769  de 10 de diciembre de 1998. Magistrado Ponente Doctor 
Antonio Barrera Carbonell. 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-181 del  12  de marzo de 2002. Magistrado Ponente Doctor 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-125 del  18  de febrero de 2003. Magistrado Ponente Doctor 
Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-252 del  25 de marzo de 2003. Magistrado Ponente Doctor Jaime 
Córdoba Triviño. 
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Teniendo como fundamento el cumplimiento de los fines del Estado, se 
reitera la existencia de una especial relación de sujeción del servidor público 
en la Sentencia C-252/03, M.P. Jaime Córdoba Triviño:   
 
“ …….. el fundamento de la imputación disciplinaria está 
determinado por la infracción de los deberes funcionales del 
servidor público o del particular que desempeña funciones 
públicas pues sólo tal concepción del ilícito disciplinario resulta 
consecuente con los límites que el constituyente configuró para la 
cláusula general de libertad consagrada en el artículo 16 de la 
Carta y con las particularidades que la facultad sancionadora del 




“………Nótese cómo la realización integral de la persona humana 
mediante la garantía de efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en el Texto Superior, hace parte 
fundamental del compendio de fines de la actuación estatal, 
situación esta compatible con la concepción del respeto por la 
dignidad humana como uno de los fundamentos del Estado social 




“……..En ese marco, las autoridades de la República, a través de 
las cuales actúa el Estado como personificación jurídica de la 
nación, están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes y demás 
derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares.  Esta 
orientación finalística de las autoridades de la República 
determina el fundamento de su responsabilidad y de allí que, de 
acuerdo con el artículo 6° Superior, ellas responda n por infringir la 
Constitución y la ley y por omisión o extralimitación en el ejercicio 
de sus funciones.  Esto es entendible:  La atribución de función 
pública genera un vínculo de sujeción entre el servidor público y el 
Estado y ese vínculo determina no sólo el ámbito de maniobra de 
las autoridades con miras a la realización de los fines estatales, 
sino que también precisa el correlativo espacio de su 
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responsabilidad, independientemente de la especificidad que en 
cada caso pueda asumir la potestad sancionadora del Estado”. 
 
 
Se reitera el nexo de especial sujeción en la Sentencia C-014/04, M.P. Jaime 
Córdoba Triviño:   
 
“Mientras la imputación penal parte de la vulneración de bienes 
jurídicos relacionados con derechos de terceros, la imputación 
disciplinaria desvalora la vulneración de los deberes funcionales a 




“…. la Corte no puede desconocer que existen algunos supuestos 
en los que la infracción del deber funcional del servidor público 
comporta tal grado de lesividad, que ella guarda una relación 
inescindible y directa con la violación del derecho internacional de 
los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario……..  
 
“…. estas faltas disciplinarias, si bien plantean la infracción del 
deber funcional que vincula al servidor público con el Estado, se 
caracterizan por un contenido de injusticia tan marcado que, 
aparte de contrariar ese nexo especial de sujeción, afectan 
también derechos fundamentales del ser humano.   
 
Faltas disciplinarias como el genocidio, la desaparición forzada, la 
tortura, el desplazamiento forzado o las violaciones al derecho 
internacional humanitario, por ejemplo, no sólo plantean el 
quebrantamiento del deber especial de sujeción que vincula al 
sujeto disciplinable con el Estado, sino que, además, involucran la 
afectación del derecho internacional de los derechos humanos y 
del derecho internacional humanitario como supuestos mínimos 





En recientes pronunciamientos del alto tribunal constitucional colombiano se 
reitera el fundamento dogmático de la especial relación de sujeción sobre el 
cual se ha construido el Derecho disciplinario aplicable al servidor público.36 
 
                                                           
36
 Sentencia T-161 de marzo 16 de 2009. M. P.: Mauricio González Cuervo: 
 
“… la acción disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación que existe entre el 
funcionario y la Administración en el ámbito de la función pública y se origina en el 
incumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o extralimitación en el ejercicio de 
las funciones, la violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, etc., y su finalidad es 
la de garantizar el buen funcionamiento, moralidad y prestigio del organismo público respectivo”. 
 
En similar sentido se pronunció en la Sentencia C-763 de 29 de octubre de 2009 M.P. Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub: 
 
“ …. el derecho disciplinario se configura como el mecanismo para hacer efectivo este sistema de 
control de los servidores públicos, que se traduce en una de las potestades sancionatorias del 
Estado36. Así, como bien lo ha señalado la jurisprudencia constitucional el Estado puede ejercer el 
ius puniendi por medio de distintas modalidades jurídicas, entre las cuales se cuenta el derecho 
disciplinario36: “enderezado a regular el comportamiento disciplinario de su personal, fijando los 
deberes y obligaciones de quienes lo integran, las faltas, las sanciones correspondientes y los 
procedimientos para aplicarlas”. 
 
Recientemente, en Sentencia C-242 de abril 7 de 2010, con ponencia del Dr. Mauricio González 
Cuervo expresó: 
 
“El derecho disciplinario regula el ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado, esto es, “la 
facultad que hace parte del poder sancionador del Estado, en virtud de la cual aquél está 
legitimado para tipificar las faltas disciplinarias en que pueden incurrir los servidores públicos y 
los particulares que cumplen funciones públicas y las sanciones correspondientes. La potestad 
disciplinaria ha de ejercerse con atención a los principios de la función administrativa y del 
servicio público, como a los fines esenciales del Estado: en efecto, la jurisprudencia constitucional 
ha recordado, desde una óptica administrativa, que el derecho disciplinario “se manifiesta en la 
potestad de los entes públicos de imponer sanciones a sus propios funcionarios, con el propósito 
de preservar los principios que guían la función administrativa señalados en el artículo 209 
constitucional (moralidad, eficiencia, celeridad, igualdad, economía, imparcialidad y publicidad); 
así mismo, ha indicado la Corte que “una indagación por los fundamentos de la imputación 
disciplinaria remite a los fines del Estado, de modo que la orientación finalística del ejercicio del 
poder fija los cimientos en que se apoya la responsabilidad de los servidores públicos. En suma, el 
sustento de la imputación disciplinaria radica en la necesidad de hacer efectivos tanto los 
principios de la función administrativa como los fines estatales a que apuntan aquellos, los cuales, 




1.4 EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, LA RESERVA LEGAL Y LAS 
RELACIONES ESPECIALES DE SUJECIÓN EN EL CAMPO DEL 
DERECHO PRIVADO 
 
1.4.1 Principio de Legalidad. Se ha entendido el principio de legalidad 
como el sometimiento de la administración, de sus actos y decisiones a las 
normas superiores; constituyéndose en una limitación a la actividad de la 
administración, la que se debe regir por los lineamientos que le expresa la 
Ley. Entonces, se presume que los actos administrativos son expedidos para 
propender por el buen servicio público y que están conformes con las normas 
superiores. 
 
En Colombia, traduce la garantía del debido proceso, prevista por el inciso 
segundo del artículo 29 superior, según el cual nadie puede ser juzgado sino 
conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa.37 
 
Los particulares, y de manera especial los servidores públicos, se encuentran 
sometidos al principio de legalidad propio del Estado de Derecho, en donde 
las conductas sancionables están previa y claramente definidas por el 
legislador, impidiendo el comportamiento arbitrario, máxime cuando se trata 
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 FORERO SALCEDO, José Rory. Estado Constitucional, Potestad Disciplinaria y Relaciones 
Especiales de Sujeción. Procuraduría General de la Nación. Instituto de Estudios del Ministerio 
Público. Pág. 112. 
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del ejercicio de un cargo público en el cual sus funciones han de estar 
detalladas en la ley (art. 122 CN).38 
 
Respecto de este principio fundamental, el máximo tribunal constitucional 
colombiano, en sentencia C-124 de 2003 (reiterada en sentencia T-1102/05), 
sostuvo que de conformidad con lo previsto en el artículo 29 de la 
Constitución Política, “nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa (...)”.39 
 
Esta disposición consagra el principio de legalidad en materia sancionatoria, 
expresado en la doctrina jurídica con el aforismo latino “nullum crimen nulla 
poena sine lege”, que constituye parte integrante del principio del debido 
proceso y en virtud del cual tanto las conductas ilícitas como las sanciones 
correspondientes deben estar determinadas en ley anterior a la ocurrencia de 
los hechos respectivos. 
 
En relación con la aplicación de este principio tanto en materia penal como 
en materia disciplinaria, la Corte ha expuesto: 
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 Procuraduría General de la Nación. Instituto de Estudios del Ministerio Público. LECCIONES DE 
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“Esta Corporación ha afirmado que el principio de legalidad, como 
salvaguarda de la seguridad jurídica de los ciudadanos, hace 
parte de las garantías del debido proceso, pues permite conocer 
previamente las conductas prohibidas y las penas aplicables, 
tanto en materia penal como disciplinaria. Este principio además 
protege la libertad individual, controla la arbitrariedad judicial y 
administrativa y asegura la igualdad de todas las personas ante el 
poder punitivo y sancionatorio del Estado. Por eso es común que 
los tratados de derechos humanos y nuestra Constitución lo 
incorporen expresamente cuando establecen que nadie puede ser 
juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa (artículo 29). Esta Corte también ha señalado que el 
debido proceso comprende el principio constitucional de la 
legalidad de la conducta sancionada y de la pena a imponer.”40  
 
 
No obstante, existe una diferencia importante en la aplicación del principio de 
legalidad respecto de la determinación de las conductas en los tipos legales 
del ordenamiento penal, por un lado, y en los del ordenamiento disciplinario, 
por el otro, que ha señalado la jurisprudencia de esta corporación, así: 
 
“Con base en lo anterior, es de anotar como peculiaridad propia 
del derecho disciplinario, la posibilidad de que las conductas 
constitutivas de faltas disciplinarias se encuadren en la forma de 
tipos abiertos. A diferencia de la materia penal, en donde la 
descripción de los hechos punibles es detallada, en la disciplinaria 
el fallador cuenta con un mayor margen de valoración e 
individualización de las faltas sancionables por la diversidad de 
comportamientos que pugnan contra los propósitos de la función 
pública y del régimen disciplinario…”41 
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1.4.2 Reserva Legal. La reserva de ley se refiere a la categoría que se exige 
que tenga una norma para que comprenda determinada materia, que para 
nuestro caso es la limitación de los derechos y libertades42 de un individuo. 
 
El principio de reserva legal se desprende de las preceptivas contenidas en 
el artículo 124 constitucional, que establece: “La ley determinará la 
responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva”.  
 
En la concepción actual, no es lo mismo el principio de legalidad que la 
reserva de ley. El principio de legalidad se define como la programación de la 
actividad y de la organización administrativa como también de la habilitación 
para las actuaciones internas o externas que de ella se prediquen. Por su 
parte, la reserva de ley debe entenderse como aquella garantía conforme a 
la cual en determinadas materias expresamente señaladas por la 
Constitución, solo el legislador de manera excluyente tiene la competencia 
para su regulación.43 
 
Una de las principales actividades de la administración pública es el ejercicio 
de labores para ejecutar la ley, materializar los alcances de las normas 
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 Ver, entre otras, Sentencias C-570/1997; C-893/2001. 
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 MOLANO LÓPEZ, Mario Roberto. Las Relaciones de Sujeción Especial en el Estado Social. 
Procuraduría General de la Nación. Instituto de Estudios del Ministerio Público. Colección Derecho 
Disciplinario No. 9. Pág. 92. 
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legales, complementar sus contenidos, que es lo que ha justificado la 
existencia de la denominada potestad reglamentaria de la ley.44 
 
Desde el punto de vista de la administración pública es claro que  la potestad 
reglamentaria es intrínseca al ejercicio de la actividad de la Administración, 
sin que ella sea absoluta. La Corte Constitucional ha expresado que esta 
“posibilidad no significa la concesión de una facultad omnímoda al operador 
jurídico, para que en cada situación establezca las hipótesis fácticas del caso 
particular”45. 
 
El legislador puede delegar en la administración la facultad de reglamentar la 
actividad punitiva, siempre que se incluyan los elementos básicos de las 
infracciones y las sanciones, pues, de lo contrario, no se cumpliría con las 
exigencias de la reserva de ley en el marco del Derecho administrativo 
sancionador, ya que el Congreso “en ningún caso puede transferirle o 
delegarle al Gobierno o a cualquier otra autoridad administrativa una facultad 
abierta en esa materia”46, porque con ello se estarían entregando unas 
competencias legislativas que no le son propias a las autoridades 
administrativas47. 
 




 C-530/2003, decisión que afirma: “posibilidad que no significa la concesión de una facultad 
omnímoda al operador jurídico, para que en cada situación establezca las hipótesis fácticas del caso 
particular”. 
46
 Corte Constitucional. Sentencia C-393 del 24 de mayo de 2006. M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
47
 Ver, entre otras, Sentencias C-710/2005; C-853/2005. 
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La potestad sancionadora de la Administración, como ejercicio del poder 
punitivo del Estado, exige reserva legal de las infracciones, de las penas y 
del procedimiento requerido para su actuación, lo que significa que el 
régimen o el rango normativo para estipular estos mecanismos es el de la 
ley, reduciendo por consiguiente el campo de acción del reglamento.48 
 
El ex Procurador General de la Nación, Dr. Edgardo José Maya Villazón, 
afirma que:  
 
“…. la propia Corte Constitucional ha determinado con toda 
claridad que la construcción de las faltas disciplinarias no puede 
sujetarse al arbitrio del intérprete, razón por la cual el principio de 
reserva legal también se ha considerado como componente de la 
garantía del debido proceso disciplinario. En este sentido, ha 
declarado contrario a la Constitución la posibilidad de que las 
prohibiciones se establezcan por vía de reglamento, al afirmar: 
 
“Por eso, si bien la Corte Constitucional ha sostenido que el 
principio de legalidad en el campo del Derecho Disciplinario es 
menos exigente en cuanto al requisito de que la conducta sea 
descrita con precisión en la ley, ha resaltado que otro aspecto de 
este principio, el de reserva de ley, constituye también una 
garantía del debido proceso disciplinario...” 
 
“Del análisis anterior se desprende que las prohibiciones de los 
servidores públicos deben ser estipuladas por el legislador. Ahora 
bien, en lo que respecta a los deberes funcionales, en 
concordancia con los artículos 6º, 122 y 123 de la Constitución, la 
misma ley puede establecer que el funcionario que se extralimite, 
infrinja u omita el ejercicio de sus funciones, aún las detalladas en 
el reglamento, incurre en una falta disciplinaria. Cuando el 
legislador emplea esta técnica legislativa, la configuración de la 
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 RIVERO, Jean. Derecho Administrativo. Ed. Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1984, 
págs. 101-102. Penagos, Gustavo. El Acto Administrativo. Edic. Librería del Profesional, Bogotá, 
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falta depende tanto de la ley, que crea la prohibición y remite a 
una norma de menor nivel jerárquico que delimita su contenido, 
como del reglamento, que detalla las funciones del funcionario. 
Empero, como la norma acusada en el presente proceso no es 
una manifestación de esta técnica, sino que permite que el 
reglamento mismo cree la prohibición, la Corte no se detendrá en 
este punto relativo a los deberes funcionales del servidor público y 
a las condiciones en las cuales el desconocimiento de lo 
establecido en el reglamento puede constitucionalmente dar 
origen a responsabilidad disciplinaria.” 
 
La síntesis de tales pronunciamientos posibilita al menos tres 
conclusiones: la primera, el legislador es el único autorizado 
constitucionalmente para determinar las conductas constitutivas 
de faltas disciplinarias; la segunda, el Derecho punitivo y el 
Derecho Disciplinario comparten los fundamentos constitucionales 
que constan como garantías judiciales y principios para que el 
Estado ejerza su potestad sancionadora, y la tercera, las normas 
disciplinarias tienen por lo general el carácter de normas de 
reenvío. Sobre este último punto es meritorio citar el salvamento 
de voto a la sentencia C713 de 2001[6] en la cual se recogen los 
argumentos de las sentencias C-427 de 1994 y C-708 de 1999 en 
los que se precisó el alcance del esquema de conformación de 
tipos en materia disciplinaria señalando que el legislador debe 
señalar el núcleo de la conducta prohibida, es decir, los elementos 
mínimos constitutivos de cada falta y la sanción correspondiente, 




En similar sentido se ha pronunciado el máximo tribunal constitucional 
colombiano, a través de la Sentencia C-181 de 2002.50 




 “Por lo tanto la tipicidad en las infracciones disciplinarias se establece por la lectura sistemática de 
la norma que establece la función, la orden o la prohibición y de aquella otra que de manera genérica 
prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones constituye una infracción 
disciplinaria. Esta forma de definir la tipicidad a través de normas complementarias, es un método 
legislativo que ha sido denominado el de las normas en blanco. Estas consisten en descripciones 
incompletas de las conductas sancionadas, o en disposiciones que no prevén la sanción 
correspondiente, pero que en todo caso pueden ser complementadas por otras normas a las cuales 
remiten las primeras.” La visión que emerge de las consideraciones anteriores es que al elenco de las 
normas disciplinarias tiene un complemento normativo compuesto por disposiciones que contienen 
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El prototipo de una Relación Especial de Sujeción implica una restricción a 
los derechos fundamentales de las personas naturales y jurídicas que se 
sujetan a tales regímenes especiales y, por consiguiente, su estatuto implica 
precisas habilitaciones constitucionales al legislador, como ocurre en 
diversos clausulados de las libertades públicas y algunos derechos en la 
Constitución colombiana.51 
 
Son requisitos indispensables para comprender el alcance de la figura en el 
estado actual del Estado social y democrático de Derecho en cuyo contexto 
toda relación jurídica que afecte a un individuo en sus derechos debe 
enfocarse en los postulados que se predican de la dignidad humana y de los 
derechos fundamentales.52 
 
Las relaciones especiales de sujeción no constituyen en la actualidad fuentes 
de discrecionalidad de la función administrativa del Estado o de sus titulares. 
Suponen siempre un régimen jurídico reglado especial en cuyo marco se 
desarrolla ese contacto entre quien tiene la primacía –normalmente una 
                                                                                                                                                                     
prohibiciones, mandatos y deberes, al cual debe remitirse aquél para imponer las sanciones 
correspondientes. Así, la infracción disciplinaria siempre supone la existencia de un deber cuyo 
olvido, incumplimiento o desconocimiento genera la respuesta represiva del Estado... 
De lo cual se deduce que lo que genera el reproche de la administración al agente estatal o al 
particular que ejerce función pública no es propiamente la voluntad de lesionar los intereses 
protegidos de la función pública sino los comportamientos que impliquen cumplimiento incompleto o 
defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan.” 
51
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autoridad administrativa- y quienes tienen que llevar la carga especial distinta 
a la del resto de ciudadanos que es quien cumple la función pasiva de tal 
sujeción. 53 
 
1.4.3 Relaciones especiales de sujeción en el campo del Derecho 
Privado. Uno de los elementos esenciales para la existencia del contrato de 
trabajo es la subordinación, la cual –al tenor del artículo 23 del Código 
Sustantivo del Trabajo- faculta al empleador para exigirle al trabajador el 
cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto a modo, tiempo 
y cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos internos, sin que afecte el 
honor, la dignidad y los derechos del trabajador.  
 
En relación con el concepto de subordinación, la Corte Constitucional ha 
manifestado: 
 
“La subordinación del trabajador al empleador como elemento 
distintivo y definidor del contrato de trabajo ha sido entendida, 
según la concepción mas aceptable por la doctrina y la 
jurisprudencia, como un poder jurídico permanente de que es 
titular el empleador para dirigir la actividad laboral del trabajador, a 
través de la expedición de órdenes e instrucciones y la imposición 
de reglamentos, en lo relativo a la manera como éste debe 
realizar las funciones y cumplir con las obligaciones que le son 
propias, con miras al cumplimiento de los objetivos de la empresa, 
los cuales son  generalmente económicos.54  
 




 Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-386 del 5 de abril de 2000 (M.P. Antonio Barrera Carbonell). 
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El artículo 106 del Código Sustantivo del Trabajo dispone que el reglamento 
de trabajo puede ser elaborado por el patrono sin intervención ajena, salvo lo 
dispuesto en pacto, convención colectiva, fallo arbitral o acuerdo con sus 
trabajadores; norma que fue declarada exequible por la Corte Constitucional 
“siempre y cuando se entienda que en aquellas disposiciones del reglamento 
de trabajo que afecten directamente a los trabajadores, como son las escalas 
de sanciones y faltas y el procedimiento para formular quejas, debe el 
empleador siempre escuchar a los trabajadores y abrir el escenario propio 
para hacer efectivo su principio de participación”. 55 
 
La Corte Constitucional, en sentencia C-934 de 2004 ha expresado que  
“Dentro del elemento subordinación se destaca, como ya lo ha sostenido la 
jurisprudencia, el poder de dirección en la actividad laboral y la potestad 
disciplinaria que el empleador ejerce sobre sus trabajadores para mantener 
el orden y la disciplina en su empresa. Esa facultad, como es obvio, se 
predica solamente respecto de la actividad laboral y gira en torno a los 
efectos propios de esa relación laboral. Sin embargo, aun en ese ámbito de 
trabajo la subordinación no puede ni debe ser considerada como un poder 
absoluto y arbitrario del empleador frente a los trabajadores”.56 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-934 del 29 de septiembre de 2004. M.P. Jaime Córdoba Triviño 
56
 Ibíd. Corte Constitucional. Sentencia C-934 de 2004.  
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El reglamento ha sido definido como “el conjunto de normas que determinan 
las condiciones a que deben sujetarse el patrono y sus trabajadores en la 
prestación del servicio”57. 
 
El reglamento interno de trabajo, debe ser siempre entendido como un 
complemento practico para la aplicación del contrato individual de trabajo, es 
decir, la manera como deben los trabajadores cumplir con las obligaciones 
de prestar la actividad para la cual han sido vinculados y contratados. 
 
El propósito misional de los reglamentos internos de trabajo es regular los 
derechos adquiridos en virtud de un contrato de trabajo o por disposiciones 
de orden legal, con el fin de que su aplicación sea más ordenada y de mejor 
atención por parte de empleadores y trabajadores. 
 
De lo anterior podemos inferir que la obligatoriedad del reglamento interno de 
trabajo emana siempre del poder que tiene el empleador dentro de los ius 
variandi  (ordenar, dirigir, o distribuir el trabajo),  pero supeditado a la 
aprobación previa de la autoridad administrativa de trabajo  (Ministerio de la 
Protección Social).  Por tanto, antes que un mecanismo o instrumento 
institucional, es ante todo un conjunto de normas reguladoras de las 
situaciones jurídicas que se presentan en toda relación de trabajo y que su 
principal objetivo es evitar cualquier tipo de abusos o arbitrariedades por 
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parte de los empleadores, procurando que siempre el trabajador tenga un 
conocimiento de sus derechos y sus obligaciones. 
 
Nuestro Código del Trabajo, expresamente establece la obligatoriedad de 
tener y exhibir un reglamento interno de trabajo debidamente revisado y 
aprobado por parte del Ministerio de la Protección Social, tal y como 
taxativamente lo prevé el artículo 106 del ordenamiento sustantivo del 
trabajo. 
 
Ahora bien, desde la perspectiva de las relaciones de especial sujeción es 
posible afirmar que éstas se presentan en una relación laboral subordinada, 
máxime cuando el  legislador faculta al  empleador para que a través de los 
reglamentos internos de trabajo establezca limitaciones a ciertos derechos 
de los trabajadores, así  como para  imponerles normas de conducta dentro y 
fuera del sitio de trabajo; normas que de resultar infringidas pueden ser 




2. FUNDAMENTO DOGMÁTICO DEL DERECHO DISCIPLINARIO: LAS 
RELACIONES ESPECIALES DE SUJECIÓN 
 
 
2.1 LA TEORÍA DE LAS RELACIONES ESPECIALES DE SUJECIÓN: UNA 
DEFINICIÓN PRELIMINAR 
 
López Benítez ha definido a las relaciones de sujeción especial como “las 
relaciones jurídico administrativas caracterizadas por una duradera y efectiva 
inserción del administrado en la esfera organizativa de la Administración, a 
resultas de la cual queda sometido a un régimen jurídico peculiar que se 
traduce en un especial tratamiento de la libertad y de los derechos 
fundamentales, así como de sus instituciones de garantía de forma adecuada 
a los fines típicos de cada relación”.58 
 
Esta categoría jurídica fue importada desde Alemania a España en los años 
70 del siglo XX, sirviendo para legitimar los abusos del régimen de Francisco 
Franco, y tuvo su particular aplicación restrictiva respecto de estudiantes y 
funcionarios.59  Este tipo de categoría sirvió para relativizar el principio non 
bis in idem, entendiéndose constitucionalmente admisible la doble sanción 
                                                           
58
 LÓPEZ BENITEZ, Mariano. Naturaleza y Presupuestos Constitucionales de las Relaciones 
Especiales de Sujeción, Civitas, Madrid, 1994, págs. 161-162. 
59
 GARCÍA MACHO, Ricardo. Las Relaciones de Especial Sujeción en la Constitución Española. 
Tecnos, Madrid, 1992, págs. 157 y ss. 
  
52 
penal y administrativa en los casos en que concurre una relación de sujeción 
especial y el fundamento de ambas sanciones no es coincidente.  
  
El Derecho disciplinario en general tiene fundamento en la especial relación 
que existe entre el Estado y los empleados o servidores públicos; relación 
ésta que ha permitido la construcción de la denominada doctrina de las 
relaciones especiales de sujeción, la cual consiste en que existen ciertos 
vínculos estrechos entre una persona y el Estado, que son de naturaleza 
particular distinta al vínculo general de sujeción que se establece con la 
generalidad de la población60. El Derecho disciplinario constituye el ejemplo 
por excelencia de las relaciones de especial sujeción, puesto que cuenta, 
como regla general, con tipos de sujeto activo cualificado. Esta relación 
especial de sujeción tiene lugar, en términos generales, entre el Estado y los 
servidores públicos.  
 
En el caso del Derecho disciplinario no hay un bien jurídico protegido en 
estricto sentido, que tenga que verse afectado con la conducta desplegada 
por el servidor público. Se trata de la infracción de deberes, por cuanto la 
relación especial de sujeción de éstos con el Estado requiere la existencia de 
controles que operan a manera de reglas de conducta, sin que la ilicitud 
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sustancial comprenda el resultado material, pues la falta de éste no impide la 
estructuración de la falta disciplinaria.61  
 
2.2 LA TEORÍA DE LAS RELACIONES ESPECIALES DE SUJECIÓN EN 
LA HISTORIA CONSTITUCIONAL  
 
La teoría de la relación especial de sujeción62 nace dentro de las direcciones 
formalistas-normativistas del positivismo alemán de finales del S. XIX. La 
construcción se debe a Paul Laband y Jellinek, si bien su sistematización 
completa dentro de la teoría de la ciencia administrativa corresponde a Otto 
Mayer.63 
 
Las relaciones especiales de sujeción tuvieron su origen en los inicios del 
constitucionalismo alemán cuando se estableció que las relaciones del 
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Estado con sus funcionarios y con los miembros del ejército, se sujetarían al 
principio monárquico y, por lo tanto, a la discrecionalidad del monarca,  y que 
las relaciones de la sociedad y el Estado se regirían por el principio de 
democracia, en cabeza de los parlamentos64. 
 
Es una institución que hace tránsito de la monarquía absolutista al 
constitucionalismo clásico de la Europa continental, que cumple la función de 
explicar las relaciones del soberano con sus funcionarios y los miembros del 
ejército, especialmente para justificar las determinaciones discrecionales del 
Estado sobre los cuerpos administrativos de lo civil y de lo militar. 
 
Por las anteriores razones, las personas sujetas al Estado con relaciones 
especiales, soportan una carga adicional y superior distinta a las del resto de 
los individuos de la sociedad. 
 
Mientras los sujetos vinculados a una relación de sujeción especial están 
vinculados positivamente a Derecho y, por ende, sujetos a una estrecha 
vinculación con el Estado, quienes están sujetos a una relación de sujeción 
general están vinculados negativamente a Derecho y conforme a ello, 
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pueden disponer libremente de su autonomía teniendo como único límite la 
licitud de sus comportamiento65. 
 
Como características especiales, las relaciones especiales de sujeción 
deben estar inscritas necesariamente en el marco constitucional del país a 
que se refiera, es decir, obligatoriamente deben estar reguladas e inscritas 
en el sistema normativo, sujeto a reserva de ley. No existe relación de 
sujeción especial que no tenga regulación habilitada por la ley y, 
consecuentemente, base constitucional. 
 
Hay que tener en cuenta que la capacidad configurativa de la administración 
pública, respecto a los sujetos pasivos de una relación de sujeción especial 
no constituye funciones autónomas o independientes de la ley. Todo el 
ejercicio de la potestad reglamentaria o de la potestad reguladora de 
determinadas autoridades administrativas, necesariamente se encuentra 
vinculada positivamente al Derecho y necesariamente vinculada a una 
normativa de tipo legal. Así por ejemplo, toda la potestad disciplinaria que se 
predica de los superiores de la administración pública se encuentra inspirada 
en el estatuto legal de derechos y deberes de los servidores del Estado. Lo 
mismo puede predicarse de las competencias normativas que en el 
ordenamiento jurídico se les otorgan a determinados entes reguladores, 
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quienes como autoridades administrativas cumplen su misión reguladora con 
base estrictamente en parámetros legales, siendo, por consiguiente, dicha 
facultad una potestad directamente derivada de la ley. 
 
Las relaciones especiales de sujeción suponen también siempre que uno de 
sus extremos sufre restricciones derivadas del estatuto jurídico particular, 
que lo diferencia de los demás miembros de la sociedad. Las restricciones de 
las relaciones especiales de sujeción implican la limitación de algunos 
derechos fundamentales de las personas naturales o jurídicas que se sujetan 
a tales regímenes, y, por lo tanto, implica habilitaciones constitucionales al 
legislador. 
 
Concluyendo, en la actualidad las relaciones especiales de sujeción se 
presentan en aquellas situaciones en las cuales la ley confiere poder a quien 
tiene la primacía (sujeto activo) para imponer una carga especial a quien está 
bajo su dependencia o subordinación (sujeto pasivo), la cual difiere de la que 
en general tienen que soportar las demás personas. Estas cargas implican 
una cierta limitación a algunos derechos del sujeto pasivo de la relación, 
dentro de unos límites impuestos por los valores y principios constitucionales 




2.3 ORIGEN Y EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE LAS RELACIONES 
ESPECIALES DE SUJECIÓN EN EL DERECHO COMPARADO 
 
La figura jurídica de las relaciones especiales de sujeción, de acuerdo con 
García Macho66, tienen su origen en alguno de los derechos estamentales de 
la edad media, una de las causas de la consolidación del Estado Nacional y 
del Estado Absoluto. 
 
Igualmente, las relaciones especiales de sujeción encuentran su origen en 
las relaciones de vasallaje67 en las que se basaron las relaciones políticas y 
económicas de la época como una manera de explicar la dependencia de los 
individuos de los señores feudales o los príncipes de la época. 
 
La entrega de altas responsabilidades a particulares bajo relaciones de 
vasallaje, fueron con el tiempo la base de la organización burocrática del 
Estado absoluto y la organización militar y que alcanzaron incluso a subsistir 
en los inicios de la formación del Estado constitucional. 
 
Como concepto político,  las relaciones especiales de sujeción nacen en el 
ámbito del poder ejecutivo criado en la estructura de la monarquía 
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constitucional alemana68, como parte de los poderes del monarca, 
configurando la administración del Estado como resultado de la autonomía 
del poder ejecutivo frente al poder legislativo que tuvo más auge en Alemania 
que en otros países. 
 
Hay que tener en cuenta que el problema de las relaciones jurídicas de 
sujeción hace referencia a los poderes autónomos de la administración, 
sobre los funcionarios o sobre los otros cuerpos colectivos con relación de 
dependencia con la administración del Estado. 
 
2.3.1 Francia. En Francia la monarquía constitucional se consolidó con la 
revolución ilustrada en un proceso edificado sobre varios pilares69. 
 
El principio de primacía de la ley abarcaba la totalidad de los ciudadanos, los 
cuales estaban vinculados en una relación de sujeción general sin derivación 
de espacios autónomos a favor de la rama ejecutiva. 
 
La primacía de la ley contemporizaba con los principios de universalidad e 
igualdad, con los que el ciudadano era el modelo de individuo que se 
relacionaba con el Estado sin consideración alguna de su estirpe, en 
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condiciones semejantes frente a la ley, la cual solamente podía afectar sus 
derechos de libertad y propiedad, sobre el entendido que la sociedad era 
autónoma frente al Estado. 
 
En general, Francia con su sometimiento total a la primacía de la ley sobre 
todas las formas y la llamada teoría de los actos políticos70, esto es, aquellos 
no sometidos a control jurisdiccional, coincide con el desarrollo y evolución 
de las relaciones de sujeción especial que posteriormente se promovería en 
Alemania. 
 
2.3.2 Reino Unido. En el Reino Unido los poderes se concentraban en el 
Parlamento con ámbitos de administración a cargo de la Corona71. Sin 
embargo, con la evolución del intervencionismo de Estado y su expansión al 
colonialismo, la Corona y sus agentes de gobierno fueron adquiriendo poco a 
poco una serie de poderes normativos, y mediante regulación normativa 
paulatina, el Parlamento le remitió varias funciones a la Corona cuyo fruto se 
entendía incorporado a las leyes del Parlamento. 
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En pocas palabras, si bien la concepción del sistema anglosajón se basaba 
en la concentración de los poderes en el Parlamento y la carencia de 
autonomía de la Corona, con el correr de los tiempos se gestó la 
administración del Estado que adquirió una serie de poderes que tienen 
mucha similitud con las hoy relaciones especiales de sujeción, pues ni el 
Parlamento tenía poder para derogarlos. 
 
2.3.3 Alemania. Con el Acta de Viena de 1814, el constitucionalismo 
moderno se estructura en torno a dos poderes72: el del Parlamento y el del 
Monarca. Se presenta un alto rechazo a la soberanía popular y límites al 
parlamentarismo, lo que obedece a los lineamientos de la Confederación 
Germánica, es decir, a una división territorial del Estado, y por otra parte, al 
mantenimiento de los poderes legislativos también en cabeza del monarca. 
 
En Alemania siempre fue clara la distinción entre la ley material, como la que 
expide el Parlamento para afectar la libertad y la propiedad,  los procesos de 
la sociedad; y los poderes formales del rey, que son los referidos a la 
organización, la administración civil, tributaria y militar. 
 
Dicho dualismo significó una autonomía recíproca: la del Parlamento, cuyo 
marco de actuación son las relaciones de carácter general con todos los 
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individuos de la sociedad; y la del Monarca, cuya órbita excluyente de acción 
tiene un carácter especial también autónomo para organizar los asuntos del 
Estado internamente, que le permite ser titular de las funciones 
administrativas con potestades de subordinación especial73. 
 
2.4 TEORÍAS PRIMITIVAS DE LAS RELACIONES ESPECIALES DE 
SUJECIÓN 
 
2.4.1 Teoría de la impermeabilidad. La teoría de la impermeabilidad indica 
que “todo lo que se produzca al interior de la organización estatal es 
indiferente a lo jurídico”74. Se trata de comprender que el Estado es una 
persona jurídica, que si bien está integrado por varios órganos, dichos 
órganos cuando actúan no lo hacen a nombre propio sino a nombre de esa 
persona jurídica. 
 
El establecimiento del principio comentado, permitió el surgimiento autónomo 
de normas vinculantes pero no reguladas por el Derecho; formadas de 
estatutos especiales, sobre todo los que se hallaban subordinados al Estado 
por formar parte de su andamiaje interno. 
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Se entendía que todo aquello que no afectara la libertad y la propiedad, 
como lo era lo que se derivaba de relaciones internas propias del ámbito 
doméstico o técnico de la administración,  no era objeto de la ley material 
pues configuraba una típica reserva de administración. 
 
2.4.2 Teoría en el contexto del Estado Liberal Clásico. La teoría de las 
relaciones especiales de sujeción especial implicó desde sus orígenes 
potestades del poder ejecutivo no regidas por el Derecho. 
 
Según Gómez Pavajeau75, algunas hipótesis que sirvieron para justificar la 
no vinculación al Derecho del poder administrativo, fueron: 
 
En primer lugar, la teoría de la personalidad jurídica del Estado, en el sentido 
de que al interior de este no pueden surgir relaciones jurídicas sino reglas de 
conducta y deberes de obediencia. 
 
En segundo lugar, las relaciones del servicio derivadas de una relación de 
poder del funcionario con la administración, como especie de encomienda o 
vasallaje que a diferencia del vasallaje medieval se regía y se explicaba por 
los poderes reconocidos al monarca y a su administración por la 
Constitución. 
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En aplicación de la teoría del poder residual, que con el arribo del Estado 
absoluto se situó en el ejecutivo, se decía que éste tendía a concentrar todos 
los poderes, que del ejecutivo “salieron las costillas de Adán”76 para la 
formación de la legislación y que, en ese orden de ideas, todo aquello que no 
estuviera atribuido a otro órgano por la naturaleza de las cosas, le permitía al 
ejecutivo administrar lo interno como propio sin ningún tipo de control ni de 
garantías, por la competencia organizatoria, por la voluntariedad o por la 
obligatoriedad, según el criterio de vinculación al Estado. 
 
Otro ámbito para explicar las relaciones especiales de sujeción son las 
actividades técnicas de la administración. En este lo que interesaba eran los 
intereses de la administración, que a su vez justificaban la restricción de los 
derechos y la disminución de las garantías a lo mínimo suficiente. 
 
Finalmente, una manera más de explicar la naturaleza de las relaciones 
especiales de sujeción, hace referencia a la dependencia acentuada que se 
establece en cabeza de una persona a favor de un determinado fin del 
Estado, en este caso un fin de la administración, y que le obliga a su 
incorporación interna al Estado77. 
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Se ha utilizado el criterio organizativo para explicar que las relaciones 
especiales de sujeción comportan la obligatoria incorporación material del 
individuo a la estructura de la administración, de forma que haga de ella su 
forma de vida. Incorporación generada en una relación de autoridad y de 
virtud de un poder especial, en este caso, el poder autónomo del que gozaba 
aquélla respecto de la ley sin obligaciones a cargo del Estado pero con 
obligaciones de obediencia predeterminadas78. 
 
2.5 LAS RELACIONES ESPECIALES DE SUJECIÓN EN EL ESTADO 
SOCIAL DE DERECHO 
 
El Estado Social de Derecho nace como una reacción a los desequilibrios del 
capitalismo industrial de finales del siglo XIX y como necesidad de integrar a 
los sectores marginados al desarrollo y a la participación política. 
 
En el siglo XX se dotó al Estado de herramientas para orientar a la economía 
hacia el logro de los fines sociales y con eso generar bienestar general y 
justicia social. 
 
La naturaleza social del Estado es un desarrollo posterior de dicha 
orientación que se materializa en la transformación del esbozo jurídico-
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político abstencionista79 del Estado Liberal hasta convertirse en un modelo 
de organización política garante de los derechos sociales, económicos y 
culturales, sobre el eje de la igualdad. De manera, que el Estado Social de 
Derecho se materializa en la prestación de los servicios y en la satisfacción 
de las necesidades básicas insatisfechas. 
 
Se caracteriza por su carácter regulativo del proceso económico con fines 
redistributivos, porque busca limitar la concentración del dinero en pocos y 
suprimir la pobreza. Se preocupa por la interacción con los gobernados, y 
garantiza las condiciones de igualdad real y efectiva, neutralizando los 
poderes privados mediante la libertad de asociación, creación de sindicatos, 
partidos políticos, desarrollo de los principios de pluralismo y solidaridad, 
vinculando minorías y grupos importantes de personas a las decisiones 
prestacionales del Estado. 
 
La función administrativa en el Estado Social de Derecho está orientada a la 
consecución del interés público. Lo propio se busca en el respeto de los 
derechos sociales, económicos y culturales, así como en la orientación del 
gasto público. 
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En la época antigua las políticas intervencionistas desde el punto de vista 
causal o instrumentista eran inoperantes80. En la actualidad, el Estado Social 
de Derecho que se muestra esencialmente administrativo, con sustento en la 
igualdad real y efectiva de los ciudadanos, debe estar dirigido hacia modelos 
coherentes y con vocación de permanencia fundados en los preceptos 
constitucionales. Lo anterior, en obediencia de los principios democráticos y 
de legalidad. 
 
El Estado Social de Derecho de hoy exige que se amparen la totalidad de los 
riesgos sociales. El concepto de orden público inspirado en los elementos de 
seguridad, salubridad, moralidad y ornato, y en la concepción individualista 
de los derechos del Estado liberal clásico, en la era moderna requiere un 
concepto de seguridad de naturaleza social, seguridad social, etc. 
 
El Estado Social de Derecho debe velar por el aseguramiento de la 
satisfacción de las necesidades básicas insatisfechas, que tengan el carácter 
de servicio público esencial; la promoción de soluciones para la satisfacción 
de necesidades secundarias en las que la regulación estatal y la 
participación de las empresas resultan imprescindibles. 
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Debe contar con una previsión y reacción de peligros individuales y 
colectivos dentro de la complejidad social, entre otros, la defensa del medio 
ambiente, el uso del espacio público y privado, etc. 
 
Finalmente, debe haber un establecimiento y control de las obligaciones 
básicas a cargo de los administrados que es como administrar los deberes 
constitucionales de los ciudadanos. 
 
Con el Estado Social de Derecho, la autonomía absoluta entre el Estado y la 
sociedad desaparece porque se hace latente la interacción entre el colectivo 
social y las funciones del poder público debido a la asunción de funciones 
públicas por parte de instituciones de origen privado, y el intervencionismo 
acentuado del Estado en la iniciativa individual en función de la prestación 
del servicio público. 
 
En el Estado Social de Derecho la concepción del Estado policía, que 
únicamente intervenía para hacer respetar las libertades públicas, es 
sustituida por una más centrada por la acción positiva y la búsqueda de 
resultados materiales81. 
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De manera que según Gómez Pavajeau82,  la facultad legal exclusiva de la 
administración para restringir los derechos que normalmente se afectaban 
por las relaciones de sujeción especial en el Estado Social de Derecho 
fueron decididamente abandonados. 
 
El Estado Social de Derecho respeta absolutamente la Constitución y dentro 
de ella el valor normativo de los derechos fundamentales. En ese punto, el 
Estado Social de Derecho se encuentra frente a una relación de sujeción 
general en la que la administración se somete a Derecho. 
 
El sometimiento de la administración a Derecho no solamente implica 
sometimiento a la ley, sino también sometimiento del ordenamiento jurídico 
de las diferentes categorías de la ley y las propias disposiciones 
reglamentarias de la ley. 
 
El sometimiento de la administración al Derecho significa la sujeción del 
Estado, de todas las actuaciones y organizaciones de la administración 
pública a la ley, sin que nada mediata o inmediatamente supere este límite. 
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En el modelo anterior al Estado Social de Derecho se diferencia entre las 
relaciones de pretensión, es decir, las intersubjetivas, y por otra parte, las 
relaciones de poder, que son interorgánicas. 
 
Con el tiempo se acudió al fenómeno de la voluntariedad del sujeto 
subordinado83, para desde ahí justificar la ausencia del principio de legalidad 
no entre personas jurídicas, sino entre la persona jurídica del Estado84. 
 
En el Estado Social de Derecho es evidente que al no quedar espacio 
jurídico vacío para la administración, la voluntariedad de las personas 
naturales no puede legitimar la restricción o anulación del ejercicio de los 
derechos fundamentales. 
 
Retomando a Gómez Pavajeau85, en la actualidad la expresión relaciones de 
sujeción especial, corresponde más a un descriptor que a un concepto. 
 
Las relaciones de sujeción especial siempre están vinculadas a un servicio a 
cargo del Estado o relacionadas a actividades exclusivamente a cargo del 
Estado. 
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Las relaciones de sujeción especial pueden entenderse también como 
potestades administrativas, porque hacen referencia al espacio restringido 
por la desigualdad entre el titular del poder y las personas sometidas. Y 
como potestades administrativas son el conducto de lo que hace la 
administración como autoridad86. 
 
La administración ejerce funciones de autoridad y presta por ejemplo 
servicios públicos en igualdad con los particulares que venden o compran 
servicios industriales, comerciales, etc., sin embargo, es importante entender 
que las potestades administrativas se ejercen cuando de lo que se trata es 
del ejercicio de la función administrativa del Estado, cuando se ejerce 
propiamente el poder público. 
 
Esas potestades administrativas suponen la desigualdad que surge de la 
capacidad de la imposición unilateral de reglas de conducta, que a su vez 
genera normas de obediencia87. 
 
Las relaciones de sujeción especial en síntesis, son las manifestaciones del 
ejercicio natural de las potestades administrativas, las cuales no 
necesariamente se agotan en el ámbito interno de la administración88. 
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En la antigüedad las relaciones de sujeción especial, implicaban una 
exclusión total de los derechos de quienes estaban al servicio del Estado, 
pero en la actualidad dentro del Estado Social del Derecho, la desigualdad 
del status de las relaciones de sujeción especial es relativa. 
 
Las relaciones de sujeción especial se caracterizan en el Estado Social de 
Derecho, por la regulación de normas de conducta y deberes funcionales, 
pero con cobertura legal, es decir, el ejercicio de sus potestades mediante 
apoderamientos generales y con poderes específicos de control o dirección. 
Se observan como manifestaciones del principio de reserva legal pero con 
poder de reglamentación, como cabezas de las autoridades administrativas y 
de las relaciones de control. 
 
Dentro del Estado Social de Derecho colombiano, cuya tendencia 
contemporánea es devenir en un Estado constitucional, el valor máximo es la 
dignidad humana, el cual se traduce en el respeto a los principios, valores y 
derechos  constitucionales, y se impone no solo a todas las ramas y órganos 
del poder público sino, también, a los asociados. 
 
La potestad sancionadora disciplinaria a través de la cual el Estado busca 
preservar la ética y la moralidad con que el servidor público debe asumir sus 
responsabilidades, el legislador puede hacerla extensiva a aquellas personas 
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de Derecho privado que, en virtud de la descentralización por colaboración, 
presten un servicio público, como es el caso de la educación. 
 
La educación, coetáneamente, ostenta la categoría de derecho constitucional 
fundamental, y se encuentra íntimamente ligada con el principio y derecho a 
la autonomía universitaria, en cuyo desarrollo legal  las instituciones que  lo 
presten, sin importar su naturaleza jurídica –personas de Derecho público o 
de Derecho privado- están habilitadas para regular las conductas de quienes 
integran la comunidad académico-administrativa; generándose así unas  
relaciones de especial sujeción de carácter disciplinario, que se constituyen 
en el fundamento dogmático sobre el cual se construye el siguiente capítulo, 
en el que abordaremos la relación existente entre el Derecho disciplinario y la 
autonomía universitaria, así como los límites que a esta interrelación 
imponen los preceptos fundamentales del Estado Social de Derecho 









3.1  AUTONOMÍA UNIVERSITARIA EN LA CONSTITUCIÓN DE 1991 Y EN 
LA LEY 30 DE 1992 
 
La Autonomía Universitaria es la facultad que tienen las instituciones de 
educación superior para desarrollar libremente la enseñanza, la investigación 
y demás funciones de la educación superior sin interferencias del poder 
público89, y se concreta en la libertad académica, administrativa y económica. 
Sin embargo, tal garantía se ha entendido como la imposibilidad del Estado 
de intervenir en los asuntos de las instituciones de educación superior. 
 
El artículo 69 de la Constitución Política dispuso la garantía de la autonomía 
universitaria y estableció que las universidades podrán darse sus directivas y 
establecer sus propios estatutos de acuerdo con la ley. 90 
 
La Ley 30 de 1992 (por la cual se organiza el servicio público de educación 
superior) definió los términos de dicha autonomía para las universidades en 
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el artículo 28 y determinó los aspectos que ésta incluye para las instituciones 
universitarias, escuelas tecnológicas y las instituciones técnicas 
profesionales del artículo 29. Aunque en ese artículo no se les otorgó 
autonomía universitaria a las instituciones técnicas, según Pacheco Arrieta91, 
se les ha dado por analogía. 
 
El artículo 28 de la Ley 30 de 1992 establece que la autonomía de las 
universidades comprende darse y modificar sus estatutos; designar 
autoridades académicas y administrativas; crear, organizar y desarrollar 
programas académicos, docentes, científicas y culturales; otorgar títulos 
correspondiente, seleccionar a sus profesores; admitir a sus alumnos y 
adoptar sus correspondientes regímenes, y establecer, arbitrar y aplicar sus 
recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función 
institucional. 
 
El artículo 29 de la Ley 30 de 1992 instituyó que la autonomía de las 
instituciones de educación superior, escuelas tecnológicas y las instituciones 
técnicas profesionales, estarán determinadas por su campo de acción y se 
materializa en los siguientes siete aspectos: 1. Darse y modificar sus 
estatutos; 2. Designar sus autoridades académicas y administrativas; 3. 
Crear y desarrollar sus programas académicos, lo mismo que la expedición 
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de los títulos correspondientes; 4. Definir y organizar sus labores formativas, 
académicas, docentes, científicas, culturales y de extensión; 5. Seleccionar y 
vincular a sus docentes, lo mismo que a sus alumnos; 6. Aplicar el régimen 
de alumnos y docentes; y, 7. Arbitrar y aplicar sus recursos para el 
cumplimiento de su misión social y de su función institucional. 
 
La autonomía universitaria es un derecho limitado y complejo92. Limitado 
porque se garantiza para un adecuado funcionamiento institucional, pero 
debe ser compatible con los derechos y garantías de otras instituciones que 
persiguen fines sociales. Y es Complejo, porque involucra los derechos de 
otras personas, como la libertad de cátedra y la participación, que deben ser 
respetados en las actividades universitarias93. 
 
La Corte Constitucional ha dicho que la autonomía universitaria no es 
absoluta porque está sujeta al Ministerio de Educación, en cuanto a la 
observancia de políticas públicas, la planeación del sector educativo y la 
inspección y vigilancia en materia educativa94. 
 
En el mismo sentido, nuestro máximo tribunal constitucional enunció los 
límites que le impone el orden constitucional a la autonomía universitaria: la 
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inspección y vigilancia por parte del Presidente de la República; la prestación 
del servicio público exige el cumplimiento estricto de la ley; así como el 
respeto y materialización de los derechos fundamentales95.  
 
Así mismo se ha dicho que las universidades deben cumplir su misión a 
través de acciones que reflejen una ética de la responsabilidad. Es decir, una 
autonomía que encuentre legitimación y respaldo en la sociedad en la que la 
universidad materializa sus objetivos en el Estado que provee de recursos y 
en la sociedad civil que espera fortalecerse a través de ella. 
 
3.2 EVOLUCIÓN JURISPRUDENCIAL DEL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA 
UNIVERSITARIA 
 
En palabras del máximo intérprete de la Carta Política colombiana96, el 
artículo 69 consagra en forma expresa el principio universal de la Autonomía 
Universitaria, el cual se interpreta como una garantía institucional que busca 
legitimar la capacidad de autorregulación y autogestión de las instituciones 
oficiales y privadas a quienes se les ha encargado la prestación del servicio 
público de educación superior. 
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Desde el punto de vista de la teoría política del Estado, la incorporación de 
ese principio en el orden jurídico interno, representa una clara manifestación 
de la orientación democrática y humanista que rige los destinos de la nación 
colombiana, la cual, al definirse como un Estado Social de Derecho, 
democrático, participativo y pluralista (C.P. art. 1°), está llamada a hacer 
posible, también en las áreas de la educación y la cultura, el desarrollo 
integral del ser humano dentro de un clima de total independencia y de 
libertad de pensamiento, enseñanza y aprendizaje. 
 
El tribunal constitucional colombiano al referirse a dicho principio, ha 
destacado que su aplicación para los centros educativos universitarios se 
justifica ante la necesidad de garantizar la libertad de cátedra y de 
investigación, evitando que el acceso a la formación académica e ideológica 
de los educandos pueda verse limitado o influido indebidamente por los 
órganos políticos del Estado en quienes reposa el ejercicio del poder 
público.97  
 
De esta manera, bajo la actual Constitución Política las universidades gozan 
de un alto grado de libertad jurídica y capacidad de decisión que, desde una 
perspectiva netamente académica, les permite a tales instituciones asegurar 
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para la sociedad y para los individuos que la integran un espacio libre e 
independiente en las áreas del conocimiento, la investigación científica, la 
tecnología y la creatividad; espacio que estaría delimitado tan sólo por el 
respeto a los principios de equidad, justicia y pluralismo98.  
 
Así, teniendo en cuenta la filosofía jurídica que ampara el principio de 
autonomía universitaria, la cabeza de la jurisdicción constitucional 
colombiana ha definido su alcance y contenido a partir de dos grandes 
campos de acción que facilitan la realización material de sus objetivos 
pedagógicos: (1) la autorregulación filosófica, que opera dentro del marco de 
libertad de pensamiento y pluralismo ideológico previamente adoptado por la 
institución para transmitir el conocimiento, y, (2) la autodeterminación 
administrativa, orientada básicamente a regular lo relacionado con la 
organización interna de los centros educativos.  
 
A partir de tales supuestos, es posible afirmar, como ya lo ha hecho la Corte, 
que el derecho de acción de las universidades se concretan en la posibilidad 
de: (i) darse y modificar sus estatutos; (ii) establecer los mecanismos que 
faciliten la elección, designación y períodos de sus directivos y 
administradores (iii) desarrollar sus planes de estudio y sus programas 
académicos, formativos, docentes, científicos y culturales; (iii)   seleccionar a 
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sus profesores y admitir a sus alumnos; (iv) asumir la elaboración y 
aprobación de sus presupuestos y (v) administrar sus propios bienes y 
recursos. 
 
La autonomía universitaria, dirigida a preservar los centros educativos de 
enseñanza superior de la interferencia indebida del poder político, tiene 
entonces un carácter pleno, más no absoluto, que los habilita para 
autoregularse dentro del ámbito propio de sus funciones y en el marco de las 
limitaciones que la propia Constitución y la ley le señalen.99  
 
Como lo ha venido sosteniendo el tribunal constitucional colombiano, 
“cualquier entidad pública (o privada) por el simple hecho de pertenecer a un 
Estado de Derecho, se encuentra sujeta a límites y restricciones 
determinados por la Constitución y la ley”100. 
 
Sobre este particular, es de importancia destacar, atendiendo a la 
interpretación sistemática de las preceptivas superiores que regulan la 
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materia101, que el ejercicio de la autonomía universitaria encuentra límites y 
restricciones en aspectos concretos que se relacionan con: la facultad 
reconocida al Estado para regular y ejercer la suprema inspección y 
vigilancia de la educación (C.P. art. 67); la competencia atribuida al legislador 
para expedir las disposiciones generales con arreglo a las cuales las 
universidades pueden darse sus directivas y regirse por sus propios 
estatutos (C.P. art. 69); la facultad de configuración legislativa para expedir 
las leyes que regirán la prestación efectiva de los servicios públicos (C.P. art. 
150-23); y, el respeto por el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales 
(C.P. arts. 11 y sig.).  
 
En materia de universidades públicas, a quienes la Ley 30 de 1992 les 
ordena “organizarse como entes universitarios autónomos”, la Corte 
Constitucional, aplicando el mandato contenido en el artículo 113 Superior, 
las ha definido como órganos del Estado, autónomos e independientes, que 
por razón de su naturaleza jurídica y de las funciones que le han sido 
encomendadas, no pueden integrarse o agregarse a ninguna de las ramas 
del poder público.  
 
Sobre los límites al principio de autonomía, resulta del mayor interés citar 
algunos pronunciamientos en los que la Corte Constitucional ha sostenido: 
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“Es claro entonces, que respecto de las universidades, tanto de 
las públicas como de las privadas, la norma constitucional no 
establece ninguna diferencia, la regla general aplicable con 
fundamento en el artículo 69 de la C.P. es la de reconocer y 
respetar la libertad de acción de las mismas; no obstante, esa 
libertad de acción no puede extenderse al punto de propiciar una 
universidad ajena y aislada de la sociedad de la que hace parte y, 
en el caso de las públicas, emancipada por completo del Estado 
que las provee de recursos y patrimonio.” (Sentencia C-220/97, 
M.P. Fabio Morón Díaz) 
 
 
En el mismo sentido, reiteró: 
 
“Ahora bien, por regla general la universidad se rige por el 
principio de plena capacidad de decisión, lo cual implica un grado 
importante de acción libre de injerencia legislativa y judicial, 
necesaria para desarrollar un contenido académico que asegure 
un espacio independiente del conocimiento, la capacidad creativa 
y la investigación científica. Sin embargo, ello no significa que esa 
prerrogativa es ilimitada, ni que el legislador está impedido para 
configurar la autonomía, ni que le está vedado a la jurisdicción la 
salvaguarda de la ley y de la Constitución.” (Sentencia T-310/99, 
M.P. Alejandro Martínez Caballero) 
 
 
Atendiendo al hecho de que la autonomía universitaria no es una 
prerrogativa absoluta, y que la misma está circunscrita -en cuanto a su 
desarrollo y aplicación- al ámbito de las funciones pedagógicas atribuidas a 
las entidades de educación superior y a los límites establecidos por la 
Constitución Política y la ley, es menester precisar si a dichas instituciones 




3.3 POTESTADES DISCIPLINARIAS DE LAS INSTITUCIONES DE 
EDUCACIÓN SUPERIOR 
 
La Ley 200 de 1995, y luego la Ley 734 de 2002 en su artículo 2º defirió a 
“las oficinas de control disciplinario interno y a los funcionarios con potestad 
disciplinaria de las ramas, órganos y entidades del Estado, conocer de los 
asuntos disciplinarios contra los servidores públicos de sus dependencias”; 
excluyendo en su inciso segundo a los funcionarios judiciales, toda vez que 
“el titular de la acción disciplinaria en los eventos de los funcionarios 
judiciales, es la jurisdicción disciplinaria”.  
 
Estas dependencias fueron creadas por el legislador con el objeto de 
adelantar el control preventivo y sancionador disciplinario en única o primera 
instancia, cuando los servidores públicos o los particulares con función 
pública, quebranten el ordenamiento jurídico, ético, profesional o conductual. 
En tal virtud, la universidad estatal tuvo que adecuar su estructura 
administrativa a dichos requerimientos legales mediante Acuerdos de los 
Consejos Superiores. Hoy, la Universidad Estatal cuenta no sólo con Oficinas 
de Control Interno Disciplinario sino con Oficinas de Control Interno 
Institucional o de Gestión, por así ordenarlo el artículo 269 constitucional y la 
Ley 87 de 1993.102  
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En el texto virtual “La Universidad Colombiana como Entidad Jurídica 
Autónoma de Educación Superior”103, se expresa que: 
 
El Control Interno de las entidades estatales, con miras al mejor y 
más efectivo cumplimiento de los fines del Estado en sus 
diferentes manifestaciones, es una institución jurídica 
constitucional creada en el artículo 209 superior. Sin embargo, 
hay que distinguir el control interno disciplinario del control interno 
institucional o de gestión financiera, creado constitucionalmente al 
amparo del artículo 269 ibídem. Aunque uno y otro cumplen una 
función moralizadora del servicio público, tanto a las personas 
jurídicas estatales como a las personas naturales que las 
representan o a quienes se hallen vinculadas a éstas; la función 
moralizadora en la prestación del servicio público, cuando es 
ejercida por el control interno de gestión, se refiere a materias 
eminentemente económicas, financieras y tributarias y realizadas 
al interior de la entidad por personal cualificado e independiente 
de cualquier injerencia administrativa de quienes son vigilados o 
controlados. En cambio, la función moralizadora de la prestación 
del servicio público, cuando es ejercida por el control interno 
disciplinario, se refiere a la ética y comportamiento funcionarial, a 
la visión y manejo de la función pública conforme al ordenamiento 
jurídico vigente y el manual de funciones de cada entidad estatal y 
a la pedagogía preventiva y en su caso sancionadora por la 
vulneración o quebrantamiento de los derechos, deberes y 
obligaciones de las personas, sean éstos servidores públicos o 
particulares con función pública. Esta distinción normativa 
constitucional también la tiene muy claro la jurisprudencia 
colombiana104.  
 
Las Oficinas o Unidades de Control Interno disciplinario, cuyo 
origen próximo legal se encuentra en la ley 734 de 2002, se 
crearon en todas las entidades estatales de cualquier nivel 
administrativo, excepto en el poder judicial. Hoy por hoy, hacen 
parte de la estructura administrativa de las universidades 
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estatales ejerciendo funciones de prevención y sanción 
disciplinaria contra todos los miembros de la Comunidad 
universitaria (Docentes, Docentes-administrativos, Discentes y 
“personal administrativo”), sea cual fuere su forma de vinculación 
jurídica laboral con la universidad y siempre y cuando infrinjan el 
ordenamiento jurídico vigente y los diversos regímenes jurídicos 
de inhabilidades, incompatibilidades, prohibiciones y conflicto de 
intereses. Todo porque, la Ley 30 de 1992, confirió autonomía 
para reglamentar el régimen disciplinario de los docentes y 
los discentes universitarios en sus respectivos Estatutos 
Generales u orgánicos (artículos 75, literal d, 79 y 109 de la 
Ley citada), de conformidad con el ordenamiento jurídico 
vigente.105 (Resaltado fuera de texto) 
 
 
La Corte Constitucional, ha ratificado la pertinencia de la potestad 
sancionadora disciplinaria endógena de los miembros de la comunidad 
educativa universitaria, en cabeza de la universidad, que se diferencia de la 
potestad de evaluación de dichos miembros106; estructurándose así un 
régimen disciplinario mínimo de las universidades estatales que inaugura un 
área especializada del Derecho administrativo colombiano,107 el cual es de 
naturaleza jurídico-administrativa y "está integrado por todas aquellas 




 En efecto, así lo ha sostenido la Corte en Sentencia T-433-1997: “El proceso de evaluación, que de 
manera autónoma diseña y aplica el docente, no es igual ni se rige por las misma reglas que el 
proceso disciplinario. Es claro para la Sala, que los actores confunde el desarrollo del proceso de 
evaluación con el proceso disciplinario; éste último, ha dicho la Corte, se sujeta a los principios y 
garantías propios del derecho penal, que por sus características no son aplicables al proceso de 
evaluación, pues reprobar una materia no constituye una "falta" disciplinaria como tal, que el 
"acusador" esté obligado a probar previa la defensa que haga el "acusado"; se trata de un proceso 
asimétrico en el que se reconoce no solo la autonomía sino la superioridad académica y profesional 
del docente, que está en capacidad, y tiene la responsabilidad, de imponer su criterio profesional, que 
compromete, en el caso que se analiza, no solo la formación práctica del interno sino la salud y 
bienestar de los pacientes”. 
107
 Ha sostenido el tribunal constitucional colombiano que “el procedimiento sancionatorio 
consagrado en los reglamentos de cualquier institución universitaria debe contener, como mínimo, los 
siguientes elementos: 1. la determinación de las faltas disciplinarias y de las sanciones respectivas 
(principio de legalidad: lex previa, lex scripta y lex certa) ; 2. el procedimiento a seguir previo a la 
imposición de cualquier sanción, el cual debe garantizar el derecho de defensa del inculpado” 
(Sentencia T-301/96, Julio 10).  
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normas mediante las cuales se exige a los servidores públicos un 
determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones, 
independientemente de cuál sea el órgano o la rama a la que pertenezcan”108  
 
El régimen disciplinario de la universidades, cualquiera sea su naturaleza 
jurídica, oficiales o privadas, se sustenta en el principio de “reserva de ley” 
habida cuenta la habilitación otorgada por la ley general de educación –Ley 
30 de 1992-, la cual, en desarrollo del principio y derecho constitucional a la 
autonomía universitaria, les confiere una especial capacidad de 
autorregulación.  
 
En aplicación de la autonomía universitaria que el constituyente del 91 previó 
en el artículo 69 superior, las instituciones de educación superior pueden, 
mediante normas internas, adoptar el régimen disciplinario aplicable a 
cualquier miembro de la comunidad educativa (docentes, estudiantes, 
personal administrativo),  teniendo como límites el orden constitucional y 
legal; debiendo, en consecuencia, actuar de manera tal que sus reglamentos 
o estatutos no desborden los postulados del respeto a los principios, valores 
y derechos sobre los cuales descansa el actual Estado constitucional de 
derecho.109 
                                                           
108
  Corte Constitucional. Sentencia C-417 del 4 de octubre de 1993, Magistrado Ponente Doctor José 
Gregorio Hernández Galindo. Pág. 17. 
109
 Al respecto ha expresado la Corte Constitucional, en sentencia C-829  del 8 de octubre de 2002, 
Magistrado Ponente Doctor Alfredo Beltrán Sierra: 
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En líneas subsiguientes transcribiremos una extensa cita, pero necesaria 
para una mayor ilustración, en relación con la potestad sancionadora 
disciplinaria de las universidades, la cual ha tenido tres momentos 
determinados en el tiempo con carácter pre y post constitucional a 1991:110  
 
1) Antes de la expedición de la Constitución de 1991, donde las 
universidades estatales nacionales, regionales y locales, 
reglamentaban interna e íntegramente todo lo atinente al 
régimen disciplinario de los miembros de la Comunidad 
                                                                                                                                                                     
“ ..la autonomía universitaria no es absoluta pues, encuentra su límite tanto en el orden 
constitucional, como en el legal. El propio artículo 69 de la Constitución establece que las 
universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos de acuerdo con 
la ley. En efecto, como lo ha sostenido esta Corte, y ahora se reitera “cualquier entidad 
pública o privada por el simple hecho de pertenecer al Estado de derecho, se encuentra sujeta 
a límites y restricciones determinados por la Constitución y la ley” 
(…) 
“.. la autonomía universitaria ha de entenderse en armonía con lo preceptuado por el artículo 
68 de la Constitución en cuanto en él se establece que la comunidad educativa participará en 
la dirección de las instituciones de educación. Es decir, que la autorregulación que a las 
universidades garantiza el artículo 69 de la Carta no podrá, en ningún caso prescindir de 
quienes integran la comunidad educativa (docentes, estudiantes, personal administrativo), y, 
en cambio, será indispensable establecer mecanismos internos que les permitan expresarse 
sobre todos los asuntos que interesan a la vida académica y administrativa de la universidad, 
así como la posibilidad de participar efectivamente en las decisiones correspondientes. Se 
abandona pues un criterio autoritario en la universidad para dar cabida de manera concreta 
al principio de la democracia participativa en los claustros. 
“En desarrollo de la autonomía universitaria, que emana de la Constitución y de acuerdo con 
la ley que la desarrolla, no resulta entonces extraño que por los mecanismos previstos en ésta 
se tenga competencia por las universidades para la expedición de estatutos que regulen la 
actividad de los docentes, la de los estudiantes y la del personal administrativo. 
“… que el “régimen disciplinario” de las universidades no sustituye a la ley, queda 
comprendido dentro del estatuto que para profesores, estudiantes o personal administrativo se 
expida en ejercicio de la autonomía universitaria conforme al artículo 69 de la Carta, en 
armonía con el Código Disciplinario Único como ya se expresó y sin que pueda expandirse ni 
aquella ni éste para que el resultado sea la mutua inocuidad de sus normas. 
“Por ello, se tiene que las normas disciplinarias internas de cada universidad pueden ser 
expedidas por ellas, atendiendo su especial naturaleza, su especificidad, sus objetivos y su 
misión educativa, sin que esa capacidad de autoregulación que la Constitución garantiza a las 
universidades signifique autorización para actuar como órganos de naturaleza supraestatal, 
con una competencia funcional ilimitada “que desborde los postulados jurídicos sociales o 
políticos que dieron lugar a su creación o que propendan mantener el orden público, 
preservar el interés general y garantizar el bien común”, (C-220 de 1997, magistrado ponente 





universitaria, por parte de sus máximas autoridades 
colegiadas, que por regla general, lo eran los Consejos 
Superiores o Directivos universitarios. Estos regímenes se 
hallaban plasmados en el Estatuto General, Docente, 
Estudiantil y administrativo, respectivamente. Su fundamento 
constitucional estaba en la Constitución de 1986 y los varios 
decretos leyes y decretos reglamentarios que expedía el 
Gobierno Nacional, como legislador extraordinario en todos 
los ámbitos de la vida social, jurídica y política del Estado 
colombiano; y en forma particular, sobre las Universidades 
oficiales u estatales o la Universidad Nacional de Colombia, 
que eran consideradas como “establecimientos públicos” de 
carácter educativo (artículo 55 del Decreto Extraordinario 080 
de 1980) nacionales, distritales, departamentales y 
municipales, según fuere el caso, pero con régimen jurídico 
especial (Decretos-Leyes 80 y 82 de 1980, respectivamente); 
 
2) Con la expedición de la Constitución de 1991, y al plantearse 
la institución jurídico-constitucional de la Autonomía 
universitaria, la potestad sancionadora disciplinaria de las 
universidades se potenció, no solo en la capacidad 
reglamentaria y de expedición de estatutos universitarios 
especializados, sino en el agrandamiento del catalogo de 
privilegios y garantías sustantivas y procesales, derechos y 
deberes de los sujetos disciplinantes y disciplinados en la 
universidad colombiana. Se elevó a rango constitucional 
normas sobre la universidad que antes eran de ámbito 
legislativo extraordinario (los varios decretos-leyes que regían 
a la Educación superior). El artículo 69, constitucional fue 
reglamentado con unidad de materia para la universidad 
colombiana en la Ley 30 de 1992, norma jurídica que 
reglamentó específicamente, entre otros aspectos, lo atinente 
al régimen disciplinario de la comunidad universitaria y la 
autoridad competente para adelantar los procesos como para 
dictar los estatutos contentivos del régimen; y,  
 
3) Con la expedición de la Ley 200 de 1995, ratificada y 
acondicionada a las nuevas técnicas jurídicas procesales en 
la Ley 734 de 2002 -“Código Disciplinario único”- el artículo 
177 y 224, respectivamente, derogaba expresamente “todos” 
los regímenes disciplinarios especiales de ámbito nacional, 
distrital, departamental y municipal, excepto el que rige para 
las fuerzas armadas, y en consecuencia, a partir de 1995 y 
luego ratificado en el 2002, todos los servidores del Estado de 
las diferentes ramas, organismos, entidades autónomas 
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(incluida la universidad) o no del Estado, tendrían un régimen 
disciplinario único regido por la ley especial que regulaba en 
su integridad la materia sancionadora disciplinaria sobre 
cualquier otra norma general que reglamentara parcial o 
tangencialmente sobre la materia, como parecía ser el caso 
de la Ley 30 de 1992, sobre el régimen disciplinario de los 
miembros de la comunidad universitaria. La Corte 
Constitucional, a partir de la expedición de la Ley 30 de 1992 
y el Decreto-ley 1210 de 1993, norma especial para la 
Universidad Nacional de Colombia (C-109-94; C-224-94; C-
220-97; C-829-2002), tuvo que pronunciarse en repetidas 
ocasiones sobre la constitucionalidad de la potestad 
disciplinaria de las universidades y sobre el respeto o 
incumplimiento de la Constitución y las normas jurídicas 
vigentes dentro de los procedimientos disciplinarios 
adelantados por la universidad a docentes (Sentencia T-235-
95), discentes (Sentencia T-528-93) y personal administrativo, 
tras el ejercicio de acciones de tutela, solicitando se proteja el 
derecho al debido proceso administrativo, el derecho de 
defensa y audiencia de las partes, la contradicción de la 
prueba, el derecho al libre desarrollo de la persona, el 
derecho a la igualdad, el derecho a la vida digna, entre 
muchos otros derechos y garantías constitucionales”. 
 
 
Las instituciones de educación superior de origen estatal o privado se 
encuentran reguladas por  la Ley 30 de 1992 que organiza el servicio público 
de educación, la cual define la educación superior -artículo 1º-  como “un 
proceso permanente que posibilita el desarrollo de las potencialidades del 
ser humano de una manera integral, se realiza con posterioridad a la 
educación media o secundaria y tiene por objeto el pleno desarrollo de los 
alumnos y su formación académica o profesional”. 
 
El Título IV de la norma en estudio se ocupa de las instituciones de 
educación superior de carácter privado y de economía solidaria, y en el 
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artículo 96 preceptúa que todas las personas naturales o jurídicas de 
Derecho privado podrán crear instituciones de educación superior con el 
lleno de requisitos taxativos enumerados en la misma y demás de ley111. 
 
Los particulares que pretendan fundar instituciones de educación superior, 
tienen la obligación de acreditarse ante el Consejo Nacional de Educación 
Superior CESU, que pueden dar cumplimiento a las funciones que a ellas 
competen y que los docentes serán personas de reconocidas calidades 
éticas, académicas, científicas y pedagógicas112. 
 
Se estableció que las instituciones de educación superior de naturaleza 
privada deben ser personas jurídicas de utilidad común, sin ánimo de lucro, 
organizadas como corporaciones, fundaciones o instituciones de economía 
solidaria (Artículo 98, Ley 30 de 1992). 
 
Para efectos del reconocimiento o cancelación de la personería jurídica, las 
instituciones de educación superior estarán supeditadas al Ministerio de 
Educación Nacional, previo concepto del Consejo Nacional de Educación 
Superior CESU113. 
 
                                                           
111
 OSPINA BEJARANO, Alfonso. Régimen jurídico de la educación en Colombia. Régimen general, 
especial y educación superior. Editorial Leyer. Bogotá, D.C., 2010. Pág. 275 
112
 IMPRENTA NACIONAL. Diario Oficial número 40700 del 28 de diciembre de 1992. Ley 30 de 
1992. Artículo 97. Pág. 20 
113
 Ibídem. Artículo 99. Pág. 20 
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La Constitución como la ley conceden mayor fuero normativo en las diversas 
manifestaciones de la “autonomía” limitada a las instituciones de educación 
superior, con categoría de universidades y por ello, en los diferentes 
pronunciamientos de la Corte Constitucional contundentemente se dice que 
sólo la universidades gozan de ese fuero constitucional llamado “autonomía 
universitaria”, en tanto las Instituciones Técnicas Profesionales e 
Instituciones Universitarias o Escuelas Tecnológicas, según el parágrafo del 
artículo 57 de la Ley 30 de 1992, “deberán organizarse como 
Establecimientos Públicos del orden Nacional, Departamental, Distrital o 
Municipal”, según fuere el caso, y en tal virtud, su régimen jurídico será el 
aplicable en el ordenamiento jurídico vigente para esta clase de entidades 
jurídico-administrativas, con carácter general (p.e., L. 489/1998, artículos 40, 
46, 68 a 71) y con carácter especial para aquellas que la misma Ley 30 de 
1992, artículo 137, relaciona puntualmente al decir que: La Escuela Superior 
de Administración Pública (ESAP), el Instituto Tecnológico de Electrónica y 
Comunicaciones (ITEC), el Instituto Caro y Cuervo, la Universidad Militar 
Nueva Granada, las Escuelas de Formación de las Fuerzas Militares y de la 
Policía Nacional que adelanten programas de Educación Superior y el 
Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), continuarán adscritas a las 
entidades respectivas, es decir, a los Ministerios, Departamentos 
administrativos y unidades administrativas especiales, como establecimientos 
públicos de carácter educativo nacional., p.e. la ESAP (13) al Departamento 
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de la Función Pública y el SENA al antiguo Ministerio del Trabajo, hoy de la 
Protección Social114 
 
En materia de la potestad disciplinaria y autoreguladora de las instituciones 
de educación superior de carácter privado hay que decir que el tema es 
claro, cuando la Constitución Política menciona en el artículo 69 que “Las 
universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus propios 
estatutos, de acuerdo con la ley”115. De manera que el carácter excepcional 
legislativo corresponde a las universidades del Estado respecto a las cuales 
el mismo artículo dice. “La ley establecerá un régimen especial para las 
universidades del Estado”116. 
 
Conforme con la norma constitucional, las universidades privadas están en la 
facultad legal de darse y modificar sus propios estatutos y reglamentos, 
designar sus directivos y regirse por sus propias normas. El Ministerio de 
Educación se constituye en un verificador de que los estatutos, reglamentos 
y acciones de las instituciones de educación superior de carácter privado  no 
contravengan el orden constitucional y legal establecido. 
 
                                                           
114
 http://akane.udenar.edu.co/derechopublico/Docente_Parte_1_Cap1.pdf, pág. 9 
115
 GÓMEZ SIERRA, Francisco. Constitución Política de Colombia. Editorial Leyer. Bogotá, D.C., 
2010. Pág. 44 
116
 Ibídem. Pág. 44 
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En términos generales,  a las voces del artículo 68 de la Constitución 
Política, los particulares podrán fundar establecimientos educativos, en 
cualquiera de los niveles legalmente reconocidos, proyectando el derecho de 
Asociación (artículo 38 Constitución Política) y el derecho a disponer de los 
bienes propios para fines de interés social (artículo 62 Constitución Política), 
reconocido internacionalmente en otros países como el derecho de 
Fundación. 
 
Las instituciones de educación de carácter privado son titulares del principio 
de autonomía constitucionalmente reconocido, en cuyo desarrollo tienen las 
potestades de organizarse, estructural y funcionalmente, autoregularse y 
autocontrolarse, bajo los límites que el máximo tribunal constitucional 
colombiano ha considerado deben estar presentes en el ámbito del 
desarrollo de sus actividades 117. 
 
Al amparo de las facultades constitucionales, como lo ha reconocido la Corte 
Constitucional, cada institución universitaria de carácter privado ha de contar 
con sus propias reglas internas (estatutos) y regirse conforme a ellas118; 
designar sus propias autoridades académicas y administrativas; crear, 
organizar y desarrollar sus programas académicos; definir y organizar sus 
                                                           
117
 Corte Constitucional. Sentencia T-515 del 19 de julio de 1999. Magistrado Ponente Doctor Carlos 
Gaviria Díaz. Pág. 8 
118
 Corte Constitucional. Sentencia T-310 del 6 de mayo de 1999. Magistrado Ponente Doctor 
Alejandro Martínez Caballero. Pág. 16 
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labores formativas, académicas, docentes, científicas y culturales; otorgar los 
títulos correspondientes; seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos, 
adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus 
recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función 
institucional119. 
 
Si bien la Constitución Política, en ejercicio de la Autonomía Universitaria, 
confiere a las Instituciones Privadas de Educación Superior la facultad para 
darse sus propios estatutos y reglamentos,  tal potestad reglamentaria tiene 
por límites necesarios los derechos fundamentales de la comunidad 
educativa en general.  
 
Reiteradamente la Corte Constitucional ha  dicho que el principio del Debido 
Proceso se ha establecido en favor de la persona, cuya dignidad exige que si 
se deducen en su contra consecuencias negativas derivadas del 
ordenamiento jurídico,  por esta razón tiene derecho a que se le oiga y se 
examinen y evalúen las pruebas que obran en su contra como las que 
constan en su favor.  Esta garantía se exige no solo del Estado sino también 
de los particulares cuando se hallen en posibilidad de aplicar sanciones o 
                                                           
119
 Corte Constitucional. Sentencia T-492 del 12 de agosto de 1992. Magistrados Ponentes Doctores 
Alejandro Martínez Caballero y Fabio Morón Díaz. Pág. 9 
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castigos, toda vez que el Debido Proceso es un derecho fundamental de la 
persona procesada.120 
 
Entonces, sin hesitación alguna podemos afirmar que la autonomía 
universitaria como potestad no es absoluta en la medida que si bien otorga a 
la institución educativa de carácter privado un amplio margen de 
discrecionalidad, la Constitución y la ley no permiten en ningún caso 
arbitrariedades ni actuaciones que atenten contra el principio de la Dignidad 
Humana y los derechos fundamentales constitucionales.   
 
La facultad reguladora de la conducta de quienes conforman la comunidad 
académico-administrativa de las instituciones de educación superior, tiene 
como techo y límite la garantía del debido proceso previsto por el artículo 29 
constitucional; razón por la cual su discrecionalidad reglamentaria debe 
cimentarse sobre el respeto a los elementos que conforman las garantías al 
Debido Proceso121, máxime cuando tal potestad,  que la pone en una 
                                                           
120
 Corte Constitucional. Sentencia T-470  del 6 de julio  de 1999. Magistrado Ponente Doctor José 
Gregorio Hernández Galindo. 
121
 En relación con los elementos que conforman las garantías del debido proceso, la Corte 
Constitucional, en reciente pronunciamiento -Sentencia C-763 de octubre 29 de 2009. M.P. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub-, expresó que éstos son: 
1. “Acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia, con el fin de obtener pronta resolución 
judicial. 
2. Acceso al “juez natural” como funcionario que ejerce la jurisdicción en determinado proceso, de 
conformidad con la ley. 
3. Posibilidad de ejercicio del derecho de defensa con aplicación de todos los elementos legítimos 
para ser oído dentro del proceso. 
4. Los procesos deben desenvolverse dentro de plazos razonables y sin dilaciones injustificadas. 
5. El juez debe ser imparcial, autónomo e independiente, de tal forma que debe ejercer su labor sin 
intromisiones de los demás poderes públicos, con fundamento en los hechos y de conformidad 
con el ordenamiento jurídico.”  
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posición de poder en relación con los sujetos pasivos de la relación especial 
de sujeción que se presenta a su interior –estudiantes, docentes-, resulta una 
manifestación por habilitación legal del ius puniendi estatal. 
 
Los valores y derechos consagrados en nuestro Estatuto Superior,  tales 
como la dignidad humana, la solidaridad, la justicia, la igualdad, la legalidad, 
el orden justo, y muy especialmente la primacía de los derechos 
fundamentales de la persona, entre los que se encuentran el debido proceso 
y el derecho a la defensa (artículo 29), deben ser el eje sobre el cual se 
estructuren los reglamentos disciplinarios que en ejercicio de la autonomía 
universitaria expidan las instituciones de educación superior en Colombia. 
 
3.4 AUTONOMÍA UNIVERSITARIA COMO FUENTE DE DERECHO Y 
LÍMITE DE LOS PRECEPTOS FUNDAMENTALES DEL ESTADO 
SOCIAL DE DERECHO 
 
La Corte Constitucional de manera reiterada ha puntualizado características 
del derecho a la educación, así como las proyecciones del principio 
constitucional de la autonomía universitaria a partir de los enunciados 
contenidos tanto en el artículo 27 de la Constitución mediante el cual se 
                                                                                                                                                                     
En anteriores oportunidades,  diversos pronunciamientos del alto tribunal constitucional, Vr. Gr. 
Sentencias C-013, C-175 y C-555 de 2001, T-1034 de 2006, habían señalado como elementos 
constitutivos de la garantía del debido proceso en materia disciplinaria, entre otros, “(i) el principio de 
legalidad de la falta y de la sanción disciplinaria, (ii) el principio de publicidad, (iii) el derecho de 
defensa y especialmente el derecho de contradicción y de controversia de la prueba, (iv) el principio 
de la doble instancia, (v) la presunción de inocencia, (vi) el principio de imparcialidad, (vii) el 




impone al Estado la obligación de garantizar las libertades de enseñanza, 
aprendizaje, investigación y cátedra, y de los artículos 67, 68 y 69 de la 
misma Carta Política122. 
 
En las sentencias T-974 de 1999 y T-925 de 2002 se detallaron como 
características esenciales del derecho a la Educación, en armonía con los 
pronunciamientos de la propia Corte, los siguientes elementos123: 
 
“i.) La educación por su naturaleza fundamental, es objeto de 
protección especial del Estado; de ahí que, la acción de tutela se 
estatuye como mecanismo para obtener la respectiva garantía 
frente a las autoridades públicas y ante los particulares, con el fin 
de precaver acciones u omisiones que impidan su efectividad. 
 
“ii.) Es presupuesto básico de la efectividad de otros derechos 
fundamentales, tales como la escogencia de una profesión u 
oficio, la igualdad de oportunidades en materia educativa y de 
realización personal y el libre desarrollo de la personalidad (C.P., 
arts. 26, 13 y 16), así como de la realización de distintos principios 
y valores constitucionalmente reconocidos, referentes a la 
participación ciudadana y democrática en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación, al pluralismo, a la 
tolerancia, al respeto de la dignidad humana, a la convivencia 
ciudadana y a la paz nacional. 
 
“iii.) La prestación del servicio público de la educación se erige, 
como consecuencia de las anteriores características, en fin 
esencial del Estado social de derecho colombiano. Sobre el 
particular esta Sala manifestó lo siguiente, en la sentencia T-780 
de 1.999: 
 
“(…) Así mismo, derivado de la segunda condición aludida del 
derecho a la educación, la prestación del mismo como servicio 
                                                           
122
 Corte Constitucional. Sentencia T-1228 del 9 de diciembre de 2004. Magistrado Ponente Doctor 
Álvaro Tafur Gálvis. Pág. 18 
123
 Corte Constitucional. Sentencias T-974 de 1999 y T-925 de 2002. Magistrado Ponente Doctor 
Álvaro Tafur Gálvis 
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público, se debe evidenciar como una actividad con la cual se 
pretenda satisfacer de manera continua, permanente y en 
términos de igualdad, las necesidades educativas de la sociedad, 
de manera directa por el Estado o mediante el concurso de los 
particulares, con su vigilancia y control. 
 
“Lo anterior implica que la educación debe constituir materia de 
una política pública integral y consistente, y propósito de la 
actuación concreta y positiva a cargo de los organismos del 
Estado, en virtud de lo cual, tanto el legislador como el gobierno 
están obligados a concederle una “atención preferencial para la 
satisfacción de las demandas de la población enderezadas a 
hacer efectivo el derecho a la educación” ello es indispensable 
para dar una estructura presupuestal en la cual se oriente 
prioritariamente el gasto social, con el fin de superar las 
deficiencias en su prestación (C.P., art. 366)”. 
 
“iv.) El núcleo esencial del derecho a la educación está 
comprendido por la potestad de sus titulares de reclamar el 
acceso al sistema educativo o a uno que permita una “adecuada 
formación” así como de permanecer en el mismo. 
 
“v.) Por último, en virtud de la función social que reviste la 
educación, se configura como derecho-deber y genera 




Reiterando el principio de la autonomía universitaria, la Corte Constitucional 
también ha dicho:125 
 
“El Artículo 67 de la Constitución Política define la educación 
como un derecho de la persona y un servicio público que tiene 
una función social: el acceso al conocimiento, a la técnica, a la 
ciencia y a los demás bienes y valores de la cultura. 
 




 Corte Constitucional. Sentencia C-008 del 17 de enero de 2001. Magistrado Ponente Doctor Álvaro 
Tafur Galvis. Pág. 18 
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“Conforme al Artículo 68 de la Constitución Política los 
particulares podrán fundar establecimientos educativos y 
corresponde a la ley determinar las condiciones de creación y 
gestión de los mismos. La constitución de esos establecimientos 
educativos, en cualquiera de los niveles legalmente reconocidos, 
proyecta el derecho de libre asociación (Artículo 38 C.P.) y el 
derecho de disponer de los bienes propios para fines de interés 
social, -Artículo 62 C. P.- (reconocido explícitamente en 
ordenamientos constitucionales de otros países como derecho de 
fundación). 
 
“Las instituciones de educación superior tanto públicas como 
privadas son titulares de autonomía constitucionalmente 
reconocida (Artículo 69 C.P.) en cuyo desarrollo ostentan 
potestades en virtud de las cuales pueden organizarse, estructural 
y funcionalmente, autoregularse y autocontrolarse, delimitando, 
como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta Corte, el ámbito 
para el desarrollo de sus actividades.  
 
“En último análisis la autonomía constitucional es capacidad de 
autorregulación filosófica y de autodeterminación administrativa y 
por ello al amparo del texto constitucional cada institución 
universitaria ha de contar con sus propias reglas internas 
(estatutos), y regirse conforme a ellas; designar sus autoridades 
académicas y administrativas; crear, organizar y desarrollar sus 
programas académicos, definir, y organizar sus labores 
formativas, académicas, docentes, científicas y culturales; otorgar 
los títulos correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir 
a sus alumnos, adoptar sus correspondientes regímenes y 
establecer, arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de 




“En fin, no puede predicarse como garantía consagrada en el 
artículo 69 de la Carta, la inmunidad de los actos de las 
Universidades que sean susceptibles de vulnerar el ordenamiento 
jurídico vigente; los altos fines sociales que persigue la autonomía 
universitaria no pueden servir de excusa a los centros docentes 
para que, prevalidos de esa garantía institucional, vulneren el 
ordenamiento jurídico. En ese orden de ideas, el control de los 
actos de las instituciones universitarias surge con claridad de los 
mandatos constitucionales que proyectan la eficacia del principio 
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de la interdicción de la arbitrariedad sobre quienes, como las 
universidades, ostentan posiciones de preeminencia”.126 
 
 
Frente a la Inspección y vigilancia ejercida por el Estado y las autoridades 
administrativas en relación con la prestación del servicio público de 
educación por parte de las instituciones de educación superior,  añadió el 
alto tribunal constitucional, en la sentencia precitada que:  
 
“Un análisis sistemático de las normas constitucionales y legales 
que regulan esta materia, permite señalar que corresponde al 
Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la 
educación con el fin de velar por la calidad de la misma, por el 
cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, 
intelectual y física de los educandos (art. 67, 189 - numeral 21- 
C.P.); que a la ley compete establecer las condiciones requeridas 
para la creación y gestión de los centros educativos (Artículo 68 
C.P.) y dictar las disposiciones generales con arreglo a las cuales 
las universidades pueden darse sus directivas y regirse por sus 
estatutos (art. 69 C.P.). 
 
“De otra parte, dado el carácter de actividad de servicio público de 
la educación es pertinente recordar que conforme al Artículo 365 
C.P., la regulación, control y vigilancia de los servicios públicos, 
en todos sus niveles es del resorte del Estado, y a éste 
corresponde el ejercicio de la inspección y vigilancia, mediante la 
actuación del Presidente de la República (Artículo 189, numeral 





“De conformidad con estos postulados constitucionales, la Ley 30 
de 1992 reconoce a las universidades el derecho a darse y 
modificar sus propios estatutos, pero al propio tiempo prescribe 
que los mismos sean notificados al Ministerio de Educación 
Nacional, a través del Instituto Colombiano para el Fomento de la 
                                                           
126
 Corte Constitucional. Sentencia C-008 de 2001. Magistrado Ponente Dr. Álvaro Tafur Gálvis 
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Educación Superior, lo que como reconocen los propios 
demandantes, es comprensible en un Estado Social de Derecho, 
porque la autonomía universitaria debe entenderse dentro de 
ciertos límites y parámetros y es dable al Estado conocer el 
contenido material de las disposiciones que se aplican en los 
centros educativos con el fin de que no existan ordenamientos 
aislados u ocultos, por lo cual, la publicidad que se obtiene a partir 
de la notificación al Ministerio de Educación es conveniente y 
constituye jurídicamente un límite razonable y no 
desproporcionado a la garantía constitucional de la autonomía 
universitaria. 
 
“Ahora bien, es evidente que la inspección y vigilancia debe 
ejercitarse dentro del marco constitucional y conforme a las reglas 
y a los precisos instrumentos que al efecto haya dispuesto la ley 
(Artículo 150, numeral 8, C.P.) los cuales encuentran límite no 
solo en el núcleo esencial de la autonomía constitucionalmente 
reconocida a las universidades (Artículo 69 C.P.) sino en la 
necesidad de que esas instituciones en ejercicio de esa misma 
autonomía logren cabalmente los altos fines sociales previstos en 
la misma Constitución para los que han sido creadas como 
producto de la iniciativa de los particulares encaminada a la 
satisfacción de necesidades que interesan a la sociedad en su 
conjunto (Artículos 38 y 62 de la Constitución Política).” 127 
 
 
Igualmente ha dicho la Corte, que al propio tiempo que la Carta reconoce a 
las instituciones educativas superiores una amplia facultad de 
autodeterminación, se encuentran sometidas, como corresponde en una 
democracia constitucional, a los mandatos constitucionales.128  
                                                           
127
 Ibíd. Pág. 14 
128
 A este respecto, la Corte Constitucional en Sentencia T-1317 de 2001 expresó: “En este orden de 
ideas, debe entenderse que únicamente se protegen los desarrollos normativos y los arreglos 
institucionales legítimos, esto es, aquellos que, siendo expresión del pluralismo jurídico son 
compatibles con la Constitución, en la medida en que respetan los derechos fundamentales de los 
estudiantes. Este sometimiento de las Universidades al mandato constitucional, justifica la 
intervención del juez cuandoquiera que advierta que una restricción a un derecho fundamental de los 
estudiantes no “se encuentre amparada por una justificación objetiva y razonable, que no persiga una 
finalidad constitucionalmente reconocida o que sacrifique en forma excesiva o innecesaria los 
derechos tutelados por el ordenamiento constitucional. Además, es posible una razonable intervención 
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De lo que se ha expuesto entonces129, cabe señalar que corresponde a las 
instituciones universitarias, en ejercicio de la autonomía constitucional 
reconocida, dictar la normatividad que rige sus relaciones internas. Ello 
significa que debe reconocerse la existencia de independencia por parte de 
la Universidad para interpretar el alcance de las normas estatutarias que 
expida.  
 
Así las cosas, la Corte siempre ha señalado que corresponde a las propias 
autoridades universitarias, como labor primigenia, la producción y aplicación 
de su propia normatividad y por ello el juez constitucional sólo puede 
intervenir cuando la norma o la interpretación sean incompatibles con la 
Constitución así como cuando de ellas se desprenda la violación de los 
derechos fundamentales: “Esta obligación de que la interpretación que haga 
la universidad de su propio reglamento esté en consonancia con el mandato 
constitucional, supone, en materia disciplinaria, que dicha interpretación 
garantice, como mínimo, el debido proceso, la igualdad en su aplicación, la 
publicidad, que la interpretación misma sea razonable, el respeto por el 
principio de legalidad y la consiguiente prohibición de llevar a cabo 
interpretaciones retroactivas perjudiciales a una persona.130” 
                                                                                                                                                                     
del Estado en la medida en que la enseñanza está sometida a la inspección y vigilancia del Presidente 
de la República (C.P. arts. 67 y 189-21) y que, por tratarse de un servicio público, su prestación está 
sometida a las condiciones que se fijen en la ley (C.P. art. 150-23).” 
129
 Corte Constitucional. Sentencia C-008 del 17 de enero de 2001. Magistrado Ponente Doctor Álvaro 
Tafur Gálvis. Pág. 26 
130
 Corte Constitucional. Sentencia C-008 del 17 de enero de 2001. Op. Cit.  
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4. DERECHO DISCIPLINARIO APLICABLE A LOS DOCENTES 




4.1 REGLAMENTO DOCENTE DE LA UNIVERSIDAD LIBRE 
 
La H. Consiliatura de la Universidad Libre, en desarrollo de la Autonomía 
Universitaria, a través del Acuerdo 03 del 27 de octubre de 2004, 
modificatorio del Acuerdo 015 del 26 de noviembre de 2003, adoptó el 
Reglamento Docente para los profesores de pregrado, profesión que está 
orientada al cumplimiento de las funciones esenciales de la Universidad 
como son la docencia, la investigación y la extensión social. 
 
Prevé como objetivos la garantía de la libertad de cátedra, la idoneidad 
científica y académica del cuerpo docente, la continuidad de los mismos en 
los aspectos científicos, y demás planteamientos que en nada avizoran el 
sometimiento a las normas y principios constitucionales esenciales para los 
profesores. 
 
Igualmente ratifica que las relaciones de orden laboral de la Universidad 
Libre con los profesores de pregrado, que se encuentren debidamente 
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escalafonados, se encuentran subordinadas al Código Sustantivo del 
Trabajo. 
 
Prescribe que es “incompatible el desempeño de cargos de dirección 
académica o administrativa en la Universidad, con el ejercicio de la docencia 
de Medio Tiempo, Tiempo Completo, Media Jornada o Jornada Completa”; 
empero, el docente que acceda a uno de los cargos de dirección académica 
o administrativa no perderá su condición de tal. Para efectos salariales se le 
asignará una bonificación que será la diferencia entre el salario de docente y 
el que perciba por uno de estos cargos, durante el tiempo que desempeñe tal 
función, la cual no será factor salarial para la liquidación de prestaciones 
sociales. Una vez terminen las funciones de dirección académica o 
administrativa, el profesor podrá retornar al cargo docente con todas las 
condiciones salariales, prestacionales tanto legales como convencionales. 
 
En términos generales podemos afirmar que el reglamento, a lo largo de los 
10 capítulos que lo conforman,  se ocupa de establecer las condiciones y 
requisitos para la selección y contratación del personal docente; definir y 
delimitar el alcance de la carrera docente de acuerdo a los lineamientos de la 
Universidad Libre y los criterios para la clasificación en el escalafón; realiza 
una descripción taxativa de las obligaciones, derechos y prohibiciones del 
personal docente en todas sus clasificaciones; contempla tanto distinciones 
como estímulos para el personal  docente, entre otros aspectos. 
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4.1.1Régimen disciplinario aplicable a los docentes de la Universidad 
Libre. En cuanto al régimen disciplinario de los docentes, el capítulo 7 del 
reglamento, que resulta por demás bastante lacónico, está compuesto por 3 
artículos –del 38 al 40-, de los cuales realmente tan solo 2 hacen alguna 
alusión al tema disciplinario. 
 
El artículo 38 se limita a mencionar que las faltas disciplinarias se calificarán 
según su naturaleza, efectos, modalidad y circunstancias del hecho, motivos 
determinantes y antecedentes del infractor; empero, no menciona cuáles son 
las causales o las causas de la transgresión al mismo, vulnerando la 
categoría dogmática de la tipicidad, y, consecuencialmente, dejando un 
amplio margen a la interpretación subjetiva de las directivas respecto de lo 
que pueda clasificarse o no como falta disciplinaria. 
 
Por su parte, el artículo 39 prescribe las sanciones a que se hará acreedor el 
docente que incurra en conductas que llegaren a constituir falta disciplinaria, 
las cuales serán: 
 
1.  Amonestación verbal; 
2. Amonestación escrita con copia a la hoja de vida; 
3. Suspensión disciplinaria que no exceda de ocho (8) días por 
la primera vez, ni de dos (2) meses en caso de reincidencia; 
4. Terminación del contrato por justa causa131 
 
                                                           
131
 UNIVERSIDAD LIBRE. Reglamento Docente. Acuerdo de Consiliatura 03 del 27 de octubre de 
2004. Artículo 39. Pág. 12 
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Finalmente, el artículo 40 establece una cláusula general de las causales de 
terminación del contrato por justa causa, remitiéndose a las previstas por el 
Código  Sustantivo del Trabajo, el Reglamento Docente y la Convención 
Colectiva. 
 
Por su parte, la actual Convención Colectiva de Trabajo, suscrita entre la 
Universidad Libre y la Asociación de Profesores de la Universidad Libre –
ASPROUL- para la vigencia 2009–2010, tan solo se ocupa del tema 
disciplinario en las cláusulas 20 y 21. 
 
La Cláusula 20 establece: 
 
“Continuará funcionando el Comité Paritario Nacional permanente 
con sede en Bogotá, integrado por dos (2) delegados dirigidos por el 
representante legal de la Universidad y dos (2) delegados 
permanentes por la Asociación de Profesores de la Universidad 
Libre ASPROUL, el cual se reunirá ordinariamente por lo menos una 
vez al mes y extraordinariamente cuando las necesidades lo exijan. 
Son funciones de dicho comité Paritario, conceptuar con base en la 
instrucción realizada por los Comités Seccionales. 
 
En cada seccional continuará funcionando un Comité Paritario 
permanente integrado por dos (2) delegados permanentes 
designados por el representante legal de la Universidad Libre y dos 
(2) delegados permanentes designados por la respectiva Junta 
Directiva Seccional de Delegados de ASPROUL, que tendrán como 
función, únicamente la instrucción del proceso disciplinario. Una 
vez instruido será remitido al Comité Paritario Nacional para que 
conceptúe. (Resaltado fuera de texto) 
 
Los representantes de ASPROUL en los Comités Paritarios 





PARÁGRAFO.- En la Sede Principal, las funciones de instrucción de 
las distintas causas, así como la emisión del correspondiente 
concepto, será competencia del Comité Paritario Nacional. 
 
 
La cláusula 21 se ocupa del “procedimiento” disciplinario y prevé: 
 
Para imponer toda sanción disciplinaria, excepto el llamado de 
atención, así como la cancelación del contrato de trabajo por 
justas causas disciplinarias, se seguirá el siguiente trámite: 
 
a. La Universidad formulará el cargo o cargos que tenga contra 
el profesor, mediante memorando escrito, que le notificará 
personalmente, copia del cual se le enviará al respectivo Comité 
Paritario Seccional.  
b. A partir del día siguiente a la notificación de los cargos al 
profesor, éste tendrá un término común de diez (10) días para que 
éste rinda sus descargos, aporte y solicite pruebas. Dentro del 
mismo término la Universidad hará la solicitud de pruebas 
conducentes y pertinentes al caso. 
c. El Comité Paritario Seccional tendrá cuatro (4) días para 
instalarse y decretar pruebas y diez (10) para practicarlas. 
Vencido este término, remitirá el expediente al Comité Paritario 
Nacional. 
d. El Comité Paritario Nacional, una vez avoque el conocimiento 
del caso, conceptuará dentro de los diez (10) días siguientes 
e. No obstante, si el Comité Paritario Nacional considera que 
existen vicios en el procedimiento que afecten el derecho al 
debido proceso, podrá solicitar que se subsanen y, además, para 
mejor proveer, si considera indispensable la práctica de nuevas 
pruebas, antes de conceptuar podrá comisionar al respectivo 
Comité Instructor, para lo cual otorgará un término que no podrá 
exceder del inicialmente previsto. 
f. La Universidad dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha 
de recibo del concepto fallará mediante Resolución motivada. 
 
PARÁGRAFO I.- La sanción aplicada o la cancelación del contrato 
pretermitiendo los trámites de este artículo, se tendrá como 




PARÁGRAFO II.- Al docente que incurra en actos que puedan ser 
considerados por la ley como delictuosos (salvo delitos culposos o 
políticos), se le suspenderá su contrato de trabajo mientras se 
adelanta el procedimiento previsto en esta cláusula, hasta por el 
término de dos (2) meses. En el evento de que el docente sea 
absuelto de los cargos formulados ante el Comité Paritario, la 




4.1.2 Falencias del régimen disciplinario aplicable a los docentes de la 
Universidad Libre. El actual régimen disciplinario aplicable a los docentes 
de la Universidad Libre, previsto en el marco del reglamento docente 
adoptado por el Acuerdo 03 del 27 de octubre de 2004, presenta grandes 
falencias. 
 
a) Siendo la tipicidad disciplinaria una manifestación del principio de 
legalidad establecido por el artículo 29 de la Carta Política, no existe 
norma alguna que defina qué constituye “la falta disciplinaria” al interior 
del claustro académico, mucho menos que de manera clara y coherente 
establezca las conductas objeto de reproche disciplinario; cuál o cuáles 
actuaciones de los docentes se constituyen en violatorias de sus deberes, 
obligaciones y/o prohibiciones; si la infracción disciplinaria se produce por 





Si bien es cierto el Estatuto Docente prevé obligaciones generales del 
personal docente (artículo 19), obligaciones especiales de todo el 
personal docente (artículo 20), obligaciones especiales de los profesores 
de medio tiempo y de tiempo completo (artículo 21), y, obligaciones 
especiales para los profesores de jornada completa o de media jornada 
(artículo 22), no resulta del todo clara la regulación  sustantiva de manera 
tal que se pueda acudir a una codificación que permita a la Institución y a 
los sujetos disciplinables conocer coherentemente cuáles son los hechos 
que pueden configurar falta juzgable disciplinariamente.  
 
Por otra parte, no obstante que el artículo 39 establece en cuatro literales 
las clases de sanciones en que pueden incurrir los docentes, no prevé 
criterios para la graduación de la sanción ni tampoco describe cuáles de 
dichos comportamientos son “gravísimos, graves o leves”, para proceder, 
consecuencialmente, a imponer una sanción que pueda considerarse no 
solo legal sino, especialmente, justa. 
 
b) En relación con el procedimiento, no se cumple con las orientaciones 
dadas por el alto tribunal constitucional colombiano, esto es, no existe ese 
“conjunto de normas sustanciales y procesales que aseguren la garantía 
constitucional del debido proceso y regulen el procedimiento a través del 
cual se pueda deducir la correspondiente responsabilidad disciplinaria"; 
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pues no existe un verdadero proceso disciplinario, generando, de contera, 
violación del derecho a la defensa.  
 
En efecto, el “presunto” procedimiento disciplinario no lo establece el 
Estatuto Docente; es decir, empleador-trabajador “acordaron” a través de 
la Cláusula 21 de la Convención Colectiva,  cuál sería el trámite  a seguir 
para “imponer toda sanción, excepto el llamado de atención o la 
cancelación del contrato por justas causas disciplinarias”.  
 
De conformidad con el literal c) de la cláusula 21 convencional, el Comité 
Paritario Seccional tiene competencia para recoger las pruebas que 
soliciten las partes, pero no puede siquiera “conceptuar” al respecto; lo 
que significa que a pesar de hacer parte de él dos representantes de la 
asociación sindical docente, dicho órgano hace las veces de ente 
acusador de la Universidad.  
 
La Universidad Libre formula los cargos ante el Comité Paritario 
Seccional, quien, a su vez, recoge las pruebas y las entrega al Comité 
Paritario Nacional (función de mera acusación) y el Comité Paritario 
Nacional, que pertenece a la Universidad Libre y que a su vez se 
encuentra conformado por miembros de la Corporación (Son 4 
integrantes: dos delegados del representante legal de la Universidad y 
dos delegados de ASPROUL), es quien conceptúa, más no emite el fallo.  
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El Comité Paritario Seccional no puede archivar las diligencias; actuación 
que jurisprudencialmente es permitida siempre y cuando sea favorable al 
Trabajador. 
 
Existen grandes posibilidades de que la “imparcialidad” no esté 
garantizada. El motivo de esta afirmación se deriva del hecho de no estar 
prevista la recusación de los miembros de los distintos Comités. 
 
En relación con las notificaciones, tampoco existe claridad al respecto. Si 
bien la cláusula 21 establece que la “formulación del pliego de cargos” se 
notificará personalmente, la norma no establece cómo deben realizarse 
las demás notificaciones, en especial, cuando el docente ha sido 
suspendido en el ejercicio de sus funciones; pues es probable que se 
entienda que es viable acudir a notificaciones previstas por el Código de 
Procedimiento Civil,  como por ejemplo las notificaciones por edicto; no 
obstante, esta práctica impediría un real ejercicio del derecho a la 
defensa por parte del sujeto disciplinable.  
 
Por otra parte, tampoco existe notificación para la práctica de pruebas;  lo 
que resulta grave, toda vez que el literal c) de la cláusula 21 establece 
que el Comité Paritario Seccional, una vez practicadas las pruebas, y 
vencido el término de 10 días para tal fin, deberá remitir el expediente al 
Comité Paritario Nacional para que avoque el conocimiento y conceptúe.  
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Así las cosas, las pruebas pueden ser practicadas sin la participación del 
disciplinado, logrando pruebas viciadas de ilegalidad.  
 
Los términos no son claros, a pesar que la Convención Colectiva 
establece unos términos, estos no son perentorios ni existe norma alguna 
que establezca un mínimo o un máximo de tiempo para evitar que la 
Universidad Libre pueda demorar o acortar el proceso. 
 
Puede verse afectada la presunción de inocencia, toda vez que el 
Parágrafo II de la Cláusula 21 de la Convención Colectiva 2009-2010, 
establece que cuando la Universidad Libre considere que existen 
conductas que pueden considerarse delictuosas por la ley podrá ser 
suspendido hasta por dos meses. Obsérvese que no es ningún Comité el 
que suspende, sino la misma Universidad Libre. La norma lo deja a su 
criterio, es decir, la Universidad puede calificar una conducta como si 
fuera la Fiscalía General de la Nación o un Juez Penal. Si bien es cierto el 
alto tribunal constitucional colombiano ha decantado a través de su 
jurisprudencia que resulta exequible la tipificación de conductas 
constitutivas de falta disciplinaria en tipos abiertos, lo cual supone un 
amplio margen de valoración  y apreciación en cabeza del fallador, nos 
parece que este tipo de permisión puede resultar violatoria de la 
presunción de inocencia; y ésta desaparece con la suspensión, máxime 
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cuando, tal y como está previsto, para tomar dicha decisión no se exige 
motivación alguna por parte de la Universidad Libre.  
 
No existe una dependencia que se encargue del control disciplinario 
interno y/o, por lo menos, la conformación de los Comités Paritarios 
resulta no idónea. En efecto, si el docente es abogado, lo justo es que 
quien instruya la investigación también lo sea.  Actualmente los Comités 
pueden estar integrados por personas no idóneas en la práctica del 
Derecho, que no manejan términos jurídicos y, por tanto, susceptibles de 
ser manipulados. ¿Cómo es posible que exista un Comité Paritario 
encargado de recoger y practicar pruebas que conformado, por ejemplo, 
por un contador, una licenciada y dos abogados?.  
 
Consideramos importante acotar que quien asuma la condición de 
sustanciador o de investigador de la presunta conducta disciplinable de 
los docentes debe ser abogado; o, en su defecto, debe quedar 
claramente definido que, por lo menos, un profesional del Derecho  debe 
hacer parte del equipo investigador.  Al respecto resultan pertinentes las 
consideraciones de la Corte Constitucional, en sentencia C- 457 del 12 de 
junio de 2002, Magistrado Ponente doctor Jaime Córdoba Triviño,  en la 
cual dejó en claro que para ser juez penal militar de primera instancia era 




Si bien es cierto la precitada jurisprudencia se ocupó de un tema 
relacionado con las calidades exigidas para que resultara constitucional el 
conocimiento en primera instancia de los delitos de conocimiento de la  
justicia penal militar, consideramos pertinente y válida la referencia 
jurisprudencial en consideración a la naturaleza punitiva o sancionadora 
del proceso disciplinario, sea éste aplicado por una persona de Derecho 
público o privado;  razón más que suficiente para que quien se ocupe de 
adelantarlo cuente con conocimientos jurídicos de manera tal que se 
garantice el manejo de las herramientas jurídicas necesarias para 
adelantar con suficiencia los juicios de responsabilidad que se les 
encomiende. 
 
Por su parte, la Ley 734 de 2002, a través de la cual se expidió el Código 
Disciplinario Único de los servidores públicos, si bien incluyó como 
sujetos disciplinables a los docentes de las Universidades Públicas, en su 
artículo 76  también impuso al empleador el deber de “organizar una 
unidad u oficina del más alto nivel, cuya estructura jerárquica permita 
preservar la garantía de la doble instancia, encargada de conocer y fallar 
en primera instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra 
sus servidores”. (subrayado fuera de texto). 
 
La misma norma, en su parágrafo 2º deja en claro que “se entiende por 
oficina del más alto nivel la conformada por servidores públicos mínimo 
del nivel profesional de la administración”. Así  las cosas, en un claustro 
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académico que cuenta con una facultad de Derecho con más de 80 años 
de trayectoria académica en el país, no resulta lógico ni entendible que 
este tipo de preceptivas que propende por garantizar el respeto de unas 
mínimas garantías procesales, no se cumpla a cabalidad. 
 
No existe una segunda instancia. El Comité Paritario Seccional es un ente 
de investigación y acusación, más no emite conceptos. El único 
competente para hacerlo es el Comité Paritario Nacional. Pero dicho 
Comité es de única instancia, pues no existe un superior sobre él. 
Obsérvese que el procedimiento de la Cláusula 21 de la Convención 
Colectiva  no establece un recurso ni de reposición y mucho menos de 
apelación. Dicha vulneración es contraria a un Derecho constitucional 
cual es la segunda instancia. Inclusive, la Corte Constitucional establece 
que es obligatoria la existencia de una segunda instancia en los procesos 
disciplinarios de las Universidades.   
 
Por último, lo que emite el Comité Paritario Nacional no es más que un 
concepto que en ningún momento obliga a la Universidad a cumplirlo. Es 
decir, la Universidad Libre puede acoger o no el concepto emitido por el 
Comité Paritario Nacional. Esto tiene muchas repercusiones: en primer 
lugar, si existe suspensión, esta, a nuestro parecer, resulta contraria a 
Derecho porque vulnera lo establecido en el Código Sustantivo del 
Trabajo, y porque, en segundo lugar, no tiene razón de ser toda vez que 
se basa en la existencia de un proceso disciplinario que realmente no 
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existiría, pues un proceso debe terminar en fallo -no en concepto- que 
debería ser obligatorio para las partes; pero la Universidad puede tenerlo 
en cuenta o no, lo que significa que no existe proceso, pues no tiene 
ninguna fuerza vinculante.  
 
Así las cosas, dicho  concepto -que no obliga-, no sería más que un 
“saludo a la bandera”, pero si puede, eventualmente, servir para 
contrariar el Derecho.  
 
En conclusión, podemos afirmar que el proceso no existe, pues la 
Universidad Libre acusa, investiga y decide (no el Comité Paritario).  
 
La Universidad Libre en su amplia trayectoria académica de casi 100 
años, en su labor como conciencia crítica del país y de la época, 
recreadora de los conocimientos científicos y tecnológicos, proyectados 
hacia la formación integral de un egresado acorde con las necesidades 
fundamentales de la sociedad, como bien lo indica la misión de la misma, 
haciendo suyo el compromiso de formar dirigentes para la sociedad; 
propender por la identidad de la nacionalidad colombiana, respetando la 
diversidad cultural, regional y étnica del país; procurar la preservación del 
medio ambiente y el equilibrio de los recursos naturales; y lo más 
importante, ser espacio para la formación de personas democráticas, 
pluralistas, tolerantes y cultores de la diferencia, debería, por lo menos, 
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tener un reglamento docente perfectamente estructurado, abierto y 
fundamentado en la Constitución y las leyes. 
 
Teniendo la  Universidad como programa académico bandera el de 
Derecho, debería contar con un verdadero estatuto disciplinario en el cual 
se hiciera referencia, por ejemplo, a una declaratoria de principios, 
remisiones  analógicas legislativas, en caso de no quedar lo suficiente 
claro el régimen jurídico aplicable. 
 
El reglamento docente de la Universidad Libre debería contar con una 
parte considerativa en la cual se declare la supremacía constitucional, la 
reserva legal y la jerarquía normativa a la cual se ceñirán la totalidad de 
las actuaciones docentes, las reglas aplicables al proceso disciplinario, el 
régimen de derechos, obligaciones y prohibiciones a los profesores, 
calidades de los investigadores, recursos y efectos en que se conceden, 
competencia para avocar su conocimiento, términos, etc. 
 
Lo anterior, en el entendido que, como lo ha previsto la Corte 
Constitucional en fallos ya reseñados, la autonomía universitaria no es 
absoluta, porque encuentra su límite en los preceptos constitucionales y 
legales, porque si bien es cierto la autonomía universitaria permite que las 
instituciones de educación superior se rijan por sus propias normas, 




La Universidad Libre, por  habilitación que le confiere la Ley 30 de 1992, 
resulta ser el sujeto activo de una relación de especial sujeción en materia 
disciplinaria respecto de los docentes que presten sus servicios a través 
de una relación laboral subordinada; empero, le resulta constitucional y 
legalmente prohibido adoptar normas de carácter sancionador que 
resulten violatorias de los principios, valores y derechos constitucionales 
fundamentales que le asisten a los sujetos pasivos de tal relación, tales 
como el trato digno, la legalidad, el debido proceso, el derecho a la 
defensa, entre otros.  
 
4.2 NUESTRA PROPUESTA 
 
Como resultado de la investigación y en aras de contribuir  para que en 
nuestro claustro académico se respeten principios y valores constitucionales, 
presentamos un proyecto de acuerdo a través del cual la H. Consiliatura de 
la Universidad Libre adopte un estatuto disciplinario aplicable a los docentes 
vinculados mediante una relación laboral subordinada. 
 
De dicha propuesta consideramos importante destacar el hecho de 
propender por la creación de una dependencia o grupo que se encargue del 
adelantamiento de las investigaciones disciplinarias en contra de los 
docentes, de manera tal que, como lo prevé el artículo 76 de la Ley 734 de 
2002 -Código Único Disciplinario aplicable a los servidores públicos-, se 
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garantice la preservación de “la garantía de la doble instancia, encargada de 
conocer y fallar en primera instancia los procesos disciplinarios”. 
 
La educación superior en Colombia se rige bajo los postulados de la Ley 30 
de 1992, la cual consagra los alcances de la Autonomía Universitaria 
consagradas constitucionalmente en el artículo 69 de nuestra Carta Política; 
la norma sustantiva precisa en el artículo 28 y siguientes, la expresa facultad 
que otorga a las Universidades para darse y modificar sus estatutos y la de 
adoptar el Régimen de Docentes y Estudiantes; habilitación legal que 
permitió a la Consiliatura de la Universidad Libre, bajo la egida del Acuerdo 
Nº 03 del 27 de octubre de 2004, establecer el Régimen Interno de los 
profesores universitarios de pregrado; empero, éste resulta insuficiente en 
cuanto a la regulación de la especial relación de sujeción en materia 
disciplinaria, tal y como se observó en la investigación realizada y que 
conllevó a presentar la propuesta aquí expresada. 
 
La misión de la Universidad Libre, requiere que la libertad de enseñanza, 
aprendizaje, investigación y cátedra, garanticen individualmente a todos los 
miembros de la comunidad universitaria, el pluralismo y la participación; en 
virtud de ello resulta necesario y conveniente establecer un Estatuto Docente 
que se adecue de manera ágil, practica y efectiva a los principios del debido 
proceso, contradicción y participación; el cual nos permitimos construir con 
base en el estatuto disciplinario del servidor público previsto en la Ley 734 de 
2002 -Código Único Disciplinario-. 
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REGLAMENTO DOCENTE DISCIPLINARIO 
ACUERDO No …….. (……………) 
 
Por el cual se adopta el Reglamento Disciplinario para los profesores 
universitarios de pregrado y posgrado con relación laboral subordinada de la 
Universidad Libre. 
 
La Honorable Consiliatura de la Universidad Libre, en ejercicio de sus 
atribuciones legales y estatutarias, 
 








ARTICULO 1. LEGALIDAD. El docente de pregrado y posgrado con relación 
laboral subordinada de la Universidad Libre, en los casos previstos en este 
reglamento sólo será investigado y sancionado disciplinariamente por 
comportamientos que estén descritos como falta en el reglamento vigente al 
momento de su realización. 
  
ARTICULO 2. ILICITUD SUSTANCIAL. La conducta será antijurídica cuando 
afecte el deber funcional sin justificación alguna. 
 
ARTICULO 3. DEBIDO PROCESO. El sujeto disciplinable deberá ser 
investigado por funcionario competente y con observancia formal y material 
de las normas que determinen la ritualidad del proceso, en los términos de 
este reglamento. 
 
ARTICULO  4. RECONOCIMIENTO DE LA DIGNIDAD HUMANA. Quien 
intervenga en la actuación disciplinaria será tratado con el respeto debido a 
la dignidad inherente al ser humano. 
  
ARTICULO 5. PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. A quien se atribuya una falta 
disciplinaria se presume inocente mientras no se declare su responsabilidad 
en decisión debidamente ejecutoriada. 
  
Durante la actuación toda duda razonable se resolverá a favor del 




ARTICULO 6. CULPABILIDAD. Queda proscrita toda forma de 
responsabilidad objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o 
culpa. 
 
ARTICULO 7. IGUALDAD ANTE LA LEY DISCIPLINARIA. Las autoridades 
disciplinarias tratarán de modo igual a los destinatarios de la ley disciplinaria, 
sin establecer discriminación alguna por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
  
ARTICULO 8. FUNCIÓN DE LA SANCIÓN DISCIPLINARIA. La sanción 
disciplinaria tiene función preventiva y correctiva, para garantizar la 
efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, la ley laboral 
y los reglamentos que rigen la actividad docente. 
  
ARTICULO 9. DERECHO A LA DEFENSA. Durante la actuación disciplinaria 
el investigado tiene derecho a la defensa material y a la designación de un 
abogado. Si el procesado solicita la designación de un defensor así deberá 
procederse. Cuando se juzgue como persona ausente deberá estar 
representado a través de apoderado, si no lo hiciere se designará defensor 
de oficio 
 
ARTICULO 10. PROPORCIONALIDAD. La sanción disciplinaria debe 
corresponder a la gravedad de la falta cometida. En la graduación de la 
sanción deben aplicarse los criterios que fija esta ley. 
  
ARTICULO 11. MOTIVACIÓN. Toda decisión de fondo deberá motivarse. 
  
ARTICULO 12. INTERPRETACIÓN DE LA LEY DISCIPLINARIA. En la 
interpretación y aplicación de la ley disciplinaria el funcionario competente 
debe tener en cuenta que la finalidad del proceso es la prevalencia de la 
justicia, la efectividad del Derecho sustantivo, la búsqueda de la verdad 
material y el cumplimiento de los derechos y garantías debidos a las 
personas que en él intervienen. 
  
ARTICULO 13. APLICACIÓN DE PRINCIPIOS E INTEGRACIÓN 
NORMATIVA. En la aplicación del régimen disciplinario prevalecerán los 
principios rectores contenidos en este reglamento y en la Constitución 
Política. En lo no previsto se aplicarán los convenios internacionales de la 
OIT ratificados por Colombia, y lo dispuesto en los códigos Laboral y de 
Procedimiento Civil y Penal, siempre y cuando no contravengan la naturaleza 




T I T U L O II 
AUTORIDADES DISCIPLINARIAS 
 
ARTÍCULO 14. GRUPO DE CONTROL DISCIPLINARIO DOCENTE. Créase 
el Grupo de Control Disciplinario Docente adscrito a la Rectoría Nacional, al 
cual se le atribuye la potestad disciplinaria en la Universidad Libre, en 
primera instancia. 
 
ARTÍCULO 15. INTEGRACIÓN DEL GRUPO DE CONTROL 
DISCIPLINARIO DOCENTE. Integrase en cada seccional o sede de la 
Universidad Libre el Grupo de Control Disciplinario Docente, con los 
siguientes funcionarios:  
1. El Rector Seccional o su delegado, quien será el director del grupo. 
2. El Decano, director o coordinador de la Unidad Académica a la cual 
pertenezca el docente. 
3. El Profesor Universitario delegado por la Asociación de Profesores de la 
Universidad Libre –ASPROUL-, el cual deberá ostentar el título 
profesional de Abogado, y será el responsable de la sustanciación del 
proceso. 
4. El personal de apoyo que se requiera en casos especiales, a juicio del 
Rector. 
  
PARÁGRAFO ÚNICO. La asignación de las funciones de los miembros del 
Grupo de Control Disciplinario Docente, no implicará la reubicación ni 
separación de los funcionarios de los cargos que desempeñan en titularidad. 
 
ARTÍCULO 16. FUNCIONES DEL GRUPO DE CONTROL DISCIPLINARIO 
DOCENTE.  Son funciones del Grupo de Control Disciplinario Docente: 
1. Conocer, tramitar y fallar en primera instancia, los procesos disciplinarios 
que se adelanten contra los docentes  universitarios de pregrado y 
posgrado con relación laboral subordinada. 
2. Conocer y decidir sobre los recursos de reposición y conceder los de 
apelación ante el Rector nacional de la Universidad Libre, interpuestos 
contra las decisiones proferidas dentro del proceso disciplinario o como 
resultado del mismo.  
3. Ejercer vigilancia sobre la conducta de los docentes universitarios de 
pregrado y posgrado con relación laboral subordinada, y adelantar de 
oficio, por queja o por información de terceros, las indagaciones 
preliminares o investigaciones disciplinarias. 
4. Atemperar en su integridad a las normas constitutivas de Régimen 
Disciplinario, los procesos que de dicha naturaleza adelante, contra los 




5. Asesorar, formular, adoptar, dirigir y coordinar con el Rector nacional de 
la Universidad Libre, las políticas institucionales sobre el régimen 
disciplinario.  
6. Elaborar informes a la Honorable Consiliatura, en lo relacionado con los 
procesos disciplinarios, cuando le sean solicitados. 
7. Diseñar, conforme a las directrices de la Rectoría nacional, el sistema de 
seguimiento, evaluación y prevención de la conducta disciplinaria y 
responsabilidades de los docentes. 
8. Fijar procedimientos internos que garanticen que los procesos 
disciplinarios se tramiten con observancia de principios de economía, 
celeridad, eficiencia, imparcialidad, publicidad, contradicción, buscando 
salvaguardar el debido proceso. 
9. Poner en conocimiento de la Fiscalía General de la Nación los hechos 
que puedan comprometer la responsabilidad penal del Docente 
Universitario. 
10. Las demás que conforme a su naturaleza deban cumplir.  
 
ARTÍCULO 17. FUNCIONES DEL DIRECTOR DEL GRUPO DE CONTROL 
DISCIPLINARIO DOCENTE. Son funciones del Director del Grupo de Control 
Disciplinario Docente:  
1. Velar por la legalidad en los trámites del proceso disciplinario.  
2. Coordinar y supervisar las actividades que se desprendan del desarrollo 
de los procesos disciplinarios. 
3. Emitir los conceptos que solicite el Director del Grupo para la toma de 
decisiones frente a los procesos disciplinarios. 
4. Convocar a reuniones de estudio de los asuntos que sean de 
conocimiento del Grupo de control disciplinario docente. 
5. Las demás que le sean asignadas conforme a la naturaleza de sus 
funciones.  
 
ARTÍCULO 18. FUNCIONES DEL PROFESIONAL DEL GRUPO DE 
CONTROL DISCIPLINARIO DOCENTE.  Son funciones del Profesional 
Universitario del Grupo de Control Disciplinario Docente: 
1. Proyectar las providencias a proferir en los procesos disciplinarios. 
2. Practicar las diligencias de recaudación de pruebas y las de impulso del 
proceso a que haya lugar en los diferentes asuntos. 
3. Llevar a cabo la notificación y comunicación de providencias a los 
involucrados en las investigaciones y a las autoridades administrativas 
que deban recibirlas.  
4. Proyectar los informes internos que se soliciten y los externos que 
requieran las autoridades administrativas. 
5. Suscribir los autos de trámite, con el aval del Director del Grupo. 
6. Llevar el archivo de los expedientes disciplinarios. 
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7. Coadyuvar en las demás actividades que sobre el tema de Control 
docente Universitario se requieran por el Director y/o el Coordinador del 
Grupo. 
 
TITULO III  
EL REGLAMENTO DISCIPLINARIO 
   
CAPITULO PRIMERO 
LA FALTA DISCIPLINARIA 
  
ARTICULO 19. LA FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria, y 
por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción correspondiente, 
la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en 
este reglamento que conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación en 
el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del estatuto 
docente, sin que exista causal de exclusión de responsabilidad contempladas 





ARTÍCULO 20. DESTINATARIOS DEL REGLAMENTO DISCIPLINARIO. 
Son destinatarios del reglamento disciplinario los profesores universitarios de 
pregrado y de posgrado con relación laboral subordinada, con dedicación en 
los términos previstos por el artículo 3 del Acuerdo 3 de 2004, esto es, de 
jornada completa, media jornada, tiempo completo, medio tiempo y 
catedráticos. 
 
AUTORES. Es autor quien cometa la falta disciplinaria o determine a otro a 
cometerla. 
   
CAPITULO TERCERO 
FORMAS DE REALIZACIÓN DEL COMPORTAMIENTO 
  
ARTÍCULO 21. ACCIÓN Y OMISIÓN. Las faltas disciplinarias se realizan por 
acción u omisión en el cumplimiento de los deberes propios del cargo o 
función, o con ocasión de ellos, o por extralimitación de sus funciones. 
  
Cuando se tiene el deber jurídico de impedir un resultado, no evitarlo, 
pudiendo hacerlo, equivale a producirlo. 




EXCLUSIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA 
  
ARTÍCULO 22. CAUSALES DE EXCLUSIÓN DE LA RESPONSABILIDAD 
DISCIPLINARIA. Está exento de responsabilidad disciplinaria quien realice la 
conducta: 
1. Por fuerza mayor o caso fortuito. 
2. En estricto cumplimiento de un deber constitucional o legal.  
3. En cumplimiento de orden legítima de autoridad competente emitida con 
las formalidades legales. 
4. Por salvar un derecho propio o ajeno al cual deba ceder el cumplimiento 
del deber, en razón de la necesidad, adecuación, proporcionalidad y 
razonabilidad. 
5. Por insuperable coacción ajena o miedo insuperable. 
6. Con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituye 
falta disciplinaria. 
7. En situación de inimputabilidad. No habrá lugar al reconocimiento de 
inimputabilidad cuando el sujeto disciplinable hubiere preordenado su 
comportamiento. 
  
T I T U L O IV 
LA EXTINCION DE LA ACCION DISCIPLINARIA  
  
CAPITULO PRIMERO 
CAUSALES DE EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA 
  
ARTÍCULO 23. CAUSALES DE EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN 
DISCIPLINARIA. Son causales de extinción de la acción disciplinaria las 
siguientes:  
1. La muerte del investigado. 
2. La prescripción de la acción disciplinaria. 
  




PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA 
  
ARTÍCULO 24. TÉRMINOS DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
DISCIPLINARIA. La acción disciplinaria prescribe en tres (3) años, contados 
para las faltas instantáneas desde el día de su consumación y para las de 
carácter permanente o continuado desde la realización del último acto. 
 
ARTÍCULO 25. RENUNCIA A LA PRESCRIPCIÓN. El investigado podrá 




PRESCRIPCIÓN DE LA SANCIÓN DISCIPLINARIA 
  
ARTÍCULO 26. TÉRMINO DE PRESCRIPCIÓN DE LA SANCIÓN 
DISCIPLINARIA. La sanción disciplinaria prescribe en un término de tres (3) 
años, contados a partir de la ejecutoria del fallo. 
 
T I T U L O V 
DERECHOS, DEBERES, PROHIBICIONES, CONFLICTO DE INTERESES  




ARTÍCULO 27. DERECHOS. Además de los derechos que les otorgan la 
Constitución Política, las leyes, los estatutos y reglamentos de la Universidad 
y de acuerdo con las condiciones y requisitos establecidos en ellos, los 
profesores tendrán derecho a: 
1. Beneficiarse de las prerrogativas que se deriven de la Constitución 
Política, de las leyes, del Estatuto General, demás normas de la 
Universidad y de convenios interinstitucionales laborales.  
2. Ejercer sus actividades académicas para exponer y valorar las teorías y 
los hechos científicos, culturales, sociales, económicos y artísticos, 
dentro del principio de la libertad de cátedra; 
3. Participar y beneficiarse de programas de formación, actualización y 
perfeccionamiento académico, humanístico, científico, técnico, artístico y 
pedagógicos, de acuerdo con los intereses individuales y los planes que 
adopte la Universidad. 
4.  Recibir tratamiento respetuoso por parte de sus superiores, colegas, 
discípulos y dependientes.  
5. Recibir la remuneración y el reconocimiento de prestaciones sociales que 
le correspondan, al tenor de las normas legales vigentes, viáticos y 
gastos de viaje en comisiones de servicio.  
6. Obtener licencias y permisos establecidos en la ley.  
7. Disponer de la propiedad intelectual o de la industria derivada de las 
producciones de su ingenio, en las condiciones que prevean las leyes y 
las normas de la Universidad.  
8. Elegir y ser elegido para las posiciones que corresponden a los 
profesores en los órganos directivos y asesores de la Universidad, de 
conformidad con el Estatuto General de la Institución y en las demás 
normas pertinentes,  
9. Ascender en el escalafón docente y permanecer en el servicio dentro de 
las condiciones previstas en el presente Estatuto y sus acuerdos 
reglamentarios.  
10. Presentar proyectos e iniciativas para el logro de los fines institucionales; 
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11. Recibir los beneficios estipulados en el Estatuto Docente, previo el lleno 





ARTÍCULO 28. DEBERES GENERALES DEL PERSONAL DOCENTE. 
Constituyen obligaciones generales: 
1. Cumplir la Constitución y las Leyes de la República, los Estatutos y 
Reglamentos de la Universidad; 
2. Propender por la excelencia académica por medio de su capacitación y 
actualización permanentes; 
3. Desempeñar con responsabilidad, imparcialidad, eficacia y eficiencia las 
funciones inherentes a su cargo; 
4. Concurrir puntualmente a sus actividades docentes y cumplir con todos 
sus deberes académicos; 
5. Cumplir las normas inherentes a la ética de su profesión y de su cargo; 
6. Ejercer la actividad académica con sujeción a principios éticos, científicos 
y pedagógicos, con rigor intelectual y respeto por la libertad de cátedra; 
7. Dar tratamiento respetuoso a los integrantes de la comunidad 
universitaria y a todas aquellas personas con quienes tuviere relación en 
el desempeño de su cargo; 
8. Fomentar el estudio, el conocimiento de la realidad nacional, de los 
principios filosóficos y de los objetivos que orientan la Universidad; 
9. Responder por la conservación y utilización de los documentos, 
materiales, recursos económicos y demás bienes confiados a su guarda 
o administración, y rendir oportunamente cuenta de su utilización, cuando 
se requiera; 
10. Las demás previstas en la legislación laboral, en este Reglamento y en 
todas aquellas normas que por su naturaleza correspondan a la actividad 
docente. 
 
ARTÍCULO 29. DEBERES ESPECIALES DE TODO EL PERSONAL 
DOCENTE. Constituyen obligaciones especiales: 
1. Presentar a la Unidad Académica correspondiente, al inicio de cada 
período académico, el plan de trabajo de la asignatura a regentar; 
2. Desarrollar personalmente las clases y otras actividades que le 
correspondan; 
3. Desarrollar en el período académico el programa de la (s) asignatura (s); 
4. Registrar su asistencia a clase y el tema del programa de la(s) 
asignatura(s), en la forma que determine la Universidad; 
5. Informar oportunamente a la autoridad académica de la respectiva 
Facultad, sus ausencias a clase; 
6. Prestar asesoría académica a la respectiva Facultad o Programa; 
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7. Informar oportunamente sobre el desempeño del Monitor si estuviere 
asignado, y al final del período académico presentar informe escrito 
sobre sus aptitudes, rendimiento, interés y demás cualidades 
demostradas; 
8. Llevar el control de asistencia a clase del alumnado y hacer los reportes 
bimestrales; 
9. Practicar personalmente las evaluaciones que correspondan, conforme a 
los Reglamentos, en las fechas señaladas por la respectiva autoridad 
académica y reportar los resultados dentro de los plazos establecidos; 
10. Atender las orientaciones de las autoridades académicas de la 
Universidad; 
11. Asistir y asesorar a los estudiantes en sus procesos académicos. 
 
ARTÍCULO 30. DEBERES ESPECIALES DE LOS PROFESORES DE 
MEDIO TIEMPO Y TIEMPO COMPLETO. Son obligaciones especiales de 
los profesores de Medio Tiempo y Tiempo Completo: 
1. Aportar para las publicaciones de la Universidad cada año, por lo menos, 
un artículo relacionado con el área respectiva; 
2. Realizar exámenes de admisión, preparatorios, validaciones y 
habilitaciones, talleres, cursos de preparatorios, remediales, tutoriales, 
actualizaciones y similares, que le sean asignados; 
3. Dirigir, asesorar y evaluar monografías, trabajos de grado e 
investigaciones adelantadas por los estudiantes; 
4. Participar en los simposios, congresos, seminarios, conferencias y 
similares que programe la Universidad, sobre temas relacionados con su 
área; 
5. Concurrir puntualmente a sus actividades docentes y cumplir con todos 
sus deberes académicos; 
6. Promover la conformación y desarrollo de grupos de trabajo en la 
respectiva área; 
7. Practicar evaluaciones para la selección de monitores y profesores, que 
le sean asignadas; 
 
ARTÍCULO 31. DEBERES ESPECIALES DEL PROFESOR DE JORNADA 
COMPLETA Y DE MEDIA JORNADA. Son obligaciones especiales del 
Profesor de Jornada Completa y de Media Jornada, además de las que 
corresponden a todo el personal docente, las siguientes: 
1. Permanecer en las dependencias de la Universidad cumpliendo su 
labores académicas, durante toda su jornada laboral (cuarenta horas o 
veinte horas semanales presenciales, según la dedicación), así: 
o Profesor de Jornada Completa, máximo 20 horas semanales de 
cátedra. Profesor de media jornada: Máximo 10 horas semanales de 
cátedra. Las horas restantes y hasta completar las 40 o 20 
respectivamente, se dedicarán a los procesos académicos de 
enseñanza, que incluyen: Tutorías dentro del sistema de créditos, 
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participación en comités o grupos de interés institucional, asesoría en 
trabajos de grado, investigación o prácticas, proyectos de 
investigación, preparatorios, cursos de actualización o similares, 
actualización de programas, bancos de preguntas, revisión y 
actualización bibliográfica, y asistencia a estudiantes. Igualmente 
podrán asumir, total o parcialmente, las funciones de Jefe o 
Coordinador de Área o Departamento, Directores de Centros de 
Investigación, Directores de Consultorio Jurídico o de Posgrado. 
2. Presentar al comienzo de cada período académico, a la respectiva 
Unidad Académica, el plan de trabajo escrito de las asignaturas a 
regentar, la programación completa de actividades académicas, 
investigativas y de extensión universitaria que le hayan sido asignadas 
para desarrollar; 
3. Presentar al finalizar cada período académico, a la respectiva Unidad, un 
informe escrito de las actividades académicas, investigativas y de 
extensión universitaria adelantadas; 
4. Asumir la carga académica y cumplir las funciones de tutorías, asesoría, 
consultoría, extensión e investigación encomendadas; 
5. Elaborar y actualizar periódicamente, manuales y otras ayudas 
didácticas; 
6. Ejercer las labores de control y coordinación de profesores, que se le 
señalen, bajo la dirección del Decano, Coordinador o Director del 
Programa; 
7. Presentar propuestas de solución a los problemas académicos 
planteados por los estudiantes; 
8. Ejercer las demás funciones de apoyo académico que le sean fijadas por 





ARTÍCULO 32. PROHIBICIONES. A todo docente vinculado mediante 
relación laboral subordinada le está prohibido:  
1. Incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar las 
funciones contenidas en los reglamentos, los manuales de funciones, las 
convenciones colectivas y/o los contratos de trabajo. 
2. Imponer a otro docente trabajos ajenos a sus funciones o impedirle el 
cumplimiento de sus deberes. 
3. Solicitar, directa o indirectamente, dádivas, agasajos, regalos, favores o 
cualquier otra clase de beneficios. 
4. Ejecutar actos de violencia contra superiores, subalternos o compañeros 
de trabajo, y estudiantes, o injuriarlos o calumniarlos. 
5. Incumplir de manera reiterada e injustificada obligaciones civiles, 
laborales, comerciales o de familia impuestas en decisiones judiciales o 
admitidas en diligencia de conciliación. 
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6. Proporcionar dato inexacto o presentar documentos ideológicamente 
falsos u omitir información que tenga incidencia en su vinculación o 
permanencia en el cargo o en el escalafón docente. 
7. Ocasionar daño o dar lugar a la pérdida de bienes, elementos, o 
documentos que hayan llegado a su poder por razón de sus funciones. 
8. Intervenir en los procesos de concurso de méritos, de evaluación 
profesoral, de admisión a un Programa y de otorgamiento de los 
estímulos académicos, cuando en ellos estuvieren involucrados sus 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad, primero civil y cónyuge o compañero(a) permanente; 
9. Aprovechar la condición de docente para constreñir en beneficio propio o 
de terceros a los docentes. 
10. Distinguir, excluir, restringir o preferir, con base en motivos de raza, color, 
linaje u origen nacional o étnico que tengan por objeto o por resultado 
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones 
de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra de la vida 
pública (artículo 1o., Convención Internacional sobre Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación Racial, aprobada en Colombia 
mediante la Ley 22 de 1981). 
 
CAPITULO CUARTO 
CONFLICTO DE INTERESES 
 
ARTÍCULO 33. CONFLICTO DE INTERESES. Todo docente deberá 
declararse impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular 
y directo en su regulación, gestión, control o decisión, o lo tuviere su 
cónyuge, compañero o compañera permanente, o algunos de sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero 
civil, o su socio o socios de hecho o de Derecho. 
  
T I T U L O VI 
FALTAS Y SANCIONES 
   
CAPITULO PRIMERO 
CLASIFICACIÓN Y CONNOTACIÓN DE LAS FALTAS 
 









ARTÍCULO 35. CRITERIOS PARA DETERMINAR LA GRAVEDAD O 
LEVEDAD DE LA FALTA. Las faltas gravísimas están taxativamente 
señaladas en este reglamento. Se determinará si la falta es grave o leve de 
conformidad con los siguientes criterios:  
1. El grado de culpabilidad. 
2. El grado de perturbación del servicio.  
3. La jerarquía y mando que estuviere ejerciendo al momento de la 
comisión de la falta.   
4. La trascendencia social y en la comunidad académica de la falta o el 
perjuicio causado.  
5. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se 
apreciarán teniendo en cuenta el cuidado empleado en su preparación, el 
nivel de aprovechamiento de la confianza depositada en el investigado o 
de la que se derive de su condición de docente, el grado de participación 
en la comisión de la falta, si fue inducido por un superior a cometerla, o si 
la cometió en estado de ofuscación originado en circunstancias o 
condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente 
comprobadas.  
6. Los motivos determinantes del comportamiento.  
7. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas 
integrantes de la comunidad académica. 
8. La realización típica de una falta objetivamente gravísima cometida con 
culpa grave, será considerada falta grave. 
 
CAPITULO SEGUNDO 
CLASIFICACIÓN Y LÍMITE DE LAS SANCIONES 
  
ARTÍCULO 36. CLASES DE SANCIONES. El sujeto disciplinable está 
sometido a las siguientes sanciones:  
1. Terminación del contrato, para las faltas graves dolosas o gravísimas 
culposas. 
2. Suspensión, para las faltas graves culposas. 
3. Amonestación escrita, para las faltas leves dolosas. 
 
PARÁGRAFO. Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria 
por ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas 
de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave cuando se incurra en falta 
disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona 
del común imprime a sus actuaciones. 
 
ARTÍCULO 37. DEFINICIÓN DE LAS SANCIONES.  
1. Terminación del contrato implica la finalización de la relación laboral 
subordinada por justa causa. 
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2. La suspensión implica la separación del ejercicio del cargo en cuyo 
desempeño se originó la falta disciplinaria y la imposibilidad de ejercer el 
cargo por el término señalado en el fallo.   
3. La amonestación escrita implica un llamado de atención formal, por 
escrito, que debe registrarse en la hoja de vida, con observancia del 
Debido Proceso, especialmente el derecho de Contradicción. 
  
Si al momento del fallo el docente sancionado presta servicios en el mismo o 
en otro cargo en otra seccional, deberá comunicarse la sanción al 
representante legal o a quien corresponda, para que proceda a hacerla 
efectiva. 
  
ARTÍCULO 38. LÍMITE DE LAS SANCIONES. La suspensión no será 
inferior a quince días ni superior a seis meses. 
 
La multa no podrá ser inferior al valor de diez, ni superior al de noventa días 
del salario básico mensual devengado al momento de la comisión de la falta. 
  
La amonestación escrita se anotará en la correspondiente hoja de vida. 
 
ARTÍCULO 39. CRITERIOS PARA LA GRADUACIÓN DE LA SANCIÓN. 
  
1. La cuantía de la multa y el término de duración de la suspensión se fijarán 
de acuerdo con los siguientes criterios:  
a) Haber sido sancionado disciplinariamente dentro de los tres años 
anteriores a la comisión de la conducta que se investiga; 
b) La diligencia y eficiencia demostrada en el desempeño del cargo o de 
la función; 
c) Atribuir la responsabilidad infundadamente a un tercero; 
d) La confesión de la falta  
e) Haber procurado, por iniciativa propia, resarcir el daño o compensar el 
perjuicio causado;  
f) Haber devuelto, restituido o reparado, según el caso, el bien afectado 
con la conducta constitutiva de la falta, siempre que la devolución, 
restitución o reparación no se hubieren decretado en otro proceso;  
g) El grave daño a la comunidad académica o a la imagen institucional 
que genere la conducta;  
h) La afectación a derechos fundamentales;   
i) El conocimiento de la ilicitud; 
2. A quien, con una o varias acciones u omisiones, infrinja varias 
disposiciones de la ley disciplinaria o varias veces la misma disposición, 
se le graduará la sanción de acuerdo con los siguientes criterios:  
a. Si la sanción más grave es la suspensión, se incrementará hasta en 
otro tanto, sin exceder el máximo previsto en este reglamento; 
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b. Si las sanciones son de multa se impondrá la más grave aumentada en 





T I T U L O U N I C O 
LA DESCRIPCION DE LAS FALTAS DISCIPLINARIAS EN PARTICULAR 




ARTÍCULO 40.  FALTAS GRAVÍSIMAS. Son faltas gravísimas las 
siguientes:  
1. Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como 
delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en ejercicio de la 
función docente. 
2. Obstaculizar en forma grave la o las investigaciones que realicen las 
autoridades administrativas y/o académicas, o no suministrar 
oportunamente las informaciones y documentos que se requieran para su 
adelantamiento. 
3. Dar lugar a que por culpa gravísima se extravíen, pierdan o dañen bienes 
la Institución. 
 
ARTÍCULO 41. FALTAS GRAVES Y LEVES. Constituye falta disciplinaria 
grave o leve, el incumplimiento de los deberes, el abuso de los derechos, la 
extralimitación de las funciones, o la violación al régimen de prohibiciones o 
conflicto de intereses consagrados en los estatutos y reglamentos de la 
Universidad. 
 
La gravedad o levedad de la falta se establecerá de conformidad con los 





T I T U L O I 
LA ACCION DISCIPLINARIA 
  
ARTÍCULO 42. APLICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO. El procedimiento 
disciplinario establecido deberá aplicarse por las autoridades disciplinarias 




ARTÍCULO 43. EJERCICIO DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA. La acción 
disciplinaria se ejerce por la Universidad Libre a través de las oficinas de 
control docente disciplinario establecidas. 
  
ARTÍCULO 44. NATURALEZA DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA. La acción 
disciplinaria es eminentemente constitucional, en desarrollo de la garantía del 
Debido Proceso. 
  
ARTÍCULO 45. OFICIOSIDAD Y PREFERENCIA. La acción disciplinaria se 
iniciará y adelantará de oficio, o por información proveniente de un miembro 
de la comunidad universitaria o de otro medio que amerite credibilidad, o por 
queja formulada por cualquier persona, y no procederá por anónimos, salvo 
que con éstos se alleguen soportes que sustenten seriamente la queja. 
  
ARTÍCULO 46. OBLIGATORIEDAD DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA. El 
docente  que tenga conocimiento de un hecho constitutivo de posible falta 
disciplinaria deberá poner el hecho en conocimiento de la autoridad 
competente, adjuntando las pruebas que tuviere. 
  
ARTÍCULO 47. TERMINACIÓN DEL PROCESO DISCIPLINARIO. En 
cualquier etapa de la actuación disciplinaria en que aparezca plenamente 
demostrado que el hecho atribuido no existió, que la conducta no está 
prevista como falta disciplinaria, que el investigado no la cometió, que existe 
una causal de exclusión de responsabilidad, o que la actuación no podía 
iniciarse o proseguirse, el funcionario del conocimiento, mediante decisión 
motivada, así lo declarará y ordenará el archivo definitivo de las diligencias. 
 
ARTÍCULO 48. CONTROL DISCIPLINARIO INTERNO. Toda seccional o 
sede de la Universidad deberá organizar un Grupo de Control Disciplinario 
Docente, encargada de conocer y fallar en primera instancia los procesos 
disciplinarios que se adelanten contra los docentes vinculados mediante 
relación laboral subordinada. La segunda instancia corresponderá al rector 
nacional de la Corporación Universidad Libre. 
 
T I T U L O II 
IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES 
  
ARTÍCULO 49. CAUSALES DE IMPEDIMENTO Y RECUSACIÓN. Son 
causales de impedimento y recusación, para quienes ejerzan la acción 
disciplinaria, las siguientes:  
1. Tener interés directo en la actuación disciplinaria, o tenerlo su cónyuge, 
compañero permanente, o alguno de sus parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
2. Haber proferido la decisión de cuya revisión se trata, o ser cónyuge o 
compañero permanente, o pariente dentro del cuarto grado de 
  
134 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, del inferior que tomó 
la decisión. 
3. Ser cónyuge o compañero permanente, o pariente dentro del cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, de 
cualquiera de los sujetos procesales. 
4. Haber sido apoderado o defensor de alguno de los sujetos procesales o 
contraparte de cualquiera de ellos, o haber dado consejo o manifestado 
su opinión sobre el asunto materia de la actuación. 
5. Tener amistad íntima o enemistad grave con cualquiera de los sujetos 
procesales. 
6. Ser o haber sido socio de cualquiera de los sujetos procesales en 
sociedad colectiva, de responsabilidad limitada, en comandita simple, o 
de hecho, o serlo o haberlo sido su cónyuge o compañero permanente, o 
pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad 
o primero civil. 
7. Ser o haber sido heredero, legatario o guardador de cualquiera de los 
sujetos procesales, o serlo o haberlo sido su cónyuge o compañero 
permanente, o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil. 
8. Estar o haber estado vinculado legalmente a una investigación 
disciplinaria en la que se le hubiere proferido resolución de acusación o 
formulado cargos, por denuncia o queja instaurada por cualquiera de los 
sujetos procesales. 
9. Ser o haber sido acreedor o deudor de cualquiera de los sujetos 
procesales, salvo cuando se trate de sociedad anónima, o serlo o haberlo 
sido su cónyuge o compañero permanente, o pariente dentro del cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
10. Haber dejado vencer, sin actuar, los términos que la ley señale, a menos 
que la demora sea debidamente justificada. 
  
ARTÍCULO 50. DECLARACIÓN DE IMPEDIMENTO. La persona en quien 
concurra cualquiera de las anteriores causales debe declararse 
inmediatamente impedido, una vez la advierta, mediante escrito en el que 
exprese las razones, señale la causal y si fuere posible aporte las pruebas 
pertinentes. 
  
ARTÍCULO 51. RECUSACIONES. Cualquiera de los sujetos procesales 
podrá recusar a la persona que conozca de la actuación disciplinaria, con 
base en las causales a que se refiere el artículo 43 de este estatuto. Al 
escrito de recusación acompañará la prueba en que se funde. 
  
ARTÍCULO 52. PROCEDIMIENTO EN CASO DE IMPEDIMENTO O DE 
RECUSACIÓN. En caso de impedimento el funcionario enviará, 
inmediatamente, la actuación disciplinaria al superior, quien decidirá de plano 
dentro de los tres días siguientes a la fecha de su recibo. Si acepta el 
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impedimento, determinará a quien corresponde el conocimiento de las 
diligencias. 
  
Cuando se trate de recusación, el funcionario manifestará si acepta o no la 
causal, dentro de los dos días siguientes a la fecha de su formulación, 
vencido este término, se seguirá el trámite señalado en el inciso anterior. 
  
La actuación disciplinaria se suspenderá desde que se manifieste el 
impedimento o se presente la recusación y hasta cuando se decida. 
  
T I T U L O III  
SUJETOS PROCESALES 
  
ARTÍCULO 53. SUJETOS PROCESALES EN LA ACTUACIÓN 
DISCIPLINARIA. Podrán intervenir en la actuación disciplinaria, como 
sujetos procesales, el investigado y su defensor, y, el delegado de 
ASPROUL. 
 
ARTÍCULO 54. FACULTADES DE LOS SUJETOS PROCESALES. Los 
sujetos procesales podrán:  
1. Solicitar, aportar y controvertir pruebas e intervenir en la práctica de las 
mismas. 
2. Interponer recursos. 
3. Presentar las solicitudes que consideren necesarias para garantizar la 
legalidad de la actuación disciplinaria y el cumplimiento de los fines de la 
misma, y 
4. Obtener copias de la actuación 
 
PARÁGRAFO. La intervención del quejoso se limita únicamente a presentar 
y ampliar la queja, a aportar las pruebas que tenga en su poder y a recurrir la 
decisión de archivo y el fallo absolutorio. Para estos efectos podrá conocer el 
expediente en la secretaría de la unidad académica a la cual está adscrito el 
docente disciplinable. 
 
ARTÍCULO 55. CALIDAD DE INVESTIGADO. La calidad de investigado se 
adquiere a partir del momento de la apertura de investigación o de la orden 
de vinculación, según el caso. 
  
El funcionario encargado de la investigación, notificará de manera personal la 
decisión de apertura, al disciplinado. Para tal efecto lo citará a la dirección 
registrada en el expediente o a aquella que aparezca registrada en su hoja 
de vida. De no ser posible la notificación personal, se le notificará por edicto 




El trámite de la notificación personal no suspende en ningún caso la 
actuación probatoria encaminada a demostrar la existencia del hecho y la 
responsabilidad del disciplinado. Con todo, aquellas pruebas que se hayan 
practicado sin la presencia del implicado, en tanto se surtía dicho trámite de 
notificación, deberán ser ampliadas o reiteradas, en los puntos que solicite e l 
disciplinado. 
  
Enterado de la vinculación el investigado, y su defensor si lo tuviere, tendrá 
la obligación procesal de señalar la dirección en la cual recibirán las 
comunicaciones y de informar cualquier cambio de ella. 
  
La omisión de tal deber implicará que las comunicaciones se dirijan a la 
última dirección conocida. 
  
ARTÍCULO 56. DERECHOS DEL INVESTIGADO. Como sujeto procesal, el 
investigado tiene los siguientes derechos: 
  
1. Acceder a la investigación. 
2. Designar defensor. 
3. Ser oído en versión libre, en cualquier etapa de la actuación, hasta antes 
del fallo de primera instancia. 
4. Solicitar o aportar pruebas y controvertirlas, e intervenir en su práctica. 
5. Rendir descargos. 
6. Impugnar y sustentar las decisiones cuando hubiere lugar a ello. 
7. Obtener copias de la actuación. 
8. Presentar alegatos de conclusión antes del fallo de primera o única 
instancia. 
  
T I T U L O IV 
LA ACTUACION PROCESAL 




ARTÍCULO 57. PRINCIPIOS QUE RIGEN LA ACTUACIÓN PROCESAL. La 
actuación disciplinaria se desarrollará conforme a los principios rectores 
consagrados en la Constitución Política y en el presente estatuto. Así mismo, 
se observarán los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad, publicidad y contradicción. 
 
ARTÍCULO 58. RESERVA DE LA ACTUACIÓN DISCIPLINARIA. En el 
procedimiento disciplinario las actuaciones serán reservadas hasta cuando 
se formule el pliego de cargos o la providencia que ordene el archivo 




El investigado estará obligado a guardar la reserva de las pruebas que por 
disposición de la Constitución o la ley tengan dicha condición. 
 
ARTÍCULO 59. REQUISITOS FORMALES DE LA ACTUACIÓN. La 
actuación disciplinaria deberá adelantarse en idioma castellano, y se 
recogerá por duplicado, en el medio más idóneo posible. 
  
Las demás formalidades se regirán por las normas del Código Único 
Disciplinario, en cuanto no se oponga a las previsiones de este estatuto. 
  
ARTÍCULO 60. MOTIVACIÓN DE LAS DECISIONES DISCIPLINARIAS Y 
TÉRMINO PARA ADOPTAR DECISIONES. Todas las decisiones 
interlocutorias y los fallos que se profieran en el curso de la actuación 
deberán motivarse. 
  
Las decisiones que requieran motivación se tomarán en el término de diez 
días y las de impulso procesal en el de tres, salvo disposición en contrario. 
  
ARTÍCULO 61. UTILIZACIÓN DE MEDIOS TÉCNICOS. Para la práctica de 
las pruebas y para el desarrollo de la actuación se podrán utilizar medios 
técnicos, siempre y cuando su uso no atente contra los derechos y garantías 
constitucionales. 
  
Las pruebas y diligencias pueden ser recogidas y conservadas en medios 
técnicos y su contenido se consignará por escrito sólo cuando sea 
estrictamente necesario. 
  
Así mismo, la evacuación de audiencias, diligencias en general y la práctica 
de pruebas pueden llevarse a cabo en lugares diferentes al del conductor del 
proceso, a través de medios como la audiencia o comunicación virtual, 
siempre que un docente delegado por ASPROUL controle materialmente su 
desarrollo en el lugar de su evacuación. De ello se dejará constancia expresa 
en el acta de la diligencia. 
  
ARTÍCULO 62.  RECONSTRUCCIÓN DE EXPEDIENTES. Cuando se 
perdiere o destruyere un expediente correspondiente a una actuación en 
curso, el funcionario competente deberá practicar todas las diligencias 
necesarias para lograr su reconstrucción. Para tal efecto, se allegarán las 
copias recogidas previamente por escrito o en medio magnético y se 
solicitará la colaboración de los sujetos procesales, a fin de obtener copia de 
las diligencias o decisiones que se hubieren proferido; de igual forma se 
procederá respecto de las remitidas a las entidades oficiales. 
  
Cuando los procesos no pudieren ser reconstruidos, deberá reiniciarse la 




NOTIFICACIONES Y COMUNICACIONES 
  
ARTÍCULO 63. FORMAS DE NOTIFICACIÓN. La notificación de las 
decisiones disciplinarias puede ser: personal, por estado, en estrados, por 
edicto o por conducta concluyente. 
  
ARTÍCULO 64. NOTIFICACIÓN PERSONAL. Se notificarán personalmente 
los autos de apertura de indagación preliminar y de investigación 
disciplinaria, el pliego de cargos y el fallo. 
 
ARTÍCULO 65. NOTIFICACIÓN POR MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
ELECTRÓNICOS. Las decisiones que deban notificarse personalmente 
podrán ser enviadas al número de fax o a la dirección de correo electrónico 
del investigado o de su defensor, si previamente y por escrito, hubieren 
aceptado ser notificados de esta manera. La notificación se entenderá surtida 
en la fecha que aparezca en el reporte del fax o en que el correo electrónico 
sea enviado. La respectiva constancia será anexada al expediente. 
  
ARTÍCULO 66. NOTIFICACIÓN DE DECISIONES INTERLOCUTORIAS. 
Proferida la decisión, a más tardar al día siguiente se librará comunicación 
con destino a la persona que deba notificarse; si ésta no se presenta dentro 
de los tres días hábiles siguientes, se procederá a notificar por estado o por 
edicto, salvo en el evento del pliego de cargos. 
   
En la comunicación se indicará la fecha de la actuación y la decisión tomada. 
  
ARTÍCULO 67. NOTIFICACIÓN POR FUNCIONARIO COMISIONADO. En 
los casos en que la notificación del pliego de cargos deba realizarse en una 
Seccional o Sede diferente a la del competente, éste podrá comisionar para 
tal efecto al jefe de personal de la Seccional o Sede  a la que esté vinculado 
el investigado, según el caso. Si no se pudiere realizar la notificación 
personal, se fijará edicto en lugar visible de la secretaría de la Unidad 
Académica a la cual esté adscrito el disciplinado, por el término de cinco días 
hábiles. Cumplido lo anterior, el comisionado devolverá inmediatamente al 
comitente la actuación, con las constancias correspondientes. 
  
La actuación permanecerá en la Secretaría de la Unidad Académica a la cual 
esté adscrito el disciplinado. 
  
ARTÍCULO 68. NOTIFICACIÓN POR ESTADO. La notificación por estado 
se hará conforme lo dispone el Código de Procedimiento Civil. 
  
ARTÍCULO 69. NOTIFICACIÓN EN ESTRADO. Las decisiones que se 
profieran en audiencia pública o en el curso de cualquier diligencia de 
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carácter verbal se consideran notificadas a todos los sujetos procesales 
inmediatamente se haga el pronunciamiento, se encuentren o no presentes. 
  
ARTÍCULO 70. NOTIFICACIÓN POR EDICTO. Los autos que deciden la 
apertura de indagación preliminar e investigación y fallos que no pudieren 
notificarse personalmente se notificarán por edicto. Para tal efecto, una vez 
producida la decisión, se citará inmediatamente al disciplinado, por un medio 
eficaz, a la secretaría de la Unidad Académica a la cual esté adscrito o a la 
última dirección registrada en su hoja de vida o a la que aparezca en el 
proceso disciplinario, con el fin de notificarle el contenido de aquella y, si es 
sancionatoria, hacerle conocer los recursos que puede interponer. Se dejará 
constancia secretarial en el expediente sobre el envío de la citación. 
 
Si vencido el término de ocho (8) días a partir del envío de la citación, no 
comparece el citado, en la Secretaría se fijará edicto por el término de tres 
(3) días para notificar la providencia. 
  
Cuando el procesado ha estado asistido por apoderado, con él se surtirá la 
notificación personal, previo el procedimiento anterior. 
  
ARTÍCULO 71. NOTIFICACIÓN POR CONDUCTA CONCLUYENTE. 
Cuando no se hubiere realizado la notificación personal o ficta, o ésta fuere 
irregular respecto de decisiones o del fallo, la exigencia legal se entiende 
cumplida, para todos los efectos, si el investigado o su defensor no reclama y 
actúa en diligencias posteriores o interpone recursos contra ellos o se refiere 
a las mismas o a su contenido en escritos o alegatos verbales posteriores. 
 
ARTÍCULO 72. COMUNICACIONES. Se debe comunicar al quejoso la 
decisión de archivo y el fallo absolutorio. Se entenderá cumplida la 
comunicación cuando haya transcurrido tres (3) días, después de la fecha de 
su entrega a la oficina de correo. 
  
Las decisiones no susceptibles de recurso se comunicarán al día siguiente 
por el medio más eficaz y de ello se dejará constancia en el expediente. 




ARTÍCULO 73. CLASES DE RECURSOS Y SUS FORMALIDADES. Contra 
las decisiones disciplinarias proceden los recursos de reposición, apelación y 
queja, los cuales se interpondrán por escrito, salvo disposición expresa en 
contrario. 
  




ARTÍCULO 74. OPORTUNIDAD PARA INTERPONER LOS RECURSOS. 
Los recursos de reposición y apelación se podrán interponer desde la fecha 
de expedición de la respectiva decisión hasta el vencimiento de los tres (3) 
días siguientes a la última notificación. 
  
Si la notificación de la decisión se hace en estrados, los recursos deberán 
interponerse y sustentarse en el curso de la respectiva audiencia o diligencia. 
Si las mismas se realizaren en diferentes sesiones, se interpondrán en la 
sesión donde se produzca la decisión a impugnar. 
  
ARTÍCULO 75. SUSTENTACIÓN DE LOS RECURSOS. Quien interponga 
recursos deberá expresar por escrito las razones que los sustentan ante el 
funcionario que profirió la correspondiente decisión. En caso contrario, se 
declararán desiertos. La sustentación del recurso deberá efectuarse dentro 
del mismo término que se tiene para impugnar. 
  
Cuando la decisión haya sido proferida en estrado la sustentación se hará 
verbalmente en audiencia o diligencia, o en la respectiva sesión, según el 
caso. 
  
ARTÍCULO 76. RECURSO DE REPOSICIÓN. El recurso de reposición 
procederá únicamente contra la decisión que se pronuncia sobre la nulidad y 
la negación de la solicitud de copias o pruebas al investigado o a su 
apoderado, y contra el fallo de única instancia. 
 
ARTÍCULO 77. TRÁMITE DEL RECURSO DE REPOSICIÓN. Cuando el 
recurso de reposición se formule por escrito debidamente sustentado, 
vencido el término para impugnar la decisión, se mantendrá en Secretaría 
por tres (3) días en traslado a los sujetos procesales. De lo anterior se dejará 
constancia en el expediente. Surtido el traslado, se decidirá el recurso. 
  
ARTÍCULO 78. RECURSO DE APELACIÓN. El recurso de apelación 
procede únicamente contra las siguientes decisiones: la que niega la práctica 
de pruebas solicitadas en los descargos, la decisión de archivo y el fallo de 
primera instancia. 
 
En el efecto suspensivo se concederá la apelación de la decisión de archivo, 
del fallo de primera instancia y de la decisión que niega totalmente la práctica 
de pruebas, cuando no se han decretado de oficio, caso en el cual se 
concederá en el efecto diferido; en el devolutivo, cuando la negativa es 
parcial. 
 
ARTÍCULO 79. DE LA REFORMATIO IN PEJUS. En desarrollo del trámite 
de la segunda instancia, el rector nacional, en la providencia que resuelva el 
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recurso de apelación interpuesto contra el fallo sancionatorio, no podrá 
agravar la sanción impuesta, cuando el investigado sea apelante único. 
 
ARTÍCULO 80. RECURSO DE QUEJA. El recurso de queja procede contra 
la decisión que rechaza el recurso de apelación. 
  
ARTÍCULO 81. TRÁMITE DEL RECURSO DE QUEJA. Dentro del término 
de ejecutoria de la decisión que niega el recurso de apelación, se podrá 
interponer y sustentar el recurso de queja. Si no se hiciere oportunamente, 
se rechazará. 
  
Dentro de los dos días siguientes al vencimiento del término anterior, el 
funcionario competente enviará al rector nacional las copias pertinentes, para 
que decida el recurso. 
  
El costo de las copias estará a cargo de la Universidad. 
Si el rector nacional necesitare copia de otras actuaciones procesales, 
ordenará su remisión a la mayor brevedad posible. Si decide que el recurso 
debe concederse, lo hará en el efecto que corresponde. 
  
ARTÍCULO 82. EJECUTORIA DE LAS DECISIONES. Las decisiones 
disciplinarias contra las que proceden recursos quedarán en firme tres (3) 
días después de la última notificación. Las que se dicten en audiencia o 
diligencia, al finalizar ésta o la sesión donde se haya tomado la decisión, si 
no fueren impugnadas. 
  
Las decisiones que resuelvan los recursos de apelación y queja, así como 
aquellas contra las cuales no procede recurso alguno, quedarán en firme el 
día que sean suscritas por el funcionario competente. 
 
ARTÍCULO 83. DESISTIMIENTO DE LOS RECURSOS. Quien hubiere 
interpuesto un recurso podrá desistir del mismo antes de que el funcionario 
competente lo decida. 
  
ARTÍCULO 84. CORRECCIÓN, ACLARACIÓN Y ADICIÓN DE LOS 
FALLOS. En los casos de error aritmético, o en el nombre o identidad del 
investigado, de la entidad o fuerza donde labora o laboraba, o en la 
denominación del cargo o función que ocupa u ocupaba, o de omisión 
sustancial en la parte resolutiva del fallo, éste debe ser corregido, aclarado o 
adicionado, según el caso, de oficio o a petición de parte, por el mismo 
funcionario que lo profirió. 
  
El fallo corregido, aclarado, o adicionado, será notificado conforme a lo 




T I T U L O V 
PRUEBAS 
  
ARTÍCULO 85. NECESIDAD Y CARGA DE LA PRUEBA. Toda decisión 
interlocutoria y el fallo disciplinario deben fundarse en pruebas legalmente 
producidas y aportadas al proceso por petición de cualquier sujeto procesal o 
en forma oficiosa. La carga de la prueba corresponde a la Universidad Libre.  
  
ARTÍCULO 86. IMPARCIALIDAD DEL FUNCIONARIO EN LA BÚSQUEDA 
DE LA PRUEBA. El grupo de control docente disciplinario buscará la verdad 
real. Para ello deberá investigar con igual rigor los hechos y circunstancias 
que demuestren la existencia de la falta disciplinaria y la responsabilidad del 
investigado, y los que tiendan a demostrar su inexistencia o lo eximan de 
responsabilidad. Para tal efecto, podrá decretar pruebas de oficio. 
  
ARTÍCULO 87. MEDIOS DE PRUEBA. Son medios de prueba la confesión, 
el testimonio, la peritación, la inspección o visita especial, y los documentos, 
los cuales se practicarán conforme a las normas del Código de 
Procedimiento Penal en cuanto sean compatibles con la naturaleza y reglas 
del Derecho disciplinario. 
  
Los indicios se tendrán en cuenta al momento de apreciar las pruebas, 
siguiendo los principios de la sana crítica. 
  
Los medios de prueba no previstos en esta ley se practicarán de acuerdo con 
las disposiciones que los regulen, respetando siempre los derechos 
fundamentales. 
  
ARTÍCULO 88. LIBERTAD DE PRUEBAS. La falta y la responsabilidad del 
investigado podrán demostrarse con cualquiera de los medios de prueba 
legalmente reconocidos. 
  
ARTÍCULO 89. PETICIÓN Y RECHAZO DE PRUEBAS. Los sujetos 
procesales pueden aportar y solicitar la práctica de las pruebas que estimen 
conducentes y pertinentes. Serán rechazadas las inconducentes, las 
impertinentes y las superfluas y no se atenderán las practicadas ilegalmente. 
  
ARTÍCULO 90. PRÁCTICA DE PRUEBAS POR COMISIONADO. El grupo 
de control podrá comisionar para la práctica de pruebas a otro grupo 
disciplinario o funcionario de la Sede o Seccional en donde hayan de 
recaudarse. 
  
En la decisión que ordene la comisión se deben establecer las diligencias 
objeto de la misma y el término para practicarlas, el cual no puede exceder 
de treinta (30) días. 
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El comisionado practicará aquellas pruebas que surjan directamente de las 
que son objeto de la comisión, siempre y cuando no se le haya prohibido 
expresamente. Si el término de comisión se encuentra vencido se solicitará 
ampliación y se concederá por un termino máximo igual al inicial, y 
comunicará por cualquier medio eficaz, de lo cual se dejará constancia. 
  
Se remitirán al comisionado las copias de la actuación disciplinaria que sean 
necesarias para la práctica de las pruebas. 
  
El Rector Nacional podrá comisionar a cualquier funcionario de la 
Universidad para la práctica de pruebas, los grupos de control disciplinario 
docente sólo podrán hacerlo cuando la prueba deba practicarse fuera de su 
sede, salvo que el comisionado pertenezca a su dependencia. 
  
ARTÍCULO 91. PRUEBA TRASLADADA. Las pruebas practicadas 
válidamente en una actuación judicial o administrativa, dentro o fuera del 
país, podrán trasladarse a la actuación disciplinaria mediante copias 
autorizadas por el respectivo funcionario y serán apreciadas conforme a las 
reglas previstas en este código. 
  
ARTÍCULO 92. ASEGURAMIENTO DE LA PRUEBA. El funcionario 
competente tomará las medidas que sean necesarias para asegurar los 
elementos de prueba. 
  
ARTÍCULO 93. OPORTUNIDAD PARA CONTROVERTIR LA PRUEBA. Los 
sujetos procesales podrán controvertir las pruebas a partir del momento en 
que tengan acceso a la actuación disciplinaria. 
 
ARTÍCULO 94. INEXISTENCIA DE LA PRUEBA. La prueba recaudada sin 
el lleno de las formalidades sustanciales o con desconocimiento de los 
derechos fundamentales del investigado, se tendrá como inexistente. 
  
ARTÍCULO 95. APRECIACIÓN INTEGRAL DE LAS PRUEBAS. Las 
pruebas deberán apreciarse conjuntamente, de acuerdo con las reglas de la 
sana crítica. 
  
En toda decisión motivada deberá exponerse razonadamente el mérito de las 
pruebas en que ésta se fundamenta. 
  
ARTÍCULO 96. PRUEBA PARA SANCIONAR. No se podrá proferir fallo 
sancionatorio sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza 




T I T U L O VI 
NULIDADES 
  
ARTÍCULO 97. CAUSALES DE NULIDAD. Son causales de nulidad las 
siguientes:  
1. La falta de competencia del funcionario para proferir el fallo. 
2. La violación del derecho de defensa del investigado. 
3. La existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido 
proceso. 
  
PARÁGRAFO. Los principios que orientan la declaratoria de nulidad y su 
convalidación, consagrados en el Código de Procedimiento Penal, se 
aplicarán a este procedimiento. 
  
ARTÍCULO 98. DECLARATORIA OFICIOSA. En cualquier estado de la 
actuación disciplinaria, cuando el funcionario que conozca del asunto 
advierta la existencia de alguna de las causales previstas en la norma 
anterior, declarará la nulidad de lo actuado. 
  
ARTÍCULO 99. EFECTOS DE LA DECLARATORIA DE NULIDAD. La 
declaratoria de nulidad afectará la actuación disciplinaria desde el momento 
en que se presente la causal. Así lo señalará el funcionario competente y 
ordenará que se reponga la actuación que dependa de la decisión declarada 
nula. 
  
La declaratoria de nulidad de la actuación disciplinaria no invalida las 
pruebas allegadas y practicadas legalmente. 
  
ARTÍCULO 100. REQUISITOS DE LA SOLICITUD DE NULIDAD. La 
solicitud de nulidad podrá formularse antes de proferirse el fallo definitivo, y 
deberá indicar en forma concreta la causal o causales respectivas y expresar 
los fundamentos de hecho y de Derecho que la sustenten. 
  
ARTÍCULO 101. TÉRMINO PARA RESOLVER. El funcionario competente 
resolverá la solicitud de nulidad, a más tardar dentro de los cinco (5) días 




T I T U L O VII 





ARTÍCULO 102. PROCEDENCIA, FINES Y TRÁMITE DE LA INDAGACIÓN 
PRELIMINAR. En caso de duda sobre la procedencia de la investigación 
disciplinaria se ordenará una indagación preliminar. 
  
La indagación preliminar tendrá como fines verificar la ocurrencia de la 
conducta, determinar si es constitutiva de falta disciplinaria o si se ha 
actuado al amparo de una causal de exclusión de la responsabilidad. 
 
En los demás casos la indagación preliminar tendrá una duración de dos (2) 
meses y culminará con el archivo definitivo o auto de apertura.  
 
La indagación preliminar no podrá extenderse a hechos distintos del que fue 
objeto de denuncia, queja o iniciación oficiosa y los que le sean conexos. 
  
PARÁGRAFO 1o. Cuando la información o queja sea manifiestamente 
temeraria o se refiera a hechos disciplinariamente irrelevantes o de imposible 
ocurrencia o sean presentados de manera absolutamente inconcreta o 





ARTÍCULO 103. PROCEDENCIA DE LA INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA. 
Cuando, con fundamento en la queja, en la información recibida o en la 
indagación preliminar, se identifique al posible autor o autores de la falta 
disciplinaria, el funcionario iniciará la investigación disciplinaria. 
  
ARTÍCULO 104. FINALIDADES DE LA DECISIÓN SOBRE 
INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA. La investigación disciplinaria tiene por 
objeto verificar la ocurrencia de la conducta; determinar si es constitutiva de 
falta disciplinaria; esclarecer los motivos determinantes, las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar en las que se cometió, el perjuicio causado a la 
administración pública con la falta, y la responsabilidad disciplinaria del 
investigado. 
 
ARTÍCULO 105. CONTENIDO DE LA INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA. La 
ecisión que ordena abrir investigación disciplinaria deberá contener:  
1. La identidad del posible autor o autores. 
2. La relación de pruebas cuya práctica se ordena. 
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3. La orden de incorporar a la actuación los antecedentes disciplinarios del 
investigado, si los hubiere, y su última dirección conocida. 
4. La orden de informar y de comunicar esta decisión, de conformidad con lo 
señalado en este estatuto. 
  
ARTÍCULO 105. NOTIFICACIÓN DE LA INICIACIÓN DE LA 
INVESTIGACIÓN. Iniciada la investigación disciplinaria se notificará al 
investigado y se dejará constancia en el expediente respectivo. En la 
comunicación se debe informar al investigado que tiene derecho a designar 
defensor. 
  
ARTÍCULO 107. TÉRMINO DE LA INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA. El 
término de la investigación disciplinaria será de tres (3) meses, contados a 
partir de la decisión de apertura. 
  
Vencido el término de la investigación, el funcionario de conocimiento la 
evaluará y adoptará la decisión de cargos, si se reunieren los requisitos 
legales para ello o el archivo de las diligencias. Con todo si hicieren falta 
pruebas que puedan modificar la situación se prorrogará la investigación 
hasta por la mitad del término, vencido el cual, si no ha surgido prueba que 
permita formular cargos, se archivará definitivamente la actuación. 
 
CAPITULO TERCERO 
EVALUACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA 
  
ARTÍCULO 108. DECISIÓN DE EVALUACIÓN. Cuando se haya recaudado 
prueba que permita la formulación de cargos, o vencido el término de la 
investigación, dentro de los ocho (8) días siguientes, el funcionario de 
conocimiento, mediante decisión motivada, evaluará el mérito de las pruebas 
recaudadas y formulará pliego de cargos contra el investigado u ordenará el 
archivo de la actuación, según corresponda. 
  
ARTÍCULO 109. PROCEDENCIA DE LA DECISIÓN DE CARGOS. El 
funcionario de conocimiento formulará pliego de cargos cuando esté 
objetivamente demostrada la falta y exista prueba que comprometa la 
responsabilidad del investigado. Contra esta decisión no procede recurso 
alguno. 
 
ARTÍCULO 110. CONTENIDO DE LA DECISIÓN DE CARGOS. La decisión 
mediante la cual se formulen cargos al investigado deberá contener:  
1. La descripción y determinación de la conducta investigada, con indicación 
de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se realizó. 
2. Las normas presuntamente violadas y el concepto de la violación, 
concretando la modalidad específica de la conducta. 
3. La identificación del autor o autores de la falta. 
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4. La denominación del cargo o la función desempeñada en la época de 
comisión de la conducta. 
5. El análisis de las pruebas que fundamentan cada uno de los cargos 
formulados. 
6. La exposición fundada de los criterios tenidos en cuenta para determinar 
la gravedad o levedad de la falta, de conformidad con lo señalado en el 
artículo 29  de este código. 
7. La forma de culpabilidad. 
8. El análisis de los argumentos expuestos por los sujetos procesales. 
 
ARTÍCULO 111. NOTIFICACIÓN DEL PLIEGO DE CARGOS Y 
OPORTUNIDAD DE VARIACIÓN. El pliego de cargos se notificará 
personalmente al procesado o a su apoderado si lo tuviere.  
 
Para el efecto inmediatamente se librará comunicación y se surtirá con el 
primero que se presente. 
 
Si dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la comunicación no se ha 
presentado el procesado o su defensor, si lo tuviere, se procederá a designar 
defensor de oficio con quien se surtirá la notificación personal. 
 
Las restantes notificaciones se surtirán por estado. 
 
El pliego de cargos podrá ser variado luego de concluida la práctica de 
pruebas y hasta antes del fallo de primera instancia, por error en la 
calificación jurídica o por prueba sobreviniente. La variación se notificará en 
la misma forma del pliego de cargos y se otorgará un término prudencial para 
solicitar y practicar otras pruebas, el cual no podrá exceder la mitad del fijado 
para la actuación original. 
 
CAPITULO CUARTO 
DESCARGOS, PRUEBAS Y FALLO 
  
ARTÍCULO 112. TÉRMINO PARA PRESENTAR DESCARGOS. Notificado 
el pliego de cargos, el expediente quedará en la Secretaría de la Unidad 
Académica a la cual esté adscrito el docente, por el término de ocho (8) días, 
a disposición de los sujetos procesales, quienes podrán aportar y solicitar 
pruebas. Dentro del mismo término, el investigado o su defensor, podrán 
presentar sus descargos. 
 
ARTÍCULO 113. RENUENCIA. La renuencia del investigado o de su 
defensor a presentar descargos no interrumpe el trámite de la actuación. 
   
ARTÍCULO 114. TÉRMINO PROBATORIO. Vencido el término señalado en 
el artículo anterior, el funcionario ordenará la práctica de las pruebas que 
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hubieren sido solicitadas, de acuerdo con los criterios de conducencia, 
pertinencia y necesidad. 
  
Además, ordenará de oficio las que considere necesarias. Las pruebas 
ordenadas se practicarán en un término no mayor de sesenta (60) días. 
  
Las pruebas decretadas oportunamente dentro del término probatorio 
respectivo que no se hubieren practicado o aportado al proceso, se podrán 
evacuar en los siguientes casos:  
1. Cuando hubieran sido solicitadas por el investigado o su apoderado, sin 
que los mismos tuvieren culpa alguna en su demora y fuere posible su 
obtención. 
2. Cuando a juicio del investigador, constituyan elemento probatorio 
fundamental para la determinación de la responsabilidad del investigado o 
el esclarecimiento de los hechos. 
  
ARTÍCULO 115. TÉRMINO PARA FALLAR. Si no hubiere pruebas que 
practicar, el funcionario de conocimiento proferirá el fallo dentro de los diez 
(10) días siguientes al vencimiento del término para presentar descargos, o 
al del término probatorio, en caso contrario. 
 
ARTÍCULO 116. CONTENIDO DEL FALLO. El fallo debe ser motivado y 
contener:  
1. La identidad del investigado. 
2. Un resumen de los hechos. 
3. El análisis de las pruebas en que se basa. 
4. El análisis y la valoración jurídica de los cargos, de los descargos y de las 
alegaciones que hubieren sido presentadas. 
5. La fundamentación de la calificación de la falta. 
6. El análisis de culpabilidad. 
7. Las razones de la sanción o de la absolución, y 
8. La exposición fundamentada de los criterios tenidos en cuenta para la 





ARTÍCULO 117. TRÁMITE DE LA SEGUNDA INSTANCIA. El Rector 
Nacional deberá decidir dentro de los veinte (20) días siguientes a la fecha 
en que hubiere recibido el proceso. Si lo considera necesario, decretará 
pruebas de oficio, en cuyo caso el término para proferir el fallo se ampliará 




PARÁGRAFO. El recurso de apelación otorga competencia al Rector 
Nacional para revisar únicamente los aspectos impugnados y aquellos otros 
que resulten inescindiblemente vinculados al objeto de impugnación. 
 
T I T U L O VIII 
EJECUCION Y REGISTRO DE LAS SANCIONES 
  
ARTÍCULO 118. SUSPENSIÓN PROVISIONAL. La suspensión provisional a 
que se refiere este Código, será ordenada por el Rector Nacional o por su 
delegado. 
 
ARTÍCULO 119. FUNCIONARIOS COMPETENTES PARA LA EJECUCIÓN 
DE LAS SANCIONES. La sanción impuesta se hará efectiva por el Rector 
Nacional o por el Rector Seccional, según el caso. 
  
PARÁGRAFO. Una vez ejecutoriado el fallo sancionatorio, el funcionario 
competente lo comunicará al funcionario que deba ejecutarlo, quien tendrá 
para ello un plazo de cinco (5) días, contados a partir de la fecha de recibo 
de la respectiva comunicación. 
 
ARTÍCULO 120. REGISTRO DE SANCIONES. Las sanciones serán 
registradas en la hoja de vida del docente disciplinado por el jefe de personal 
o quien haga sus veces. 
 
T I T U L O IX 
PROCEDIMIENTO ESPECIAL 




ARTÍCULO 121. APLICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO VERBAL. El 
procedimiento verbal se adelantará contra los docentes en los casos en que 
el sujeto disciplinable sea sorprendido en el momento de la comisión de la 
falta o con elementos, efectos o instrumentos que provengan de la ejecución 
de la conducta, cuando haya confesión y en todo caso cuando la falta sea 
leve. 
  
En todo caso, si al momento de valorar sobre la decisión de apertura de 
investigación estuvieren dados los requisitos sustanciales para proferir pliego 
de cargos se citará a audiencia. 
  
ARTÍCULO 122. COMPETENCIA. Es competente para la aplicación del 
procedimiento verbal, la oficina de control docente disciplinario de la 




ARTÍCULO 123. AUDIENCIA. Calificado el procedimiento a aplicar conforme 
a las normas anteriores, el funcionario competente citará a audiencia al 
posible responsable, para que dentro del término improrrogable de dos (2)  
días rinda versión verbal o escrita sobre las circunstancias de su comisión. 
Contra esta decisión no procede recurso alguno. 
 
En el curso de la audiencia, el investigado podrá aportar y solicitar pruebas, 
las cuales serán practicadas en la misma diligencia, dentro del término 
improrrogable de tres (3) días, si fueren conducentes y pertinentes. Si no 
fuere posible hacerlo se suspenderá la audiencia por el término máximo de 
cinco (5) días y se señalará fecha para la práctica de la prueba o pruebas 
pendientes. 
  
De la audiencia se levantará acta en la que se consignará sucintamente lo 
ocurrido en ella. 
  
ARTÍCULO 124. ADOPCIÓN DE LA DECISIÓN. Concluidas las 
intervenciones se procederá verbal y motivadamente a emitir el fallo. La 
diligencia se podrá suspender, para proferir la decisión dentro de los dos (2) 
días siguientes. Los términos señalados en el procedimiento ordinario para la 
segunda instancia, en el verbal, se reducirán a la mitad. 
 
ARTÍCULO 125. EJECUTORIA DE LA DECISIÓN. La decisión final se 
entenderá notificada en estrados y quedará ejecutoriada a la terminación de 
la misma, si no fuere recurrida. 
  
ARTÍCULO 126. RECURSOS. Contra el fallo proferido en audiencia sólo 
procede el recurso de apelación, que se interpondrá en la misma diligencia y 
se sustentará verbalmente o por escrito dentro de los dos (2) días siguientes 
y será decidido dos (2) días después por el Rector Nacional.  
 
Procede el recurso de reposición cuando el procedimiento sea de única 
instancia, el cual deberá interponerse y sustentarse una vez se produzca la 
notificación por estrado, agotado lo cual se decidirá el mismo. 
  
ARTÍCULO 127. REMISIÓN AL PROCEDIMIENTO ORDINARIO. Los 
aspectos no regulados en este procedimiento se regirán por lo dispuesto en 
el procedimiento ordinario, siempre y cuando no afecte su naturaleza 
especial. 
   
CAPITULO SEGUNDO 
EJECUCIÓN Y REGISTRO DE LAS SANCIONES 
  
ARTÍCULO 128. COMUNICACIONES. Ejecutoriada la sentencia 
sancionatoria, se comunicará por la Unidad Académica a la cual se 
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encuentre adscrito el docente, a la Oficina de Personal o a quien haga sus 
veces. 
  
ARTÍCULO 129. EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES. Las sanciones se 
ejecutarán en la forma prevista en este estatuto. 
   
TRANSITORIEDAD Y VIGENCIA 
  
ARTÍCULO 130. TRANSITORIEDAD. Los procesos disciplinarios que al 
entrar en vigencia el presente estatuto se encuentren con auto de cargos, 
deberán ajustar su trámite para emitir el fallo definitivo, de conformidad con lo 
previsto en este estatuto. 
   
ARTÍCULO 131. VIGENCIA. El presente estatuto regirá a partir de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE  
 
Dado en Bogotá, D.C., a los …………… (…..) días del mes de ………. del 








 En toda organización, sea ésta de naturaleza pública o privada,  existen 
jerarquías, y es de esta relación funcional de la cual se desprende el 
Principio de Subordinación, en el que descansa la dinámica propia del 
régimen disciplinario,  a través del cual se puede entender la entrega de 
atribuciones a unos miembros de la organización para la que puedan 
dirigir, corregir, y, de ser necesario, hacer uso de mecanismos de 
coacción represiva a través de los cuales se pueden imponer sanciones, 
cuando se establezca que los funcionarios, con sus actuaciones, han 
quebrantado las normas y principios que rigen la organización. 
 
 El Derecho disciplinario, como Derecho punitivo o sancionatorio, implica 
un mayor rigorismo en la aplicación e interpretación de las normas, en la 
medida que éste puede conducir a la toma de decisiones que afecten los 
derechos fundamentales de la persona. 
 
 En un Estado Social de Derecho como el establecido por la Carta Política 
de Colombia de 1991, para que el Derecho disciplinario no riña con las 
preceptivas superiores, resulta necesario que las categorías dogmáticas 
de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad estén claramente definidas y 
determinadas, toda vez que solo así ser garantía de respeto y protección 
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de derechos constitucionales fundamentales, especialmente, el principio y 
derecho al debido proceso. 
 
 La Teoría de las Relaciones Especiales de Sujeción se han constituido en 
el fundamento dogmatico del Derecho disciplinario, permitiendo dar 
sustento a ciertas situaciones y relaciones administrativas donde la 
Constitución, o la ley de acuerdo con la Constitución, han modulado los 
derechos constitucionales de los ciudadanos; entre los cuales se cuenta 
el derecho a la legalidad sancionadora, la cual, bajo una concepción de 
un Estado Social de Derecho como el colombiano, debe contener 
mínimamente los elementos esenciales de la conducta antijurídica,  la 
naturaleza y los límites de las sanciones a imponer. 
  
 Las relaciones especiales de sujeción se presentan en aquellas 
situaciones en las cuales la ley confiere poder a quien tiene la primacía 
(sujeto activo), para imponer una carga especial a quien está bajo su 
dependencia o subordinación (sujeto pasivo) y que difiere de la que en 
general tienen que soportar las demás personas. Estas cargas implican 
una cierta limitación a algunos derechos del sujeto pasivo de la relación, 
dentro de unos límites impuestos por los valores y principios 




 El constituyente de 1991 consagró en favor de las instituciones de 
educación superior el principio y derecho de “Autonomía Universitaria”, en 
cuyo ejercicio se presentan unas Relaciones de Especial Sujeción 
respecto de quienes conforman la comunidad académica, y aún 
administrativa, llegando así a estructurarse un poder disciplinario que, sin 
duda alguna, debe nutrirse de los preceptos constitucionales, legales, 
reglamentarios y jurisprudenciales que han señalado el camino del 
aplicable en la administración pública. 
 
 En ejercicio de la autonomía universitaria las instituciones de educación 
superior pueden implementar un régimen disciplinario aplicable a los 
docentes vinculados bajo la modalidad de una relación laboral 
subordinada, estructurándose así derecho disciplinario que, al igual que el 
aplicable al servidor público, constitucionalmente protege el cumplimiento 
de los deberes funcionales. 
 
 El propósito último que justifica el desarrollo legislativo del principio y 
derecho constitucional de la Autonomía Universitaria es la necesidad de 
garantizar la adecuada y eficiente prestación de un servicio público como 
es la educación. 
 
 En un Estado Social de Derecho como el implementado para Colombia a 
través de la Constitución Política de 1991, el Principio de Legalidad y la 
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Reserva de Ley deben orientar el ejercicio del Derecho disciplinario en 
cualquiera esfera donde se aplique.  
 
 El Principio de Legalidad, debe regir las actuaciones  tanto la 
administración pública como la privada toda vez que ellas deben 
realizarse con base en el respeto a la ley, teniendo como techo a la 
propia Carta Fundamental. 
 
 La Reserva de Ley, como expresión de la garantía que solo el legislador 
de manera excluyente tiene la competencia para regular las conductas 
objeto de reproche disciplinario, resulta diáfana en relación con los 
servidores públicos. En las relaciones obrero-patronales que se presentan 
entre los particulares, de manera mediata el Constituyente, a través del 
Principio y derecho a la Autonomía Universitaria, y de manera inmediata, 
el legislador a través de la Ley 30 de 1992, facultó a las Universidades 
para darse sus reglamentos, permitiendo así que pudieran establecer los 
mecanismos que resultaren necesarios para determinar las infracciones, 
las penas y el procedimiento requerido para ejercer su potestad 
sancionadora. 
 
 Si bien existe una potestad sancionadora disciplinaria en las relaciones 
laborales subordinadas que se generan entre Universidad-docente, ésta 
no tiene los alcances que le otorga la ley a la Administración Pública, por 
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cuanto las penas sólo pueden guardar directa relación con la vinculación 
laboral; sin que pueda el empleador llevarlas a la órbita externa, tal y 
como sí lo hace la Administración cuando, por ejemplo, inhabilita para 
ejercer cargos públicos a un sujeto disciplinado. 
 
 Toda imposición de sanciones, incluidas las Universidades, debe estar 
precedida de la realización de un procedimiento donde se permita al 
implicado el ejercicio de los derechos de Defensa y Contradicción. 
 
 Los reglamentos de los establecimientos educativos deben describir con 
precisión razonable los elementos generales de la falta y su consecuente 
sanción.  A fin de no vulnerar el principio y derecho al Debido Proceso, 
resulta  indispensable que los entes de carácter privado fijen unas formas 
o parámetros mínimos que delimiten el uso del poder disciplinario y que 
permitan a la comunidad educativa conocer las condiciones en que 
puede o ha de desarrollarse su relación con éstos.  
 
 No puede haber real autonomía de la voluntad sin profundo respeto y 
protección de los derechos fundamentales en las relaciones particulares, 
precisamente para evitar la insuperable primacía de la autonomía de la 
voluntad del más fuerte.  Por ello, si bien es cierto el Ius Variandi, como 
norma sustantiva, legitima el poder sancionador del empleador, al mismo 
tiempo prevé ciertas garantías que deben ser respetadas al momento de 
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dar aplicación a decisiones de tipo disciplinario, como, por  ejemplo, 
recibir los descargos en presencia de los  representantes de los 
trabajadores donde exista organización sindical, a fin de garantizar el 
debido proceso.  
 
 El Derecho laboral, es un Derecho eminentemente garantista de los 
derechos fundamentales del trabajador indistintamente su profesión, 
actividad u oficio; los cuales no pueden, bajo ninguna circunstancia, ser 
desconocidos ni violados por el empleador, así se esté bajo la órbita de la 
Autonomía Universitaria. Por el contrario, la academia como epicentro y 
laboratorio del saber innovador, debe ante todo propender por la defensa 
y salvaguarda de los derechos constitucionales fundamentales; por ello  
resulta necesario que al interior de la Universidad Libre se implemente un 
nuevo modelo disciplinario, que se circunscriba dentro del marco 
constitucional, pero haciendo que sea verdaderamente eficaz y eficiente y 
que cumpla con los cometidos recíprocos de respeto y cumplimiento de la 
égida disciplinaria; así como con la garantía del Debido Proceso en el 
ejercicio de la potestad sancionadora que se desprende de la relación 
especial de sujeción que se presenta entre los docentes vinculados 
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